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- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 6 de octubre de 1995. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión or- 
dinaria, el próximo martes 10, a la hora 16, a fin de informar- 
se de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1%) Continúa la discusión general y particular del Pro- 
yecto de Ley relacionado con el Mercado de Valores 
y Obligaciones Negociables. (Informes escritos). 


(Carp. N* 145/95 - Rep. N* 111/95 y Anexo D 


Discusión general y particular de los siguientes Pro- 
yectos de Ley: 


2%) Por el que se regula el régimen de funcionamiento de 
establecimientos privados, destinados a alojar adul- 
tos mayores. (Informe verbal). 


(Carp. N* 271/95 - Rep. N* 89/95) 


3%) Por el que se suprime el monopolio de alcoholes y 
bebidas alcohólicas. (Informe escrito). 


(Carp. N? 103/95 - Rep. N* 113/95) 


4%) Por el que se excluye a los preservativos de la cali- 
dad de dispositivo terapéutico. (Informe escrito). 


(Carp. N* 225/95 - Rep. N* 116/95) 


5%) Por el que se eleva a la categoría de ciudad al pueblo 
Toledo, ubicado en la 21a. Sección Judicial del de- 
partamento de Canelones. (Informe escrito). 


(Carp. N* 181/95 - Rep. N* 115/95) 


6%) Informes de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionados con las solicitudes de venia del Poder 
Ejecutivo para exonerar de sus cargos a: 


una funcionaria del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence 28 de noviembre de 1995). 
(Carp. N” 266/95 - Rep. N” 118/95). 
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- Se resuelve incluir este asunto en primer tér- 
mino del orden del día, de la primera sesión 
ordinaria del mes de noviembre. 


11) Se levanta la sesión .ocooononccnccnnonaniccnncanccocanan naa nranooo 201 


un funcionario del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence 28 de noviembre de 1995). 
(Carp. N” 265/95 - Rep. N* 117/95). 


Jorge Moreira Parsons, Mario Farachio. Se- 
cretarios”. 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Batlle, Ber- 
tolini, Cid, Couriel, Chiesa, Dalmás, Gandini, Garat, Gar- 
gano, Heber, Hierro López, Irurtia, Korzeniak, Machiñena, 
Mallo, Michelini, Millor, Olascoaga, Pereyra, Posadas 
Montero, Pozzolo, Sanabria, Sarthou, Segovia, Storace y 
Virgili. 


FALTAN: con licencia, el señor Presidente del Senado, 
Dr. Hugo Batalla, y los señores Senadores Andújar y San- 
toro; y, con aviso, el señor Senador Brezzo. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 16 y 10 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 10 de octubre de 1995 


El señor Presidente de la República Doctor Julio 
María Sanguinetti, solicita al Senado la autorización 
prescrita en el artículo 170 de la Constitución con 
motivo de su viaje a la ciudad de San Carlos de Bari- 
loche, República Argentina. 


-Repártase. 

La Presidencia de la Asamblea General destina un 
Mensaje del Poder Ejecutivo al que acompaña un Pro- 
yecto de Ley por el que se designa con el nombre 
“Nelson Gambogi” la Escuela N* 272 del departamen- 
to de Montevideo. 


10 de Octubre de 1995 


-A la Comisión de Educación y Cultura. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje solicitando 
venia para exonerar de su cargo a un funcionario del 
Ministerio de Educación y Cultura. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas acusa 
recibo de las manifestaciones formuladas por el señor 
Senador Carlos Julio Pereyra, y remite información 
relacionada con el estado actual del Liceo del Pueblo 
Noblía, en el departamento de Cerro Largo. 


-Oportunamente le fue entregado al señor Senador 
Carlos Julio Pereyra. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite la in- 
formación solicitada por los señores Senadores José Kor- 
zeniak y Reinaldo Gargano, relacionada con la no 
trasmisión televisiva de los partidos de la Copa América. 


-Oportunamente le fue entregado a los señores Se- 
nadores Gargano y Korzeniak. 


El mismo Ministerio acusa recibo de la versión 
taquigráfica de las manifestaciones formuladas en Sala 
por el señor Senador Carlos Julio Pereyra sobre la 
situación en que se encuentran las Escuelas Nos. 147, 
148 y 249. 


-Oportunamente le fue entregado al señor Senador 
Carlos Julio Pereyra. 


La Mesa da cuenta que se ha designado a los seño- 
res Senadores Luis Brezzo, Luis Eduardo Mallo y He- 
lios Sarthou miembros de la Comisión de Constitución 
y Legislación para integrar la Comisión de Salud Pú- 
blica a fin de proceder al estudio del Proyecto de Ley 
por el que se adiciona un capítulo especial al Código 
Civil referente a la reproducción asistida. 


-Téngase presente. 

La señora Senadora Marina Arismendi presenta con 
Exposición de Motivos un Proyecto de Ley por el que 
se designa con el nombre “Margarita Xirgú”, la Escue- 
la N* 307, del departamento de Montevideo. 

-A la Comisión de Educación y Cultura”. 

PROYECTO PRESENTADO 
“Montevideo, 6 de Setiembre de 1995 
PROYECTO DE LEY 
Artículo único. - Desígnase con el nombre de 


“MARGARITA XIRGU” la Escuela N” 307 del barrio 
Paso' de la Arena del Departamento de Montevideo 
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dependiente de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública. (Consejo de Educación Primaria). 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Compartimos la aspiración de la Comisión Fomen- 
to de la Escuela N” 307, donde por iniciativa de los 
vecinos de la zona han decidido nominar a dicha Es- 
cuela con el nombre de “MARGARITA XIRGU”. 


Los motivos de esa solicitud son la gran trascen- 
dencia de esta alta personalidad catalana y a su vez su 
obra continuada y tesonera que diera un impulso fun- 
damental al teatro nacional desde su labor como actriz 
y su puesto como Directora de la Comedia Nacional y 
la Escuela de Arte Dramático. 


Asimismo, la circunstancia de que la Escuela N* 150, 
con la cual comparten el local, haya sido nominada 
con el nombre de “CATALUÑA” en el mes de di- 
ciembre de 1991, ha llevado a una estrecha colabora- 
ción del Casal Catalá y toda la colectividad catalana 
en nuestro país con la Escuela N” 150, expresando los 
mencionados, su disposición a colaborar con ambas 
Escuelas, para lo cual verían con sumo agrado poner el 
nombre de “MARGARITA XIRGU” a dicha Escuela. 


Marina Arismendi. Senadora”. 
5) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Encontrándose en Antesala el 
señor Representante Jorge Machiñena, se lo invita a pasar a 
Sala a los efectos de prestar el juramento de estilo. Se invita 
a los señores Senadores y a la Barra a ponerse de pie. 


Señor Machiñena: ¿Jura usted desempeñar debidamente el 
cargo de Senador y obrar en todo conforme a la Constitución 
de la República? 


SEÑOR MACHIÑENA. - SÍ, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Jura usted guardar secreto en 
todos los casos en que sea ordenado por la Cámara o por la 
Asamblea General? 


SEÑOR MACHIÑENA. - Sí, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Queda usted investido del cargo 
de Senador. 


(Aplausos en la Sala y en la Barra) 


6) ESCUELAS AGRARIAS EN REGIMEN DE ALTER- 
NANCIA. Dificultades en las inscripciones para los 
cursos de los años 1996 y 1997. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra a la hora pre- 


via. 


160-C.S, 


Tiene la palabra el señor Senador Garat. 


SEÑOR GARAT. - Señor Presidente: hemos estado reci- 
biendo distintas inquietudes de familias del medio rural ante 
lo que ha sido una resolución un poco intempestiva tomada 
por la Universidad del Trabajo del Uruguay, en lo que con- 
cierne a la cancelación de inscripciones para los cursos de las 
escuelas agrarias de alternancia para los programas de los 
años 1996 y 1997, 


En primer lugar, debo manifestar que no sé si las autori- 
dades de la Universidad del Trabajo del Uruguay están real- 
mente en condiciones de dictar esa resolución que han 
trasmitido a los distintos Centros de Enseñanza. Esta medida 
está creando gran consternación y perjuicio al medio rural. 


La enseñanza agraria en régimen de alternancia se inició 
hace 23 años, casualmente con una escuela que fue modelo y 
sigue siéndolo, la escuela agraria de mi pueblo, de Rosario, 
la que con el correr del tiempo se ha ido perfeccionando. En 
1971 un grupo de técnicos franceses visitó las escuelas del 
Uruguay y basándose en las necesidades de educación agraria 
del medio realizaron un estudio en la zona, estableciendo los 
programas del curso “Idóneo Agrario en Régimen de Alter- 
nancia con Orientación Lechera-Granjera”. Aparte de esa es- 
cuela agraria de Rosario, hay muchas más en el resto del 
país. Por ejemplo, en el año 1988, se amplió a Raigón y 
Rivera; en 1990, La Concordia y Salto; en 1991, a Durazno y 
Montes; en 1992, a Guichón; y, en 1993, a Santa Clara de 
Olimar y Quebracho. Las mencionadas escuelas brindan un 
servicio de preparación a alumnos de doce años, egresados de 
los centros rurales y que, por las dificultades del medio en el 
que viven con sus familias, no tienen acceso a los centros de 
capacitación de las ciudades, ya sea de Secundaria o de Ense- 
ñanza Superior de la Universidad del Trabajo del Uruguay. 
Muchas veces también carecen de recursos suficientes como 
para trasladarse desde donde viven a las ciudades, pues ello 
implica un gasto en transporte o en alojamiento en un centro 
urbano. 


Todo esto fue creando, con el correr de los años -ya hace 
23- una relación permanente del alumno con su familia. Este 
sistema de alternancia toma alumnos de doce años que pro- 
vienen de las escuelas de primaria del medio rural. Desde 
1972 hasta 1994, se consideró que este sistema estaba cum- 
pliendo con el objetivo de educar a aquel hijo del productor 
rural que no tenía forma de acceder a otro centro educativo. 
Mediante este régimen de alternancia, Jos alumnos están una 
semana internados en escuelas agrarias y durante dos sema- 
nas trabajan en el medio rural. Esto evita la ociosidad y la 
falta de destino de los jóvenes de doce o trece años que si no 
concurrieran a esas escuelas no sólo emigrarían del medio 
rural, sino que muchas veces se transformarían en gente ocio- 
sa que, por sus condiciones socio-económicas, no tendrían 
forma de acceder a otros centros de enseñanza. Actualmente 
se considera que la alternancia no es Ciclo Básico, sino una 
formación profesional y, por lo tanto, debe tomar alumnos 
mayores de 15 años que hayan realizado el Ciclo Básico. Por 
este motivo, se han suspendido las inscripciones de todos 


aquellos alumnos egresados de escuelas rurales con 12 años, | 
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a la espera de que tengan las condiciones para poder ingresar 
a dicha formación profesional. 


En nuestro país, existen aproximadamente 3.700 alumnos 
egresados de escuelas primarias rurales por año; de éstos sólo 
700 asisten al Ciclo Básico o alternancia, mientras que los 
3.000 restantes permanecen en el medio rural, sólo con la 
enseñanza primaria, sin tener otra opción educativa e indicando 
que el actual Ciclo Básico no cumple la función de educar a los 
hijos de productores rurales radicados en el campo. 


Entendemos que esta medida perjudica profundamente al 
medio rural, a la familia rural y a los jóvenes alumnos de las 
escuelas primarias rurales, desarraigándolos del medio en que 
viven y van a seguir trabajando. Además de todo lo expuesto 
creemos que esta es una decisión apresurada e inconsulta que 
no debe ser adoptada sin antes realizar un estudio más pro- 
fundo sobre el tema. Es más, se han realizado reuniones de 
familias rurales con la intención de elevar una queja sobre la 
resolución adoptada y que a nuestro entender, repito, debe ser 
analizada nuevamente. 


A esta altura del año, algunos padres ya están anotando a 
sus hijos en estas escuelas de alternancia que tienen un cupo 
limitado de alumnos, a efectos de que puedan ingresar a los 
cursos del año 1996, sin embargo, se encuentran con una 
resolución que les impide inscribir a sus hijos de 12 6 13 
años, egresados de escuela rural, debiendo esperar hasta que 
cumplan 15 años para poder inscribirlos en un instituto de for- 
mación profesional como es la escuela agraria de alternancia. 


El tema es realmente dramático para muchas familias, 
implica cierta preparación y es significativamente importante 
para el medio rural porque los muchachos se capacitan en el 
centro de estudio agrario, practicando la nueva tecnología 
que se les enseña en el predio rural de sus padres, ayudándo- 
los y, a su vez, adquiriendo la experiencia necesaria. 


Creo que si pensamos en medidas mal tomadas respecto a 
la enseñanza, esta es una que puede ejemplificar lo que no se 
debe hacer. En tal sentido, solicito que se revea, haciéndome 
eco de la voluntad y solicitud de distintos padres de familias 
rurales que no desean y no tienen otro destino que el de 
perfeccionar a sus hijos en la tarea que ellos están cumplien- 
do. Repito que, a nuestro entender, esta medida debe ser 
sustituida y analizada con mayor profundidad porque, con 
algunos cambios en los programas, es posible que el conteni- 
do del curso de idóneo agrario en alternancia, sea equivalente 
al del Ciclo Básico sin perder su esencia. 


Por lo tanto, para no continuar en este tema y sí plantear 
claramente mi deseo de que se considere nuevamente esta 
decisión, solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea enviada al CODICEN, al Ministerio de Educación y Cul- 
tura y a tas Juntas Departamentales de los distintos departa- 
mentos donde existen escuelas agrarias de alternancia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 


10 de Octubre de 1995 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPUBLICA. Autori- 
zación para ausentarse del país por más de 43 horas. 


SEÑOR RICALDON!I - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. ] 


SEÑOR RICALDONI. - Nuestro propósito es solicitar que 
se declare urgente y se trate de inmediato -el repartido está 
en poder de los señores Senadores- la solicitud de autoriza- 
ción que ha enviado la Presidencia de la República, para 
permitirle al señor Presidente ausentarse del país por más de 
48 horas desde el 15 de octubre próximo, con motivo de su 
participación en la V Cumbre Iberoamericana de Jefes de 
Estado en la ciudad de San Carlos de Bariloche, República 
Argentina. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se declara ur- 
gente y se trata de inmediato el tema á que ha hecho referen- 
cia el señor Senador. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia fue declara- 
da. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Montevideo, 10 de octubre de 1995 
Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


Tengo el honor de dirigirme al señor Presidente a 
los efectos de solicitar la autorización prescripta por el 
artículo (70 de la Constitución de la República, en 
virtud que me ausentaré del territorio nacional por más 
de cuarenta y ocho horas, a partir del 15 de octubre de 
1995, con motivo de mi participación en la Y Cumbre 
Iberoamericana de Jefes de Estado en la ciudad de San 
Carlos de Bariloche -República Argentina-. 


Saludo al señor Presidente con mi más alta consi- 
deración. 


Julio María Sanguinetti. Presidente de la Re- 
pública, Elías Bluth” 


-En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 
-24 en 24, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


$) MERCADO DE VALORES Y OBLIGACIONES NE- 
GOCIABLES 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día 
con la consideración del asunto que figura en primer término: 
“Proyecto de Ley relacionado con el mercado de valores y 
obligaciones negociables. Carp. N” 145/95 - Rep. N* 111/95”. 


(Antecedentes: ver 50* S.E.) 


-Continúa la discusión general. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Por la vía de la alusión 
quiero hacer algunas precisiones sobre comentarios realiza- 
dos por el señor Senador Mallo en su exposición. La mayoría 
los voy a efectuar a título de adelanto y los desarrollaré 
cuando deba hacer uso de la palabra nuevamente. 


En primer lugar, me voy a referir a un tema de procedi- 
miento porque, como el señor Senador informó al Cuerpo 
que no había colaborado en el trabajo de la Comisión por 
estar ésta muy segura de sus errores, quiero señalar, simple- 
mente, que no recibimos esa explicación en el ámbito de la 
misma y no parece estar de acuerdo con la aprobación gene- 
ral del Proyecto de Ley que el propio señor Senador manifes- 
tó. 


En segundo término, y yendo a temas de fondo, cabe 
señalar que el señor Senador Mallo se manifiesta contrario al 
Proyecto de Ley en cuanto a que el mismo tiene un carácter 
controlador y no desarrollista, y que ello se debe a que se le 
otorgan facultades regulatorias y de control al Banco Central 
en lugar de crear una Comisión de Valores. Frente a esto, 
señalo que el señor Senador Malla, ni en la Comisión, ni 
aquí, nos ha ilustrado acerca de lo que debemos hacer para 
desarrollar el mercado; por qué razón el Banco Central sería 
esencialmente negativo a esos efectos e inversamente por qué 
motivos una Comisión de Valores sería positiva. Tampoco 
sabemos qué naturaleza tendría esa Comisión, porque las hay 
de todo tipo, tamaño y condición en el mundo, ni dónde 
estaría ubicada jurídicamente. En definitiva, estamos frente a 
una afirmación cuyo sustento no conocemos. 


Por otro ládo, si nos remitimos a aspectos jurídicos, ve- 
mos que el señor Senador Mallo discrepa con el Proyecto de 
Ley, sosteniendo que las competencias otorgadas al Banco 
Central son inconstitucionales. Á su juicio, se violaría el 
artículo 36 de la Constitución por permitir que el Banco 
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Central establezca limitaciones a la libertad de comercio, 
cuando en realidad esto es materia de ley. Tampoco este 
aspecto fue mencionado en la Comisión y, a mi juicio, no 
existe violación sino que el origen de la limitación es legal. 
Nadie en este país ha interpretado el artículo 36 de la Consti- 
tución en el sentido de que en cada caso debe establecerse 
una ley con las limitaciones; basta que la ley sea la fuente de 
esas limitaciones. 


De acuerdo a la tesis señalada por el señor Senador Mallo 
tendríamos que concluir que prácticamente todo el Derecho 
Administrativo, y buena parte del Derecho Laboral, “ributa- 
rio, Aduanero y Comercial, son inconstitucionales. 


Además, el señor Senador Mallo señalaba que, a su enten- 
der, se violaba el artículo 12 de la Carta, estableciendo penas 
y mecanismos jurisdiccionales que corresponden a la Ley 
penal, otorgándoselos por vía administrativa al Banco Cen- 
tral. Este es un tema de larguísima data en el Derecho uru- 
guayo y las facultades sancionatorias fuera del ámbito penal 
son sumamente conocidas. Cabe mencionar el Derecho Ad- 
ministrativo, el Tributario, el Laboral; las Intendencias, -la 
Inspección de Hacienda, etc. Como recordarán los señores 
Senadores que son Abogados, en el primer tomo del Tratado 
de Sayagués Laso se háce toda una disquisición sobre los 
aspectos sancionatorios del Derecho Administrativo y sus di- 
ferencias con el Código Penal. Basta con que exista una fuen- 
te legal y el Proyecto la prevee ampliamente. 


Por otra parte, el señor Senador Mallo sostenía que el 
Proyecto de Ley era inconstitucional en cuanto sustituía fa- 
cultades reglamentarias del Poder Ejecutivo. Este fue un tema 
extensamente debatido en el Uruguay, tanto por la doctrina 
como por la Jurisprudencia, en ocasión de sancionarse la Ley 
de Intermediación Financiera. Al respecto, recuerdo las posi- 
_ ciones de los Doctores Delpiazzo y Barbé e, inclusive, sen- 
tencias del Tribunal de lo Contencioso Administrativo que 
validan las facultades reglamentarias del Banco Central del 
Uruguay, sustancialmente en mérito al artículo 196 de la 
Constitución de la República. 


Sobre el asunto relativo a la autonomía de la voluntad y el 
artículo 45 del Proyecto, el señor Senador Mallo, además de 
repetir algunas citas y añadir otras de diferentes autores, efec- 
tuó comentarios o argumentos de tipo jurídico o de constitu- 
cionalidad y otros de conveniencia. El señor Senador decía 
"que en la República “no existen más Jueces que los del Poder 
Judicial o los que la Constitución designe”. Sin embargo, 
pudimos comprobar -tal como lo señalé en una intervención 
anterior- que sí existen más Jueces que los del Poder Judicial. 
Además, vimos que la Constitución no designa Jueces, así 
como tampoco lo hace el artículo 45. Asimismo, el tema de 
la jurisdicción aplicable no es materia de la Constitución, ya 
que en caso de serlo, los Tratados que el país firmó en esa 
materia serían nulos y el apéndice del Código Civil, es decir, 
la llamada “Ley Vargas” sería inútil. El asunto pertenece 
claramente al aspecto legal y la discusión resulta de conve- 
niencía. 
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Otro argumento que indicaba al respecto el señor Senador 
Mallo era de conveniencia. Manifestó que estaría de acuerdo 
con que se permitiera la autonomía de la voluntad si existía 
reciprocidad, citando a esos efectos el Pacto de San José de 
Costa Rica. En caso de ser válido conceder la libertad de 
elegir jurisdicción y legislación cuando existe una reciproci- 
dad o compensación, estamos, obviamente, ante un tema de 
conveniencia y no de inconstitucionalidad. Si es válido en el 
caso del Pacto de San José de Costa Rica porque hay contra- 
partida, discutiríamos si ésta es o no suficiente en el Proyec- 
to. Este argumento derrota todas las opiniones de 
inconstitucionalidad señalados precedentemente. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: nos encontra- 
mos en la etapa de la discusión general dei Proyecto de Ley y 
como fue anunciado en la Comisión por nuestros compañeros 
de Bancada, nosotros vamos a votarlo en general, a pesar de 
que tenemos algunas reservas con respecto a algún artículo 
en particular. Nos parece un proyecto meditado, que cuenta 
con una elaboración en donde diversos técnicos -incluidos 
valiosos servicios dentro del Banco Central del Uruguay- opi- 
naron, trabajaron y redactaron. Asimismo, la Comisión reali- 
zó un trabajo sumamente prolijo sobre el tema. 


Uno de los artículos que consideramos que no debe ser 
votado es el 45, que tiene que ver con lo que suele denomi- 
narse en los Tratados de Derecho Procesal como prórroga de 
jurisdicción. Al respecto, voy a efectuar una referencia que 
tiene mucho que ver con una necesidad impostergable de 
retirarme de Sala dentro de unos instantes y no quería hacerlo 
sin intervenir en una discusión que ya comenzó en otra se- 
sión. 


Este artículo 45, en su primer inciso, permite al emisor 
fijar la jurisdicción y la Ley aplicable y, en el segundo, mani- 
fiesta el derecho de los tenedores de elegir en todos los casos, 
cualquiera sea la decisión que haya tomado en el documento 
el emisor, la jurisdicción del domicilio. Entonces, a pesar de 
no estar de acuerdo con todas las fundamentaciones, voy a 
apoyar la tesis del señor Senador Mallo, en cuanto a que esto 
no debe hacerse y que el Senado no debe acompañar esta 
solución. 


Procuraré que mi exposición resulte lo más sintética posi- 
ble, para no hacer uso de la prórroga habitual que el Senado, 
con toda cortesía, siempre nos concede. Para ello, voy a rea- 
lizar cuatro afirmaciones básicas. La primera de ellas tiene 
que ver con el hecho de que la jurisdicción no es prorrogable 
y la elección de la Ley aplicable no puede depender de la 
voluntad particular de partes. No se trata de un tema de rango 


. legal, sino que, en gran parte, es un asunto de rango constitu- 


cional. 
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La segunda afirmación que deseo realizar es que el tema 
de la jurisdicción de los Jueces no lo distingo del concepto de 
la competencia de los Jueces -si más adelante tengo tiempo 
explicaré las diferencias entre ambos conceptos- y que se 
trata de un asunto de orden público. En el lenguaje común 
del Derecho, que no coincide con el sentido obvio y natural 
de las palabras, orden público quiere decir que la aplicación 
de una disposición no puede depender de la voluntad de las 
partes. Las mismas no pueden modificar un principio que 
esté en una disposición o en un principio de Derecho acepta- 
do por un orden jurídico. 


En tercer lugar, aclaro que no soy un acérrimo defensor 
de la teoría dualista en materia de relaciones entre el Derecho 
Internacional y el Interno, sino que, por el contrario, soy 
partidario del monismo. Como meta y concepción estructural 
del Derecho concibo uña pirámide mundial. Me refiero a los 
órdenes jurídicos de cada país imbricados en el orden jurídi- 
co universal, tal como han: dicho algunos. a quienes se les 
escapa el concepto, ya que la Tierra no es el Universo. Des- 
conozco qué orden jurídico rige en otros planetas eventual- 
mente habitables. Entonces, reitero, soy partidario del 
monismo, que es una de las dos grandes posiciones en mate- 
ría de las relaciones entre el Derecho Interno y el Internacio- 
nal. Esto supone que no soy reacio a lo que algunos consideran 
invasiones de lo internacional sobre lo interno. Por el contra- 
rio, me parece que existe, efectivamente, una evolución de la 
civilización jurídica en los últimos cincuenta años, que tien- 
de a esto, así como a la aceptación de Tribunales y Jueces 
que no son necesariamente los locales, sino internacionales. 
Sin embargo, esta evolución no se da en el área que aquí se 
ha planteado para defender la tesis de este artículo 45. 


Por último, señor Presidente, la cuarta afirmación que 
deseo realizar consiste en sintetizar una cuestión de técnica 
jurídica, por la cual la fórmula que está establecida en el 
artículo 45 es susceptible de crear un vicio que tiene la rela- 
ción de los Órdenes jurídicos internos entre sí en el Derecho 
Internacional, tánto Público como Privado, que es el de los 
reenvíos. Es decir, se trata de normas que indican, por ejem- 
plo, que un caso se rige por Jueces y leyes del país B y, 
luego, el orden jurídico interno de dicho país expresa que 
éste se debe regir por el país A. Esa figura conocida como el 
reenvío imperfecto del Derecho Internacional genera, natu- 
ralmente, situaciones técnicamente inaceptables. Por un lado, 
hay que ir a la ley y al Juez de un país y las normas de éste 
dicen que hay que ir a las de otro país. Evidentemente, esta 
manera puede generar un semillero de situaciones de esa 
naturaleza. 


Como primera afinriación debo decir que el tema de la 
jurisdicción es de rango constitucional y no meramente legal. 
Esto lo extraemos de dos grandes cúmulos de disposiciones 
de la Constitución. La primera fue desarrollada por el señor 
Senador Mallo en la sesión pasada y tiene que ver con que la 
Constitución en los artículos 233 y siguientes dice que el 
Poder Judicial será ejercido por la Suprema Corte de Justicia 
y los Tribunales y Juzgados que establezca la Ley. Personal- 
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mente, creo que de entrada debemos hacer un descarte de la 
tesis de que si son los Tribunales y Juzgados que establezca 
la Ley, si ésta se aprobara, diría los Tribunales y Juzgados 
que se pongan en el documento o que diga el tenedor. Es 
obvio y nadie interpretaría que ese artículo no se está refi- 
riendo a los Tribunales y Juzgados del Uruguay. Me parece 
que eso está fuera de una discusión verosímil o racional. 


Además, quiero decir que el artículo, tiene una desproliji- 
dad coherente, porque se repite cuando habla de los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo. Cuando dice que el Poder Judicial 
será ejercido, se está refiriendo a la función jurisdiccional, 
así como en la parte del Poder Legislativo indica que éste 
será desempeñado por la Asamblea General y, aunque no lo 
diga, por las Cámaras, aludiendo a la función legislativa. 


De manera que el Constituyente dice que la función juris- 
diccional será, como decía Justino Jiménez de Aréchaga, pre- 
dominantemente ejercida por la Suprema Corte de Justicia y 
por los Tribunales y Juzgados en la forma que establezca la 
Ley. Desde luego, la expresión “Poder Judicial”, tampoco es 
demasiado imperfecta, aunque la Cátedra siempre hubiera 
preferido que dijera función jurisdiccional, porque la palabra 
Poder puede tener un sentido orgánico, como conjuntos de 
órganos, y también como sinónimo de facultad jurisdiccional 
o sea, en el sentido funcional de la palabra. 


El segundo argumento que me parece muy importante, 
por el cual afirmo que la intervención de una jurisdicción 
determinada que, de acuerdo a los principios más conocidos 
del Derecho Internacional son bolsas de valores que operan 
en el Uruguay, son nuestros Jueces y eso no puede depender 
de la voluntad de las partes, surge del artículo 19 de la Cons- 
titución donde se establece que quedan prohibidos los juicios 
por comisión. Esta es una expresión muy antigua, ignorada 
por los que no son cercanos a la actividad jurídica, pero que 
quiere decir que los Jueces de comisión o por comisión no 
están predeterminados cuáles son al momento de ocurrir los 
hechos que van a juzgar. La reacción constitucional contra 
los juicios por comisión tiende a evitar los llamados Jueces 
que se nombran porque tienen determinada orientación, por 
ejemplo, luego de producidos tales o cuales delitos, hechos 
civiles, contratos o conflictos jurídicos. Después, se decide 
qué Juez va a actuar. El Derecho repugna esta solución. Como 
se recordará fue un argumento muy útilizado en el famoso 
juicio de Nuremberg cuando se juzgaron a los criminales 
nazis y la única defensa que tuvo acogida fue la de que el 
Tribunal que se había designado, fue nombrado con posterio- 
ridad a los hechos. Lo demás, como es notorio, la condena 
mundial fue por todos conocida y, por otra parte, compartida 
por nosotros. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción 
señor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK:. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador Ricaldoni. 
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SEÑOR RICALDONI. - Estoy escuchando con muchísi- 
mo interés la exposición del señor Senador Korzeniak. Perso- 
nalmente, tengo otro punto de vista sobre este tema, tanto en 
lo que se refiere a la prórroga de jurisdicción como a la 
elección de la Ley aplicable, que son dos aspectos vincula- 
dos, pero no similares. En orden a este razonamiento quería 
preguntarle al señor Senador Korzeniak si él considera en ese 
caso, que las normas que establece el Código Penal del Pro- 
ceso permitiendo la solución de las controversias entre parti- 
culares a través del arbitraje, a su juicio sería también 


inconstitucional en tanto y cuanto, según el artículo 19 de la 


Constitución, están prohibidos los juicios por comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Es una pregunta muy interesante 
que voy a responder con cierta rapidez, aunque no digo con 
solvencia intelectual, porque se trata de un clásico del Dere- 
cho Constitucional. 


Como es notorio el árbitro no es un Juez y aun cuando las 
partes establezcan que si tienen un conflicto lo van a derivar 
a la solución de un árbitro o un cuerpo arbitral -un trío, como 
es habitual- y si la actuación de éstos no merece una conside- 
ración de regularidad jurídica, siempre va a existir la posibi- 
lidad de que lo resuelva uno de los Jueces que está previsto 
en la Constitución cuando habla de Tribunales y Juzgados en 
la forma que lo establezca la Ley. De todos modos, repito 
que es un clásico del Derecho Constitucional y nada menos 
que Couture sostuvo más de una vez, aunque después en una 
monografía cambió su posición, que el tema de Jos árbitros 
en el Derecho uruguayo era de dudosa constitucionalidad. De 
cualquier manera la defensa que se ha hecho del arbitraje 
está basada, por ejemplo, en el artículo 6? de la Constitución 
que menciona a los árbitros. De manera que en una interpre- 
tación contextual, cuando se habla de los Tribunales y Juzga- 
dos que establezca la Ley habría que armonizarlos con otros 
que se refieren a los árbitros. Esa es la defensa de la tesis de 
la inconstitucionalidad de los árbitros. 


De cualquier manera, estoy tratando de explicar el sentido 
de un artículo que tiene una redacción muy antigua: “Quedan 
prohibidos los juicios por comisión”. Aun en el lenguaje refi- 
nado de gente muy culta, pero no cercana a la actividad 
jurídica, no se sabe muy bien de qué se trata. A veces, alguno 
lo ha confundido con el llamado Juez comisionado cuando, 
por ejemplo, un Juez de Montevideo tiene que tomar una 
declaración en Rocha -en esa cuasi República- y le comisiona 
al Juez de ese departamento para que lo haga él y luego la 
envíe. Por el contrario, se trata de un concepto, una garantía 
que se considera dentro de las normas del debido proceso, 
muy desarrollado en el Derecho norteamericano, inglés y tam- 
bién en el latino que consiste en que el Juez se conozca antes 
de que los hechos se produzcan y que no puedan derivar de 
una situación de “ex post facto” es decir, que deriven de una 
solución o decisión que se toma después de ocurridos los 
hechos como sería, en este caso, una controversia en torno a 
un documento. 
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SEÑOR POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador Posadas Montero. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. -' De la exposición del 
señor Senador Korzeniak sobre este punto, me surge la si- 
guiente duda. Concretamente, deseo saber si de acuerdo a la 
lectura o a la interpretación que él realiza del artículo 45, 
piensa que se confieren atribuciones jurisdiccionales a magis- 
trados extranjeros en el territorio de la República. 


Gracias por la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Digo, señor Presidente, que al 
analizar por qué la jurisdicción tiene que estar determinada 
de antemano, estoy expresando que este artículo está autori- 
zando a que el emisor establezca una jurisdicción en un do- 
cumento y a que el tenedor elija otra cuando tenga el 
documento en la mano. No lo digo porque sea un Juez uru- 
guayo o extranjero, sino por el hecho de que no esté predeter- 
minado. Concretamente, a mi juicio, la jurisdicción es lo que 
violenta el principio del artículo 19 de la Constitución. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Había anunciado que no iba a 
solicitar una prórroga del tiempo de que dispongo pero, de 
todos modos, con mucho gusto le concedo una interrupción 
al señor Senador Posadas Montero. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Intentaba prometer que 
esta iba a ser la última interrupción que solicitaba, pero no 
voy a caer en la tentación. Con respecto a lo que ha dicho el 
señor Senador Korzeniak, deseo hacer dos comentarios. 


En primer lugar, ha manifestado que esta norma es in- 
constitucional por violentar el artículo 233 y siguientes de la 
Constitución. Por ese motivo pregunté cuál era su interpreta- 
ción del artículo 45 del Proyecto. Deseo aclarar que lo que 
estamos discutiendo no es el traslado de un magistrado de un 
país a otro, sino el de casos de una jurisdicción a otra. El 
artículo 45 no dispone que en el territorio de nuestro país 
vayan a ejercer el Poder Judicial otros magistrados. En con- 
secuencia -dicho con todo respeto- no me parece válida la 
argumentación en base al artículo 233 y siguientes, porque 
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no se viola esa disposición que establece que el Poder Judi- 
cial estará ejercido por tales y cuales magistrados. En reali- 
dad, nadie más que ellos lo van a ejercer en nuestro país, 
puesto que el artículo 45 no habilita a otra cosa. 


La referencia al artículo 19 -que no deja de ser interesante 
ya que desde la década del 30 nadie lo debe haber citado- 
tampoco me convence, por la sencilla razón -y en esto com- 
partirá mi opinión el señor Senador Korzeniak- de que la 
Constitución no pretende que sea aplicable fuera de fronteras. 
Por lo tanto, la supuesta indeterminación que se daría por la 
elección de otra jurisdicción, será tema ajeno a la Constitu- 
ción. 


Además, el hecho de que el tenedor pueda optar por la 
jurisdicción del domicilio del emisor es una solución que está 
vigente en el Uruguay, por lo menos, desde el Tratado del 
año 1989 y nadie ha sostenido que viole la Constitución. 
También está vigente en el Tratado de 1940 y, por supuesto, 
forma parte de las normas del Apéndice del Código Civil. 
Por tanto, debo decir, con todo respeto, que el tema es abso- 
lutamente ajeno a lo que se expresa en el artículo 19 y no es 
de materia constitucional sino legal. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Aclaro que ya conocía la argu- 
mentación del señor Senador Posadas Montero, puesto que la 
expuso en el día de ayer. Por eso, conociendo no sólo su 
nivel de versación, sino también su firmeza y sus conviccio- 
nes, sabía que iba a reiterar su argumentación. 


Naturalmente, nadie puede afirmar que este artículo esta- 
blezca que va a haber una especie de traslado de Jueces 
uruguayos que emitan su fallo en Estados Unidos, o norte- 
americanos, alemanes o hindués que lo hagan en Uruguay. 
Lo que concretamente dice este artículo es que el emisor 
puede incluir una cláusula en el documento donde elige la 
jurisdicción y luego, el tenedor -con esa cláusula que, a mi 
juicio, es contraria a los principios de jurisdicción de rango 
constitucional- puede agravar la situación expresando que opta 
por otra jurisdicción. Como se habrá podido apreciar, en el 
segundo inciso no se menciona la Ley. Esos dos problemas 
suelen presentarse en Derecho Internacional: Ley y jurisdic- 
ción aplicables suelen ir juntos, pero pueden desglosarse. Hay 
situaciones específicas en las cuales un Juez de un país debe 
fallar conforme a las normas de otra nación. Por cierto que 
esta es la única hipótesis en que se exige la prueba del Dere- 
cho. Cuando se trata del Derecho de otro país, es necesario 
legalizar los textos de las normas y luego presentarlas. Eso 
está permitido en este artículo. 


Pero no sucede así en el segundo inciso donde, no sé si 
por un descuido semántico o por una solución querida, se 
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menciona sólo la jurisdicción cuando se habla de las potesta- 
des del tenedor, En cambio, en el inciso primero se hace 


“referencia a la Ley y al Juez. 


Con respecto a la segunda afirmación, me adelanto a re- 
conocer que el señor Senador Posadas Montero está en contra 
de ella, pero no que tenga razón. Quizás sea una manera Un 
tanto bizantina de evitar que vuelva a interrumpirme para 
ayudarme a recordar. 


Sostengo que la jurisdicción es un tema de orden público, 
Quiero expresar que no hay ninguna norma en la Constitu- 
ción que lo defina, o sea, que diga que significa que las 
partes no pueden apartarse de una solución. Sin embargo, de 
ahí no se desprende -como concluía el señor Senador Posadas 
Montero y tengo entendido que así lo explicó en la Comi- 
sión, con mayor claridad que en el Plenario- que las normas 
de orden público son tales porque así lo establece el rango de 
la Ley y que si otra disposición le quita ese carácter, no 
habría ninguna contradicción jurídica. En realidad, técnica- 
mente no es así. Es cierto que hay una costumbre legislativa, 
según la cual más de una vez se ha expresado que determina- 
da Ley es de orden público. Esto ocurrió, por ejemplo, en 
materia de arrendamientos y con algunas normas de conteni- 
do financiero. Lo que sucedió fue que no había principios 
constitucionales o generales de Derecho -que ya están reco- 
nocidos en la Constitución- que indicaran que determinados 
temas eran de orden público. En esos casos fue necesario que 
la Ley discriminara si se trataba o no de una norma de orden 


público. 


A mi juicio, el razonamiento inverso descoloca y hace 
caer la argumentación en la que se basaba la defensa del 
artículo. Pienso que es una especie de calesita intelectual 
para evadir el principio de que la jurisdicción es de orden 
público: Reconozco de antemano -para evitar una discusión- 
que si se niega el nivel constitucional del tema, naturalmente, 
la Ley puede decir lo que quiera y cambiar los principios que 
figuran en ella. 


A continuación, deseo referirme a una doctrina que com- 
parto, relativa a la jurisdicción en materia de turnos. Una vez 
se discutió mucho en nuestro país acerca del derecho que 
tenía un acreedor cuando iba a ejecutar un documento de 
elegir el turno del Juzgado. Esta solución rigió durante mu- 
cho tiempo. En esa época había siete Juzgados en lo Civil. 
Concretamente, se discutió mucho si esa Ley era constitucio- 
nal o no. En ese caso, además, estaban en juego algunas 
normas del Código del Procedimiento, del Código de Organi- 
zación de los Tribunales (COT) y una ley de abreviación de 
los juicios. 


Si mal no recuerdo, fue cuando Couture, al ser consulta- 
do, dijo con mucha claridad que se trata de una cuestión de 
mera competencia, incluso de Turno; no hay un problema de 
jurisdicción, sino de competencia, dos conceptos que suelen 
usarse como sinónimos en el lenguaje corriente, pero que en 
Derecho están perfectamente distinguidos. Pero igualmente 
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la legislación uruguaya consideró que tampoco era conve- 
- niente que el acreedor pudiera elegir el Turno. ¿Por qué en- 
tendió eso y se cambió? Porque mucha gente pensó en el 
artículo 19 de la Constitución que hoy mencionaba, y se 
cambió la legislación. Se dijo que no es bueno que, recién 
después de producido un hecho como sería el incumplimiento 
del deudor, quede determinado cuál va a ser el Juez porque el 
acreedor lo eligió, porque esperó tal fecha para iniciar el 
juicio. 


Estas son las razones jurídicas -además de otras de orden 
práctico que habrán existido- por las cuales se determinó que 
el Turno queda establecido o por la fecha del documento, en 
materia comercial y civil, o por otras razones, en materia 
penal, como la fecha de comisión de delito -no así la de 
denuncia- u otras bastantes complejas que actualmente no 
conozco con claridad porque no acudo con frecuencia a los 
Juzgados de lo Penal, salvo en temas que tengan que ver con 
la función pública, en relación a la cual sí lo hice y lo voy a 
hacer cada vez que lo entienda conveniente. 


Entonces, distinguiendo jurisdicción de competencia -aquí 
estamos frente a un tema de jurisdicción- me parece claro 
que la solución de este artículo tampoco debe aceptarse. Por 
lo demás, creo que el apoyo constitucional a la propuesta 
tendría otras dos razones también privadas de la Constitu- 
ción. A mi juicio, el principio de que los Jueces O la jurisdic- 
ción no puedan ser determinados por la voluntad de las partes 
es una conquista moderna del sistema republicano, aunque 
también rige en los países del “Common Law”, que no siem- 
pre son republicanos. Sí lo es Estados Unidos, pero no Ingla- 
terra, país de monarquía constitucional. 


SEÑOR COURIEL. - Pido la palabra para una cuestión de 
" orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL. - Señor Presidente: aunque el señor 
Senador Korzeniak nos anunció que no va a tener más reme- 
dio que continuar con su exposición, formulamos moción 
para que se prorrogue el plazo de que dispone a efectos de 
que pueda seguir en el uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
tada. : 


(Se vota:) 

-23 en 24, Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 

SEÑOR KORZENIAK. - El aburrimiento va a ser genera- 
do por culpa de las interrupciones que me quitaron un poco 


de tiempo. Aclaro que no fueron aburridas las interrupciones 
sino lo que quien habla está planteando. 
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Señor Presidente: creo que hoy en día puede considerarse 
una garantía derivada del sistema republicano de Gobierno 
en nuestro país, la de que no se puedan elegir los jueces y 
que la jurisdicción sea un tema de orden público. Y como es 
sabido, aunque ese desarrollo va a depender muchas veces de 
las ideas predominantes en la doctrina o en la comunidad 
legal -como se dice en los sistemas del “Common Law”- el 
principio está recogido, a mi entender, en el artículo 72 de la 
Constitución. También lo está en el 332 de nuestra Carta, 
donde se dice que los preceptos de la Constitución que se 
refieren a los Derechos de las personas o que establecen de- 
beres o atribuciones para las autoridades públicas, no dejarán 
de aplicarse por falta de reglamentación, sino que ésta será 
suplida. Al respecto, menciona tres caminos: los principios 
generales de Derecho, la doctrina y los fundamentos de las 
leyes análogas. Alguna tradición académica dice que este es 
un artículo que sólo sirve para la integración constitucional. 
Nosotros hemos sostenido en una monografía -por la cual 
pasamos, sí no me equivoco, del Grado 1 al Grado ! hace 
muchos años en la Universidad- que esos son caminos marca- 
dos no sólo para integrar la Constitución, sino también para 
interpretarla. Y yo creo, señor Presidente, que los principios 
generales de Derecho en nuestro país y en nuestro sistema -y 
hoy en día quizás en todas las familias jurídicas, incluso la 
angloamericana- establecen que el tema de la jurisdicción es 
de orden público y que los Jueces deben estar determinados 
antes de que ocurran los hechos que motivan la controversia. 


En cuanto a la tercera afirmación, es cierto que hay una 
tendencia en el Derecho Internacional, con aceptación impor- 
tante de las doctrinas nacionales, a internacionalizar el Dere- 
cho, lo que significa hacer lo propio con ¡jurisdicciones y 
leyes aplicables. Pero quiero decir que esta tendencia tiene 
una marcada aceptación sobre todo en el tema de los dere- 
chos humanos y, además, cuando previamente a una solución 
de esa naturaleza los países han celebrado Tratados en los 
cuales consagran esas soluciones; bien o mal consagradas, 
eso ocurre cuando hay un Tratado internacional por el cual 
los países, en uso de su soberanía, se comprometen a aceptar 
una jurisdicción que no es la nacional. Naturalmente, aquí se 
plantea el viejo problema de filosofía jurídica entre el monis- 
mo y el dualismo en el Derecho Internacional, así también 
como una discusión ya un poco superada -aunque sea en su 
terminología- acerca de las soberanías nacionales versus De- 
recho Internacional. En este caso se toma el concepto de 
soberanía en un sentido algo popular, como cuando se expre- 
sa que el Parlamento es soberano y, obviamente, no lo es 
porque está sometido a la Constitución. De modo que tam- 
bién se hacen falsas oposiciones en esta materia. 


De cualquier forma, señor Presidente, no comparto que la 
tendencia del Derecho Internacional sea la de aceptar solu- 
ciones como la que está consagrada en el artículo 45. Esa 
tendencia está en documentos de Derecho Internacional, acep- 


“tada previamente por los Estados, lo cual también contribuye 


a fijar el criterio -y a corroborarlo- de que de antemano las 
jurisdicciones se conocen. No siempre con soluciones justas, 
pero sí jurídicamente establecidas en el convenio, se habla 


10 de Octubre de 1995 


habitualmente de la “jurisdicción de los inversores”, en el 
caso de las inversiones, porque suelen tener más fuerza. Pero 
existe un Tratado y un país que acepta que esto ocurra, junto 
a otro que también lo establece y a veces, de alguna manera, 
lo impone. 


SEÑOR RICALDONT. - ¿Me concede una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador Ricaldoni, 

SEÑOR RICALDONL. - Señor Presidente: me he reinte- 
grado recién hoy al Senado y no he podido estudiar este tema 
como lo habría hecho si hubiera estado en el país en estos 
últimos días. Pero no resisto la tentación de decir que quien 
formula estas objeciones de fondo al artículo 45 del Proyecto 
de Ley debe tener -si es que uno discrepa con ellas- alguna 
respuesta, por aquello de que un día el silencio puede dar pie 
a sostener que una mayoría que no reflexionó aprobó una 
norma violatoria de algo. Y digo violatoria de algo porque 
tengo ina cierta confusión -lo digo sin ninguna ironía; quizás 
sea mi responsabilidad no haberlo interpretado cabalmente- 
en cuanto al orden de razonamiento del señor Senador Korze- 
niak. En primer lugar, creo que hay una confusión inconve- 
niente entre el orden público nacional y el internacional. El 
primero -cuando de él se habla- refiere a que las partes vo- 
luntariamente no pueden sustraerse a las disposiciones de la 
norma jurídica, sea esta de rango constitucional, legal o de- 
partamental. Es decir que cuando se expresa que una ley es 
de orden público en este país, se alude a que las partes no 
pueden hacer absolutamente nada que vaya en contra de ella. 
Cuando la ley no lo dice, a veces hay discusiones respecto a 
si, sin decirlo, igual es una ley de orden público. Siempre se 
trata del orden público nacional. El señor Senador Korzeniak 
citaba el caso de la Ley de Alquileres. Hoy en día todos 
sabemos que dicha Ley -que quizá en algunos aspectos siga 
siendo de orden público nacional, es decir que las partes no 
puedan modificar sus disposiciones- está circunscrita exclusi- 
vamente a determinado tipo de inquilinos que ocupan cierta 
clase de viviendas; el resto de las viviendas del país para 
casa-habitación están dentro del régimen de la libre contrata- 
ción. Sin embargo, si son de libre contratación -por eso seña- 
laba que no entiendo muy bien lo que está diciendo el señor 
Senador Korzeniak, y repito que no hay ironía en lo que 
estoy expresando- cabe la posibilidad, aunque alguien pueda 
sorprenderse, de que se establezcan normas para regular la 
relación entre arrendador y arrendatario que no tengan nada 
que ver con la legislación de alquileres, y quizá tampoco con 
la normativa nacional. Eso es así -y vamos a decirlo- en el 
Uruguay y en cuanto país civilizado existe. 


Por lo tanto, orden público nacional es únicamente lo que 
he señalado. Los señores A y B no pueden firmar un contrato 
al margen de lo que establezcan las normas jurídicas, pero si 
no son de orden público nacional sí pueden hacerlo. Me pare- 
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ce que debemos tomar eso como un valor absolutamente ad- 
mitido y sin fracturas. 


El orden público internacional no tiene nada que ver con 
esto. Se refiere a otras cosas. Es una materia muy fluida, a 
veces difícil de delimitar, pero con contenidos que muchas 
veces hace más a los valores internacionales de carácter ético 
que a los de tipo jurídico. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Señor Senador: se agotó el tiem- 
po de que disponía para hacer uso de la interrupción que 
había solicitado. 


Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR RICALDONTI. - ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto, siempre y 
cuando logre retirarme de Sala a la hora que anuncié previa- 
mente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - El segundo tema a que quería 
referirme, que está vinculado a éste, empieza en parte con lo 
que indiqué en la primera de mis interrupciones. 


Según el criterio del señor Senador Korzeniak, el Código 
General del Proceso tiene normas inconstitucionales. ¿Cuáles 
son? Las que establecen que las partes podrán convenir que, 
en lugar de los Jueces, sean el o los árbitros designados por 
ellas los que resuelven, no sólo en lo relativo al fondo de la 
cuestión, sino en lo que respecta a las normas a aplicar, que 
podrán ser leyes uruguayas o extranjeras e, inclusive, disposi- 
ciones que tengan que ver, no con la normativa jurídica uru- 
guaya ni extranjera, sino con la llamada equidad. Eso es así 
todos los días en nuestro país en materia arbitral. 


En el año 1990 votamos dos Tratados: uno de Protección 
de Inversiones de Capital entre Uruguay y Alemania y otro 
para evitar la doble imposición a los inversores de los dos 
países. Como agregado a la aprobación de dichos Tratados, 
existían una serie de normas, que actualmente están vigen- 
tes, que establecían una primera y única instancia en el 
Uruguay -creo que de 60 días- y, posteriormente, cualquiera 
de las partes que no estuviera conforme con el resultado del 
fallo jurisdiccional o judicial uruguayo podía acceder al arbi- 
traje internacional, Este último tendría los defectos que ahora 
señala el señor Senador Korzeniak, es decir que no sabremos 
qué Jueces actuarán, cuál será su nacionalidad ni qué normas 
van a aplicar a la hora de dilucidar el enfrentamiento entre el 
inversor extranjero y el Estado uruguayo. 


Este tema ya tiene mucho más de medio siglo en el Uru- 
guay. La prórroga de jurisdicción y la aceptación de una 
legislación extraña a nuestro propio ordenamiento jurídico 
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interno vienen del Tratado del 40, en buena medida de los 
Tratados de Ramírez del 89 y el 90 del siglo pasado y está 
-creo que Jo dijo el señor Senador Posadas Montero- en el 
apéndice del Código Civil. Hace un año, la delegación uru- 
guaya en una conferencia de Derecho Internacional Privado 
aceptó -no fue ninguna novedad- la prórroga de competencia, 
que no corresponde sálo cuando hay un texto expreso que no 
la autoriza. 


El señor Senador Korzeniak mencionaba el artículo 6” de 
la Constitución de 1967, Me parece que donde habla del 
arbitraje internacional daría la razón a los autores del artículo 
45 del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa advierte al señor Sena- 
dor Ricaldoni que ya se ha excedido en su segundo interrup- 
ción. 


Puede continuar el señor Senador Korzeniak; la Mesa será 
flexible en el tiempo de que dispone. 


SEÑOR KORZENIAK. - El problema es que no tengo 
flexibilidad para la hora en que debo salir, como lo anuncié 
al comenzar mi exposictón. 


Para sintetizar y contestar la exposición del señor Senador 
Ricaldoni, en primer lugar señalo que me estaba refiriendo al 
orden público nacional. 


En segundo término, quiero recordar que el señor Senador 
Ricaldoni no estuvo presente cuando el señor Senador Posa- 
das Montero, en la sesión pasada, realizó una exposición 
sobre la tendencia que había en Derecho Internacional en la 
materia, Por ese motivo me referí a la tendencia del Derecho 
Internacional, y no porque estuviera hablando del orden pú- 
blico internacional, ya que hacía mención al orden público 
interno. 


En tercer lugar, con la claridad que me permiten mis 
limitaciones, hace un instante señalé que las situaciones que 
expresaba el señor Senador Ricaldoni están en convenios, 
tratados o convenciones que el Uruguay celebró previamente, 
por lo que en Derecho Internacional se admite -será saludable 
o no, pero jurídicamente es aceptado- que cuando los Estados 
han pactado eso, no hay ningún inconveniente en que resuel- 
va la jurisdicción establecida en los tratados. Acá no existe 
ningún tratado previo, sino que se trata de una norma interna 
que establece que un emisor o un tenedor puede determinar 
que se aplique la ley o la jurisdicción tal o cual. Nada tiene 
que ver con los ejemplos que el señor Senador Ricaldoni 
planteaba. 


Por otra parte, esos ejemplos -me gustaría que se tuvieran 
en cuenta, ya que lo manifesté en oportunidad de aprobarse 
algunos de esos tratados, creo que con Alemania- también 
tienen problemas constitucionales en el Uruguay, a pesar de 
que se trata de una norma cuasi desconocida para quienes no 
se dedican a la materia y de que, además, la Suprema Corte 
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de Justicia -diría que por una razón de relación con la reali- 
dad, como expresaba Kelsen- ha tratado de no introducirse en 
esos temas. Sin embargo, el artículo 239 de la Constitución 
establece como jurisdicción originaria y exclusiva de la Su- 
prema Corte de Justicia -que nunca la asume- nada menos 
que juzgar en las cuestiones relativas a tratados, pactos y 
convenciones con otros Estados. Naturalmente, si ésta tuviera 
que intervenir cada vez que existe un conflicto derivado de 
un tratado, estaría colmada de expedientes. 


Aunque la costumbre omisiva no es fuente de Derecho, 
admito que existe una relación entre el deber ser de la norma 
y el ser de la realidad, por lo menos mínima, como sefialaba 
Kelsen, con quien personalmente no estoy de acuerdo, pero 
lo admiro. 


Para el Derecho Constitucional uruguayo, ese tema tam- 
bién plantea problemas. Eso se ha tratado en algún seminario 
especializado, pero no estamos discutiendo que un tratado 
celebrado por países pueda establecer una relación de esa 
naturaleza. 


He mencionado así los argumentos, porque en los otros 
aspectos no voy a reiterar lo que expresó el señor Senador 
Mailo en la sesión pasada, seguramente con mayor vehemen- 
cia y brillantez que la de quien habla. 


Sin embargo, como último argumento quiero decir que 
este artículo fomenta, permite o alienta -no digo que lo haga 
premeditadamente, sino por un descuido jurídico o intelec- 
tual de sus autores, inspirados por la mejor intención- la 
posibilidad de los reenvíos viciosos en materia de jurisdic- 
ción y de Ley. Sabemos que hasta la década del cuarenta en 
el Derecho Internacional este tipo de cosas fue sumamente 
frecuente; luego, comenzó un proceso de depuración. Para 
ilustrar la situación, supongamos que un país A dicta una 
norma interna que envía a la jurisdicción y a la Ley del país 
B; a su vez, este último dicta otra norma interna que reenvía 
a la jurisdicción y a la Ley del país A, cosa que podría 
ocurrir muchas veces. 


En definitiva, pienso que este artículo fomenta ese tipo de 
sucesos. Precisamente, una disposición parecida a la que hoy 
nos ocupa fue considerada en una oportunidad en el ámbito 
de lo que era la ALALC donde, en lugar de las habituales 
reuniones de Economistas, se tratá de organizar la existencia 
de un documento que pudiera colocarse en todas las Bolsas, 
fundamentalmente, en la de Nueva York. Me refiero al docu- 
mento latinoamericano conocido con el nombre de ABLAS, 
Aceptaciones Bancarias Latinoamericanas. En aquella opor- 
tunidad, se trató de elaborar un texto que cumpliera con los 
requisitos que exigen los códigos de comercio de toda la 
región. Así, los Bancos Centrales tuvieron que enviar, ade- 
más de distinguidos Contadores, a Abogados para considerar 
un tema que era típicamente jurídico; por esa razón tuve que 
asistir a dichas reuniones. 


Recuerdo que el tema de la jurisdicción y de la ley aplica- 
ble fue uno de los puntos más discutidos; precisamente, un 
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Abogado peruano amigo mío -que más tarde dejó de dedicar- 
se al Derecho Mercantil para ocuparse del Derecho Constitu- 
cional, comó buen hombre de Derecho Público- sostuvo esta 
tesis, aunque después escribió una monografía afirmando que 
se había equivocado, que las cosas no podían hacerse de esa 
manera. Fíjense los sefiores Senadores que nos encontrába- 
mos en el marco de un organismo internacional. 


Entonces, eso no se podía hacer a menos que existiera 
previamente un acuerdo o un tratado especial -y no bastaba el 
de la ALALC- para fijar la posibilidad de establecer normas 
de ese tipo, que en este caso no hay. En materia de valores 
que se negocian en Bolsa, nuestro país no está ligado por 
ningún tratado. 


En consecuencia, pienso que esta norma establecida uni- 
lateralmente por el país, además de ser inconveniente, pre- 
senta todos estos obstáculos. jurídicos que he intentado 
sintetizar en mi exposición. 


SEÑOR BATLLE. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDÉNTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador Batlle. 


SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: si bien soy egresa- 
do de la Facultad de Derecho, es notorio que sé muy poco de 
esa materia. Sin embargo, escuché decir al señor Senador 
Ricaldorii, que sabe mucho más que yo -además, en mi pobre 
actuación jurídica alguna vez he visto una cosa así- que en 
este país se pueden realizar contratos en los que las partes 
resuelvan que Jos problemas se diriman a través de la fijación 
de árbitros, estableciendo jurisdicciones, leyes o disposicio- 
nes que no tienen por qué ser las de nuestro país. El señor 
Senador Korzeniak, en función de la argumentación brinda- 
da, establece que eso es imposible. Inclusive, no contestó en 
ningún momento la afirmación realizada por el señor Senador 
Ricaldoni en el sentido de que este tipo de cosas existe en 
nuestro país, que es un lugar común y se da frecuentemente. 


De acuerdo con las palabras del señor Senador Korzeniak, 
esto sería una forma de establecer entre las partes una viola- 
ción notoria de las disposiciones constitucionales, del orden 
público, de los Tribunales nacionales y de nuestras leyes. 
Esto se realiza en Uruguay permanentemente, desde hace 
muchísimo tiempo. En consecuencia, me pregunto si eso se 
puede hacer o no. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - La pregunta que formula el se- 
ñor Senador Batlle es muy concreta, 


En principio, observo que el punto que tal vez se conside- 
ra más débil de mi exposición es el vinculado con el arbitra- 
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je, dado que varios señores Senadores se han remitido a él. 
Por mi parte, creo que lo traté en forma muy rápida, pero en 
realidad no es débil mi argumentación. 


Personalmente, me pregunto por qué en lugar de consa- 
grar esto de la jurisdicción y la Ley, no se estableció un 
artículo que hablara de árbitros. 


Sin embargo, debo decir que el artículo 19 de la Constitu- 
ción no se refiere a los arbitrajes, sino a los juicios por comi- 
sión, lo que significa que se piensa en los Jueces y no en los 
árbitros. La diferencia entre Jueces y árbitros -al igual que la 
que existe entre Jueces y jurado, y entre Jueces comunes 
como los nuestros y Jueces populares, como los que pretendi- 
damente hubo en algunos países- es notoria; este es un tema 
clásico del Derecho Constitucional. El Doctor Couture se 
dedicó a estudiar si el juicio arbitral que figuraba en el Códi- 
go de Procedimiento Civil se ajustaba o no a la Constitución, 
y se abocó a ese análisis por esta razón, no por otra. Así, 
llegó a la conclusión de que el arbitraje en el Uruguay, den- 
tro del orden público interno -como señalaba el señor Sena- 
dor Ricaldoni- se puede establecer en un contrato. 


Aprovecho para señalar también que cuando hablé de arren- 
damiento, puse un ejemplo de leyes viejas en esa materia. 
Por supuesto que no sostengo que todo el tema de arrenda- 
miento sea de orden público; pido que se me haga la conce- 
sión de creer que no sostuve tal cosa. 


Entonces, en materia de arrendamiento era común que se 
modificara la voluntad de las partes, que fijaban plazos y 
precios; después, a raíz de una ley, el plazo era extendido y 
el precio no se podía aumentar, fijándose el famoso alquiler 
razonable. Se decía enseguida que estas normas eran de. or- 
den público, para evitar que las partes pudieran efectuar cam- 
bios o, en todo caso, para impedir que la más poderosa de 
ellas impusiera a la otra una solución. Pero, obviamente, en 
principio las leyes de arrendamiento no son de orden público. 


Antes de finalizar, quiero decir que el arbitraje interno 
está permitido, pero no excluye que el fallo arbitral pueda 
tener luego consecuencias jurisdiccionales si una de las partes 
sostiene que el árbitro fue mal nombrado, etcétera. Esto puede 
hacerse; incluso, las normas procesales así lo establecen. 


Para terminar -porque repito que tengo un compromiso 
insoslayable- quiero decir que en lo que respecta al arbitraje 
internacional, puede establecerse que un árbitro de cualquier 
país resuelva un problema o conflicto en Uruguay, a través 
de un tratado internacional. A continuación, daré un ejemplo 
para ilustrar mejor el concepto y luego me iré sin esperar la 
respuesta porque, aunque parezca una descortesía, no tengo 
tiempo. Me pregunto si hay algún señor Senador aquí en 
nuestro país que esté dispuesto a admitir que dos personas 
pueden establecer en un documento que si tienen en Uruguay 
un conflicto de los conocidos por la Ley, en lugar de que lo 
resuelvan los Jueces, pueden someterlo a un arbitraje efectua- 
do por un Juez o una persona no Juez de otro país. En ese 
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caso, la situación se volvería inconstitucional. Lo podremos 
discutir en otro momento. 


SEÑOR SARTHOU. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador Sarthou. 


SEÑOR SARTHOU. - La Constitución de la República 
permite el arbitraje en determinados casos. Concretamente, 
en el artículo 57 se habla de los Tribunales de Arbitraje. 
Quiere decir que en ese caso, así como también en el previsto en 
el artículo 6”, existe una expresa autorización constitucional. 


No obstante, creo que sería muy difícil que luego de ter- 
minado un juicio arbitral -en el que actúen como amigables 
componedores porque no existe ninguna norma que diga que 
son Jueces de Derecho- una persona atectada por dicho fallo, 
opusiera la excepción de inconstitucionalidad y reclamara la 
competencia del Poder Judicial, dado que el artículo 233 
establece claramente que dicho Poder será ejercido a nivel de 
la territorialidad. Entonces, se puede pactar un Tribunal Ar- 
bitral, pero eso no impide que se pueda cuestionar el fallo de 
amigables componedores en el caso de que hubiera una nor- 
ma de Derecho que estuviera por encima del fallo arbitral. 
Además, sólo se habilita a los Tribunales de Conciliación y 
Arbitraje por medio del artículo 57. No existe ninguna otra 
norma que habilite el arbitraje para las relaciones privadas.. 
Si bien hay una ley que desarrolló el proceso arbitral para la 
conformación como componedores, eso no impide el acceso 
a la jurisdicción. A mi juicio, esto es lo que venía sostenien- 
do el señor Senador Korzeniak, y que yo comparto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Simplemente quiero decir que 
he terminado, y pido disculpas por no poder permanecer en 
Sala para escuchar las argumentaciones -algunas a favor y 
otras en contra- que se harán al respecto, sin duda con mucha 
seriedad. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. . 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: no 
quería hacerlo de esta manera, ya que el señor Senador Kor- 
zeniak no estará presente en Sala, pero no tengo otra opción. 


Lamento mucho discrepar con el señor Senador, pero creo 
que, de alguna forma, se están confundiendo aspectos distin- 
tos. Digo esto, porque una cosa es la prórroga de jurisdicción 
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y otra la facultad de elegir entre opciones. Esto último es 
claramente de índole legal, ya que está consagrado -entre 
otras disposiciones- en el apéndice del Código Civil, que 
permite al demandante elegir jurisdicción en las llamadas 
acciones personales patrimoniales. 


En cuanto a si el tema de la prórroga de jurisdicción es de 
índole constitucional o legal, uno de los argumentos lo dio el 
propio señor Senador Korzeniak al sostener que se la puede 
establécer si hay pacto -que son de rango legal- entre países. 
Si se puede optar por la vía de un tratado -ergo, por la vía 
legal- es claro que éste no es un tema de materia constitucio- 
nal. 


Pero hay un argumento que es mucho más claro, pues el 
apéndice del Código Civil -es decir, la llamada Ley Vargas. 
que hasta el día de hoy nadie la ha calificado de inconstitu- 
cional- en su artículo 2403 dice que las reglas de competen- 
cias legislativa y judicial no pueden ser modificadas por la 
voluntad de las partes. Más adelante, indica que ésta sólo 
podrá actuar dentro del margen que le confiera la Ley com- 
petente. De esto se desprende claramente que si ta Ley com- 
petente le da otro margen, la voluntad puede actuar en él. 


En este caso, el artículo 45 tendrá rango legal y da deter- 
minado margen a la voluntad, perfectamente de acuerdo con 
lo que dice el apéndice del Código Civil, porque en este país 
nadie ha sostenido que el tema de la prórroga o de la autono- 
mía de la voluntad en materia de jurisdicción o de legisia- 
ción, sea de rango constitucional. De lo contrario, a partir del 
Tratado de los años 1989, 1940 y el apéndice del Código 
Civil, ilustres ciudadanos habrían perdido el tiempo lastimo- 
samente en una materia que ya estaba dispuesta en la Consti- 
tución de la República. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONL. - Señor Presidente: al hacer uso de 
la palabra en una interrupción que muy generosamente me 
concedió el señor Senador Korzeniak, dije que no he leído 
este Proyecto de Ley porque estuve fuera del país. Pero este 
tema parece ser motivo de conflicto en la exposición del 
señor Senador preopinante. De modo que no puedo resistir la 
tentación de tratar de decir desordenadamente -porque no 
tengo otro medio para hacerlo- algunas cosas que me parecen 
que es necesario que queden registradas en la versión taqui- 
gráfica, al menos, como mi modesto punto de vista en esta 
materia. 


Creo que este problema es, pura y exclusivamente, una 
discusión en cuanto a la conveniencia de la norma. En ese 
sentido, puedo admitir que se sostenga que ella no es conve- 
niente, pero eso no tiene relación alguna con la cuestión 
jurídica que aquí se ha planteado. Evidentemente, este es un 
tema opinable y es muy respetable que exista una postura en 
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ta que se señale que el inciso primero y, en buena medida, 
también el inciso segundo del artículo 45 del Proyecto de 
Ley, deberían tener soluciones distintas o, simplemente, no 
existir como tales. 


Sobre lo expresado acerca de la inconstitucionalidad de la 
norma, debo decir que no lo comparto. Al respecto, ya se han 
pronunciado los señores Senadores Posadas Montero y Batlle 
y, por mi parte, he tratado de ir adelantando mi punto de 
vista en la materia. Lo propio ha hecho el señor Senador 
Mallo en una sesión anterior, pero lamentablemente no he 
podido leer la versión taquigráfica de sus palabras. De todas 
maneras, quisiera hacer -reitero que en forma desordenada- 
algunas reflexiones. 


En primer lugar, señor Presidente, comienzo por la última 
idea que escuché decir al señor Senador Sarthou, que cita el 
artículo 57 de la Constitución, en cuyo inciso segundo se 
señala que la Ley promoverá la creación de Tribunales de 
Conciliación y Arbitraje. Esto no significa, en modo alguno, 
una violación de ta Constitución -como me acota el señor 
Senador Batlle- ni tampoco expresa lo que dijo el señor Se- 
nador Sarthou, ya que no es una excepción a una supuesta 
regla que impide el arbitraje dentro del país sino todo lo 
contrario, pues se indica que la Ley puede promover el arbi- 
traje. Si se quiere, es un acto de voluntarismo constitucional 
que promoverá o no la Ley o el Legislador, ya que nuestro 
sistema institucional es altamente autónomo en cuanto a las 
decisiones legislativas. 


El hecho de que se establezca en el artículo 57 que -se 
promoverá, en la materia sindical, la creación del Tribunal de 
Conciliación y Arbitraje, es bueno porque, por una parte, lo 
indica la escala de valores del Constituyente y, por Otra, 
porque no está prohibido en ninguna parte de-la Constitución, 
ya que, de lo contrario, no se establecería de una forma tan 
genérica. 


Con respecto al artículo 6”, que ha citado el señor Sena- 
dor Korzeniak, creo recordar que esta norma fue incorporada 
-el señor Senador Batlle me podrá corregir, ya que él lo 
redactó- en la Constitución de 1967. En el inciso primero de 
dicho artículo se establece que todas las diferencias que sur- 
jan entre las partes serán decididas por el arbitraje u otros 
medios pacíficos. Entonces, a partir de allí el señor Senador 
Korzeniak -si he interpretado correctamente sus palabras- de- 
duce que si no existe un tratado internacional celebrado por 
el país, en el que se admita el arbitraje, no puede haberlo. Al 
respecto, no entiendo cómo se púede hacer una relación de 
causa-efecto entre lo que dice el inciso primero del artículo 
6” de la Constitución y la conclusión a la que llega el señor 
Senador Korzeniak. De lo que se trata es de promover el 
arbitraje porque se lo considera beneficioso para los intereses 
del país y de la sociedad internacional, de modo que el Esta- 
do uruguayo, en lugar de ir a la guerra o de tener conflictos 
jurisdiccionales insolubles de otro tipo, trate -civilizadamen- 
te- de introducir la cláusula arbitral cuando celebre tratados 
internacionales. 
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En los Tratados que aprobamos con Alemania en 1990, 
este tema se discutió en una forma realmente exuberante den- 
tro del Senado. Las secuencias anteriores de este tema se 
produjeron en la Legislatura que terminó el 14 de febrero de 
1990 y hubo algunos distinguidos señores Senadores que con- 
sideraron que era inconstitucional la pretensión de dejar li- 
brado al arbitraje las controversias entre un inversor extranjero 
y el Estado uruguayo. Entre otros, recuerdo al entonces Presi- 
dente del Senado, Doctor Gonzalo Aguirre, quien cambió su 
postura, leyó informes que había solicitado al Doctor Gros 
Espiell, reflexionó sobre los puntos de vista del Doctor Eduar- 
do Jiménez de Aréchaga y admitió la licitud de esta norma, 
como no podía ser de otra manera, que franqueaba al arbitra- 
je internacional las controversias entre un inversor extranjero 
-no sólo un alemán, sino cualquiera que fuere- y el Estado 
uruguayo. Aclaro que la Ley, si bien contiene dos artículos 
referidos a los Tratados con Alemania -que ya he menciona- 
do- posee carácter general y se refiere a cualquier controves- 
sia entre un inversor extranjero y el Estado uruguayo. Ahora 
bien; no puedo entender que se diga que porque ello forma 
parte de disposiciones anexas a una ley en la que se aprueban 
dos Tratados, dejaría de colisionar con la Constitución. Tam- 
poco entiendo cuando se dice que si en un Tratado el país 
acepta el arbitraje internacional, no habrá problema para la 
validez constitucional. Me pregunto por qué tiene que existir 
un Tratado -no hay ninguna norma jurídica del país que lo 
diga- para que el país pueda abrirle campo al arbitraje en lugar 
de hacerlo con los Jueces del Poder Judicial o los del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo. Por otro lado -vuelvo a in- 
sistir- el Código General del Proceso establece la posibilidad 
de que las partes lleven sus controversias -aclaro que hay 
excepciones pero, por serlo, no son el sistema general- al 
arbitraje, cualquiera sea su naturaleza. Los Jueces pueden 
juzgar de acuerdo con el Derecho uruguayo, con la equidad 
e, inclusive, les es posible fijar normas de procedimiento. 
Dentro de la equidad pueden recurrir no sólo a la equidad 
propiamente dicha, sino también al Derecho extranjero, a las 
doctrinas recibidas y a los principios generales del Derecho. 
Ahora resulta, señor Presidente, que ya no sólo estaría en 
cuestión este artículo 45 del Proyecto del Ley, sino además 
todo el mecanismo arbitral que hoy en día, afortunadamente, 
goza de muy buena salud en el país y que muchas veces 
significa distribuir justicia con mayor rapidez y eficiencia 
que a través del Poder Judicial. Entonces, este razonamiento 
excede la ley relativa al mercado de valores, porque también 
se pone en tela de juicio la constitucionalidad de todo esto. 
En la misma forma digo que lo que tiene que ver con el 
orden público interno -vuelvo a insistir que no debe confun- 
dirse con el orden público internacional, que es otra cosa- no 
quiere decir nada. Hago esta afirmación porque el orden pú- 
blico interno es simplemente una actitud legislativa que im- 
pide que das partes tengan libertad para contratar en los 
términos que les plazca. En realidad, el orden público interno 
es un cercenamiento de derechos constitucionales, entre otros, 
el de la libertad de contratación, como lo permite la propia 
Constitución cuando expresa que la Ley podrá limitar los 
derechos que ella establece. Creo que éste tampoco es un 
argumento de recibo. 
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He oído hablar del artículo 332 de la Constitución, en el 
cual, como todos sabemos, se dice que los preceptos que la 
misma contiene no dejan de aplicarse por falta de la regla- 
mentación respectiva y se agrega que ésta será suplida recu- 
rriendo a los fundamentos de leyes análogas, a los principios 
generales de derecho y a las doctrinas generalmente admiti- 
das. Si hacemos una interpretación técnica, no constituye una 
solución. Pará que se entienda lo que quiero decir, diría que 
es parecido a lo que dice la primera parte del Código Civil 
cuando establece que los jueces no podrán dejar de aplicar 
las leyes en determinadas circunstancias, sino que deben re- 
currir a otros medios. Si decimos que se debe recurrir a los 
fundamentos de leyes análogas, a principios generales de de- 
recho y a las doctrinas generalmente admitidas, pienso -lo 
vuelvo a reiterar- que no hay ninguna duda que la autonomía 
de la voluntad en el derecho uruguayo y especialmente en el 
sistema de Derecho Internacional Privado, del que Uruguay 
forma parte, están firmemente asentados desde los Tratados 
de 1989 y 1990. Ello se reiteró -como se ha dicho aquí- en 
los Tratados con Argentina y Paraguay en 1940, en el Apén- 
dice del Código Civil, redactado por el Doctor Eduardo Var- 
gas Guillemette, quien recuerdo escribió un trabajo muy breve 
en el cual citaba y comentaba -en la misma forma en que lo 
ha hecho el señor Senador Posadas Montero- los alcances del 
artículo relativo a la autonomía de la voluntad que, efectiva- 
mente, nada tiene -por lo menos, hasta ahora nadie ha dicho 
lo contrario- de rango constitucional y sí de rango legal. 
Además, quisiera señalar que hoy en día no sólo los países 
altamente desarrollados sino también los que están en vías de 
desarrollo, admiten pacíficamente lo relativo a ta prórroga de 
jurisdicción y de la libre elección de la ley competente o 
aplicable. 


En los últimos tiempos no he visto a ningún Gobierno 
serio de un país en vías de desarrollo, que salga a hacer poco 
mehos que una cruzada contra la prórroga de la jurisdicción 
en cualquier tipo de materia o en lo que tiene que ver con la 
selección de la tey aplicable. De modo que todas estas nue- 
vas tendencias que reconoce prácticamente toda la comuni- 
dad internacional civilizada, son de recibo como doctrina o 
principios generales de Derecho, de acuerdo con lo que esta- 
blece el artículo 332 de la Constitución, o bien porque en el 
Derecho Internacional también es fuente de Derecho la cos- 
tumbre internacional. Éste es un tema muy interesante, Toda- 
vía no ha entrado en vigencia la última Convención de Derecho 
del Mar -que nosotros ya ratificamos- y sin embargo, muchas 
de sus disposiciones están vigentes, aunque la Convención no 
exista, porque forman parte de lo que se denomina la costum- 
bre internacional. En cuanto a este tema, basta recurrir al 
Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, donde se defi- 
ne adecuadamente esta fuente de Derecho Internacional que, 
aunque en nuestro país no existe como tal, en lo que tiene 
que ver con sus obligaciones y derechos internacionales, sí es 
materia de derecho vigente, inclusive para el Uruguay. 


Por último, señor Presidente, quiero señalar algo que me 
despierta cierta confusión. Nadie está obligado a incursionar 
en el mercado de valores a efectos de comprar o vender, sino 
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que se trata de una operación de contenido económico me- 
diante la cual se transfieren determinados bienes o derechos. 
Sin embargo, no se está obligando a nadie a introducirse en 
una negociación de este tipo. La ley simplemente reglamen- 
ta, entonces, las reglas de juego para quien desea hacerlo, 
porque no existe la obligación de ingresar al mercado de 
valores. Quien los compra o los vende estará regulado en su 
actividad por este Proyecto de Ley en el que se establece 
que, en caso de conflictos con la entidad emisora de los 
valores aquí mencionados, las partes deberán sujetarse a lo 
que se expresa en el artículo 45. Me pregunto que hay en esto 
de antijurídico. En este sentido, repito lo que dije al principio 
y admito que este es un tema en el que pueden existir postu- 
ras distintas en cuanto a la apreciación de las ventajas de esta 
solución. Por mi parte, las advierto claramente porque con 
este sistema nos alineamos dentro de lo que es la política a la 
que apuntan, en materia económica, todos los países, sobre tudo 
cuando desean tener un mercado de capitales ágil dinámico y 
que, por vías laterales, traiga otras ventajas adicionales. 


No tengo dudas de que no existe ningún tipo de lesión a 
algún derecho porque se trata de Operaciones que se realizan 
con entera libertad y se encuentran en un marco de autono- 
mía de la voluntad acogido por nuestro Derecho del siglo 
pasado. 


SEÑOR BATLLE. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR RICALDONL - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador, 


SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: pienso que con 
este sistema se le otorga una garantía mayor al tenedor del 
valor porque, en el caso de que la emisión se haya realizado 
estableciendo que los tribunales competentes serán los de una 
nación distinta a aquella donde reside el emisor, tiene el 
derecho de llevar el caso al Tribunal de su país, de acuerdo 
con lo que en la Ley se establece. En un sistema en donde la 
voluntad de las partes está prevista en el Derecho Privado 
para estas y Otras operaciones, este régimen le da más fuerza 
a la actitud que todos hemos asumido en el sentido de preser- 
var, para el tenedor de valores que busca una emisión de este 
tipo, con estas condiciones, la potestad de decidir que, aun- 
que la emisión haya establecido que la ley aplicable y el 
tribunal que actuará son de un país determinado, sus diferen- 
cias sean juzgadas de acuerdo con esa ley pero con un tribu- 
nal de su país. Con ello, lo que estamos haciendo es robustecer 
la jerarquía de los tribunales de nuestro país. Pienso que así 
los estamos defendiendo y les damos una jerarquía de carác- 
ter internacional, en un mundo que se ha transformado en 
internacional. Podría suceder que una sociedad uruguaya, por 
disposiciones vigentes en otras naciones, se hiciera reconocer 
como existente en otros países y colocar toda su emisión en 
un lugar diferente, sometido a la jurisdicción de la ley de ese 
país. Si queremos abrir un mercado y no le damos a quienes 
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no pertenecen a este país -que son mucho más poderosos 
financieramente que aquellos que disponen de recursos en 
nuestro país- la posibilidad de tener garantías para invertir 
aquí, quedarernos reducidos, en nuestra operativa y en una 
confrontación con nuestros vecinos del MERCOSUR y otras 
naciones, a las posibilidades financieras de nuestro pequeño 
mercado. Todo el sistema que establece el arbitraje no pre- 
tende violentar la soberanía nacional. Estoy de acuerdo con 
el planteo que realizó el señor Senador Mallo respecto a lo 
que fue la lucha que se llevó a cabo en estas naciones -no 
sólo en el Uruguay- para afirmar la soberanía de los tribuna- 
les y la ley nacional cuando las potencias extranjeras preten- 
dían obligar a los extranjéros que vivían en nuestro país a 
solucionar sus confrontaciones jurídicas sin intervención de 
los tribunales y la ley nacional. Reconozco que esa fue una 
gran lucha en favor del establecimiento y robustecimiento de 
nuestra soberanía en todos los ámbitos en que corresponda. 


Ahora nos encontramos en un área totalmente diferente, 
haciendo un par y paso en el ámbito internacional. Este siste- 
ma ya está establecido en el ámbito local cuando se trata de 
arbitrajes que se producen en contratos regidos por las rela- 
ciones entre particulares. La ley establece esta solución como 
posibilidad réal y existe en este país desde hace muchísimos 
años. Como estudiante, recuerdo haber sido partícipe en una 
experiencia llevada a cabo en el estudio del Doctor Abdala, 
en donde, para dirimir conflictos surgidos como consecuen- 
cia de un contrato, se constituyó el tribunal que se había 
fijado en las normas contractuales, aceptadas por las partes. 
Además, en ese mismo contrato se fijaban los mecanismos 
para el funcionamiento del Tribunal, comprometiéndose am- 
bas partes a aceptar su jurisdicción y su fallo. Todo ello no 
era violatorio de la ley, sino que se encontraba amparado por 
ella, Nosotros hemos tratado de dar este mismo mecanismo al 
artículo 45 a efectos de defender, inclusive, al tenedor de 
valores uruguayo cuando, por conveniencia del emisor -para 
que el mercado sea realmente eficaz- considera que los recur- 
sos que él busca no se encuentran dentro del país. Pero, 
entonces, no deberíamos perder a aquellos -muchos o pocos- 
que pueden tener interés en esos valores, y para ellos les 
otorgamos la opción de que concurran al Tribunal de su país 
-del Uruguay- si tienen necesidad de dirimir un conflicto. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: debo reconocer 
que la intervención del señor Senador Batlle ha sido más 
feliz; además, se dirige hacia las mismas' ideas que quien 
habla pensaba expresar al terminar su exposición. 


Pienso que debemos reflexionar respecto al punto de vista 
expresado por el señor Senador Korzeniak -nu he escuchado 
la exposición del señor Senador Mallo, porque me encontra- 
ba de licencia- porque me parece que se trata de un tema en 
el cual, admisiblemente, puede cuestionarse la ventaja o con- 
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venjencia de esta solución, que entiendo es muy buena. Repi- 
to que quiero dejar en claro que no veo que en el tema de 
antijuridicidad de estas medidas esté la verdadera objeción a 
estas normas. 


Era cuanto quería manitestar. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: quiero señalar 
que el artículo 233 de la Constitución consagra un derecho. 
Aquí se ha hablado de los temas de conveniencia; sobre el 
punto, comparto el planteamiento que hiciera el señor Sena- 
dor Mallo en cuanto a la conveniencia de que este país de- 
fienda su jurisdicción y la aplicación de su derecho en su 
territorio, como una garantía para todos sus ciudadanos. Pero 
este es un tema de conveniencia, y me interesa hablar de la 
juridicidad. 


Tampoco voy a discutir si conviene al tomador de valo- 
res; me voy a referir, insisto, al tema de la juridicidad. 


Al respecto digo, como uruguayo, que por el artículo 233 
de la Constitución, si se me entrega un valor que diga que Jos 
Jueces competentes son los de la India y que se aplica la ley 
de Estados Unidos para una relación interna, esto es inconsti- 
tucional. Entonces, nadie me lo va a poder aplicar, porque 
tengo derecho a que actúen mis Jueces naturales. Cuando 
llegue el momento y se me plantee el tema, voy a exigir que 
los Jueces sean los que establece el artículo 233 de la Consti- 
tución de la República, porque deben ejercer en todo el terri- 
torio de la República. Creo que aquí existe una confusión 
entre una relación nacional y una relación jurídica internacio- 
nal privada. En la nacional, rige plenamente el artículo 233 
de la Constitución; y solamente en los casos en que la Carta 
dice que no se aplica al Poder Judicial, puedo ser privado de - 
ese derecho. Por ejemplo. el artículo 253 atribuye a los mili- 
tares la jurisdicción militar, por lo que no se aplica el artículo 
233. Si tengo un conflicto colectivo, tengo que aceptar que se 
me constituya un Tribunal de conciliación y arbitraje, porque 
para este tipo de conflictos -no para las relaciones privadas, 
como afirmaba el señor Senador Ricaldoni- rige el artículo 
57. Pero de ninguna manera se me puede imponer en la rela- 
ción privada una situación que no esté prevista. Estamos ha- 
blando de una relación interna de nuestro país, y aquí se han 
mezclado los dos tipos de relaciones. Cuando hay una rela- 
ción de Derecho Privado Internacional el caso es diferente, 
porque hay un lugar de otorgamiento y uno de ejecución, y 
entonces se dividen las leyes y las jurisdicciones aplicables. 
Este artículo 45 pretende regular la emisión y el tomar valo- 
res en la vida interna del país, pero cuando no están los 
elementos que tipifican la relación internacional privada -que 
supone lugares distintos de celebración y ejecución del acto y 
del domicilio de una de las partes- porque se trata de un 
emisor y de un valor nacional, colocado en un tomador tam- 
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bién nacional, nadie me puede imponer Jos Jueces, ni la ley 
de la India, ni de los Estados Unidos. Estoy seguro de que si 
un Juez decidiera eso, yo pondría una excepción, aun cuando 
se me haya hecho consentir en la toma del valor, porque la 
jurisdicción es irrenunciable. El Poder Judicial, en este país, 
es un atributo de la soberanía, como dice Calamandrej, y no 
puedo renunciar a él. Es decir que el área está determinada 
por el artículo 233 y las excepciones están expresamente 
establecidas. 


Por su parte, el artículo 6” tiene que ver también con 
relaciones y con Tratados internacionales. En este caso, se 
están moviendo intereses de otras sociedades, en las cuales se 
han cumplido actos parciales de esa relación. Pero en una 

. relación de Derecho Privado interna, evidentemente, el ar- 
tículo 45 es inconstitucional, y se podría ganar perfectamen- 
te, en una contienda jurídica, la defensa de inconstitucionalidad 
si se nos pretende aplicar otra jurisdicción. Está bien que así 
sea, porque si, viviendo en el Uruguay y conociendo las leyes 
de mi país, tomo conocimiento de una operación comercial, 
tengo todos los datos de la ley uruguaya y tengo derecho a 
esa jurisdicción. El artículo 233 de la Constitución me da, en 
ese sentido, una garantía. 


Repito que esto ocurre salvo que sea militar o que se trate 
un conflicto colectivo, porque en ese caso la Constitución 
excluye al Poder Judicial y admite expresamente que pueda 
haber un Tribunal de Conciliación y Arbitraje, o una jurisdic- 
ción militar específica, que no debería haberla, pero la tene- 
mos incorporada. Entonces, el juicio arbitral no está 
establecido para las relaciones internas en la Constitución de 
la República, pero igualmente puedo hacerlo, porque con ami- 
gables componedores se puede tratar de arreglar privadamen- 
te un conflicto. Pero no renuncio a la jurisdicción de la Justicia 
a la que tengo derecho por el artículo 233 de la Constitución, 
porque esto es irrenunciable. Cuando Couture señalaba la 
inconstitucionalidad, lo hacía porque no encontraba la misma 
remisión al régimen de conciliación que establece el artículo 
57 de la Constitución para la resolución arbitral de las con- 
tiendas privadas. El artículo 6” se refiere a otro tema: a los 
Tratados en el plano internacional. 


- SEÑOR BATLLE. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR SARTHOU. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR BATLLE. - De acuerdo con el razonamiento del 
señor Senador Sarthou, todos los contratos celebrados entre 
las partes en donde se fijaran árbitros, para solucionar dife- 
rendos, serían ilegales e inconstitucionales, inexistentes y nu- 
los. Como no se puede renunciar a ta jurisdicción, ni impedir 
que la única forma de operar el tema jurisdiccional en el 
Uruguay sea pasando por los Tribunales existentes en el país, 
todos los contratos celebrados entre las partes y los acuerdos 
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entre ellas para dirimir las diferencias serían, según su razo- 
namiento, nulos, ilegales e inconstitucionales. La argumenta- 
ción de que una de las partes puede, por vía de excepción, 
recurrir más tarde a un Tribunal en contra de ese contrato y 
de lo resuelto por las partes, es la prueba de la legalidad de lo 
actuado por ellas. Digo esto, más allá del hecho de que creo 
que esta argumentación no es pasible de darse en la realidad, 
porque si las partes han convenido una forma de dirimir sus 
diferencias, entonces, están sujetas a lo que han acordado. 
Quiere decir que si fuera cierta la argumentación del señor 
Senador Sarthou, en el sentido de que se pudiera recurrir un 
contrato celebrado entre las partes en esas condiciones, esta- 
ría diciendo que ese contrato no es nulo, inconstitucional ni 
legal. Sin embargo, ahora nos dice que es nulo, inconstitucio- 
na] e ilegal y que todos los contratos en que, desde hace 
decenas de años, las partes acuerdan dirimir sus diferencias 
con una forma arbitral, establecidas con normas, son todos 
nulos, inexistentes, ilegales e inconstitucionales. Evidente- 
mente, esa no es la realidad de nuestro país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Sarthou. 


SEÑOR SARTHOL. - Me parece que el señor Senador 
Batlle no me comprendió. Lo que dije es que puedo pedir la 
nulidad en un Tribunal; en ningún momento afirmé que, de 
derecho, todos los contratos son nulos. Si hago un convenio 
arbitral y do acepto, es válido. 


SEÑOR BATLLE. - De acuerdo con su razonamiento, no 
es válido. 


SEÑOR SARTHOU. - Amigables componedores arreglan 
controversias privadas. Pero no se me puede imponer, por 
ley, que acepte la mecánica establecida en una ley extranjera 
-que es otro tema- ni que me rija por un régimen arbitral. Si, 
voluntariamente, hago un arbitraje y lo consiento, vale. Pero 
si no lo acepto, porque me quiero amparar en la jurisdicción 
establecida por el artículo 233 de la Constitución, lo puedo 
hacer y alegar la inconstitucionalidad. Esto es distinto a decir 
que todos son anulables. 


Insisto en que el régimen arbitral es posible, porque se 
trataría de amigables componedores, pero quiero Jueces de 
Derecho que sean imperativos en función de la disposición 
constitucional, 


SEÑOR MALLO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR SARTHOU. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR MALL.O. - Creo que el Senado no es una acade- 
mia; es un órgano político, que tiene como misión conducir, 
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dentro de sus potestades, a la República a fines determinados 
en la Constitución. Pero voy a hacer algunas afirmaciones y 
lecturas de opiniones ajenas, y luego todos podrán tomar su 
camino y seguir su convicción. Yo sigo la mía, y me siento 
muy bien amparado en la posición que tomo. 


En primer lugar, vuelvo a un tema que no me agrada 
mucho y que es referirme a las opiniones del Doctor Gonzalo 
Aguirre, quien considera que este artículo es inconstitucional 
e inconveniente. Se dice que más tarde el Doctor Aguirre 
cambió la idea, sin embargo, me acaba de ratificar absoluta- 
mente lo que se publicó en “Crónicas” el día 23 de junio. 


En segundo término, se dijo que el Doctor Alvaro Vargas 
Guillemette era partidario de la autonomía de la voluntad. El 
Doctor Guillemette, quien fue autor del Apéndice del Código 
Civil, dijo que “es inadmisible que los interesados señalen a 
su arbitrio la ley aplicable o el Juez competente. Si tal ocu- 
rriere, los Tratados estarían de más y desaparecería la razón 
de ser del Derecho Internacional Privado; sobrevendría la 
anarquía”, 


En cuanto a la constitucionalidad o inconstitucionalidad 
me amparo en la decisión del Consejo Nacional de Gobierno 
que presidía el Doctor Washington Beltrán en junio de 1965. 
Según tengo entendido -porque no he podido conseguir las 
actas- hubo unanimidad, con los votos de los Consejeros Ges- 
tido, Abdala y Vasconcellos. Se tomó esa resolución frente a 
una propuesta de las Naciones Unidas para instituir un Tribu- 
nal Arbitral Internacional cuando el inversor perdía un juicio 
dentro de la República. Frente a esto el Consejo Nacional de 
Gobierno expresó que la Constitución de la República no 
permite aceptar otros Tribunales que no sean los nacionales 
ni aceptar otras leyes que no sean las del país para regular las 
relaciones o situaciones jurídicas que operen o se concreten 
en su territorio. Se dice que se podría contratar una emisión 
en Turquía -por ejemplo- y, en consecuencia, ta corporación 
uruguaya que lo hiciera se sometería a la ley y a la jurisdic- 
ción de ese país. Esto no es así, hoy, porque si fuera dernan- 
dada por incumplimiento de su obligación, los contratos que 
se deban cumplir en Uruguay, es de orden público que se 
juzguen por tribunales uruguayos. Esta es mi opinión. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Ricaldoni) 


-En su momento analizaré las razones de conveniencia y, 
sobre todo, los efectos del Código de Proceso Penal que pue- 
den resultar muy perjudiciales para nuestro país. En este ám- 
bito se dijo que las naciones adelantadas, civilizadas y 
progresistas, se orientan hacia la autonomía de la voluntad, a 
la libre determinación por las partes de la jurisdicción y de la 
ley aplicable, Simplemente, voy a citar un caso. Si esto fuera 
así ¿qué ocurriría con los contratos de fletamento y de trans- 
porte? Los armadores siempre incluyen en sus conocimientos 
de embarque, con lugar de cumplimiento en el Uruguay, cláu- 
sulas que intentan -infructuosamente gracias a nuestras leyes- 
conducir a los importadores uruguayos a litigar a lugares tan 
“fáciles”, convenientes y baratos como Tokio, Londres, Nue- 
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va York o Hong Kong. Si los importadores uruguayos acepta- 
ran esta condición y sus mercaderías sufrieran un daño muy 
grande que los indujera a ir a pleitear a Tokio o a Nueva York y 
obtuvieran una sentencia favorable, se encontrarían con que no 
les serviría de nada porque las naciones civilizadas y progre- 
sistas ponen una limitación a la indemnización por daños del 
contrato de transporte. De esa forma, sólo obtendrían 10 6 15 
Libras Esterlinas o U$S 100 o U$S 200. Felizmente, el Uru- 
guay impone como ley de orden público y como regla que en 
estos casos no se admite la autonomía de la voluntad. 


El Doctor Aimirati, Ministro del Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo, dijo en una sentencia que hay que des- 
preciar en los contratos lo que no expresa la voluntad de las 
partes, lo que viene en.letra menuda donde el contratante más 
débil está obligado a aceptar con o sin conformidad real. Con 
esto eximo al Senado de que siga hablando de la constitucio- 
nalidad.o inconstitucionalidad. 


Agradezco al señor Senador Sarthou la interrupción con- 
cedida. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Puede 
continuar el señor Senador Sarthou. 


SEÑOR SARTHOU. - Debo decir, entonces, que este 
artículo 45 no aclara si se trata de una relación negocial 
privada interna o internacional. Como no dice que es interna- 
cional, entiendo que es interna. Por lo tanto, esta Ley, al 
recrear la posibilidad de sustituir el Poder Judicial por Jueces 
extranjeros O, inclusive, por una ley extranjera, es evidente- 
mente inconstitucional. Si la relación fuera internacional ¿cuál 
sería la situación? Si hubiera un lugar de emisión por un lado 
y un lugar de emisión en otro país, esta situación debería 
regirse por tratados. Allí tampoco podría funcionar el artículo 


.45 porque los Tratados del 89 y del 40 regulan cuál es la ley 


que debe aplicarse y tampoco se trata de la autonomía de la 
voluntad. Se establece expresamente que podrá haber una 
zona no prevista en los Tratados que es la que establece el 
Apéndice del Código Civil, donde también se examina, en 
caso de relaciones internacionales, qué ley se aplica. 


Considero que, como máximo, podría tratarse de una as- 
piración de corregir el artículo 39.99 del Apéndice para esta- 
blecer una intención, en los casos no reglados por los Tratados 
del 89 y del 40. En el caso de relaciones internacionales y no 
internas, se trataría de corregir ta disposición del Apéndice 
del Código Civil. Aclaro que para todo el campo de relacio- 
nes en el país, evidentemente, es inconstitucional y para el 
caso de las relaciones internacionales, también se estarían 
violando los Tratados que nos rigen a nosotros y son los del 
89 y 40. Reitero que como aspiración podría entenderse que 
es el intento de revocar o, en cierto modo, derogar las normas 
de! Apéndice del Código Civil. Esta es nuestra posición. 


Muchas gracias. 


SEÑOR COURIEL. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Tiene 
la palabra el señor Senador. : 


SEÑOR COURIEL. - Debo decir que firmé con salveda- 
des este Proyecto de Ley y ellas tienen que ver con el artícu- 
lo 47 de la versión original que hoy es el 45. El mismo está 
relacionado con qué leyes y jurisdicciones tienen chance de 
definir el emisor y el tenedor. Realmente vine preparado para 
este tema pero tanto en la sesión anterior como hoy he escu- 
chado las exposiciones de los distintos Senadores y la verdad 
es que puedo hacer perfectamente el favor al Senado de no 
agregar elementos, porque seguramente están lejos de lo ex- 
presado por los señores Senadores Mallo, Korzeniak y Sar- 
thou, que es en la línea en que me siento. Sin ninguna duda, 
también se alejan de las exposiciones que en la otra línea se 
hicieron a favor del artículo. De manera que, desde este pun- 
to de vista, no voy a dar más elementos de juicio sobre este 
debate de jurisdicción. Me parece que este Proyecto de Ley 
es algo más que el artículo 45 y el Senado se ha multiplicado 
en la discusión de un sofo artículo, 


No tengo empacho en decir -en realidad lo expreso con 
gusto- que se llevó a cabo una tarea extremadamente prolija 
en la Comisión. Sin duda, la capacidad, conocimientos y 
experiencia del señor Senador Posadas Montero pesaron «en 
las características de este Proyecto de Ley. De manera que, 
desde ese punto de vista -lo expresa alguien que no trabajó 
mucho en esta Comisión- me parece bueno afirmar que la 
labor que se efectivizó fue positiva. 


Considero que en la Exposición de Motivos que redactó el 
señor Senador Posadas Montero y en su exposición de la 
sesión anterior en el Senado, hay algunos elementos que no 
comparto y que son los que me llevan a hablar sobre las 
características más generales del mercado de capitales y los 
movimientos que, a mi entender, tienen mucho que ver con 
la situación financiera internacional. 


Sin duda, señor Presidente, se buscó un marco legal, uno 
institucional y uno regulatorio del mercado de valores. Diría 
que en muchos aspectos el Proyecto de Ley tiene característi- 
cas definitorias e intenta determinar actores, actividades y 
productos, como se expresa en el articulado y también en la 
Exposición de Motivos. Se busca la transparencia, la infor- 
mación veraz, suficiente y oportuna. Asimismo, se plantea 
que el país no posee un conjunto sistemático de normas sobre 
mercado de valores y que era imprescindible llevar adelante 
un proceso de esta naturaleza, Por tal razón, estuvimos acom- 
pañando permanentemente este Proyecto de Ley. Pensamos 
que en esencia el país requiere un mercado de capitales y 
tenerlo es positivo. 


Creo que, actualmente, el mercado de capitales en cual- 
quier lugar del mundo está vinculado a un fenómeno que a 
mi entender es nuevo, porque tiene que ver con algunas ca- 
racterísticas de los últimos treinta años en el sistema finan- 
ciero internacional, pero sobre todo con ta evolución 
tecnológica, especialmente de la informática, que permite que 
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en segundos los capitales puedan moverse de un mercado a 
otro en el ámbito internacional. Esto es lo que hoy se deno- 
mina “globalización financiera”. A mi juicio, se trata estric- 
tamente de una globalización financiera e influye en todos 
los mercados de capitales. No es de carácter económico ni 
productivo. Por algo hay un bloque en el mundo que lidera 
Estados Unidos, otro que encabeza Japón y otro, Alemania, 
que se siguen defendiendo como bloques y eso, en los he- 
chos, lleva a que no exista la globalización económica, aun- 
que sí la hay en el plano financiero. 


Para explicar lo que quiero significar, voy a plantear un 
ejemplo concreto. Si el Bundesbank alemán en un momento 
determinado modifica su tasa de interés, no tengo dudas de 
que ello influiría sobre el movimiento de capitales y, por lo 
tanto, sobre los tipos de cambio de Europa y del resto de los 
países desarrollados. Considero que, en un mercado muy pe- 
queño como el uruguayo, también tendría repercusiones. Con 
esto quiero decir que es muy difícil tener tasas de intereses 
nacionales en divisas extranjeras que no tengan un grado de 
vínculo o de articulación con lo que está pasando en el siste- 
ma financiero internacional. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Fernández Fain- 
goid) 


-Al hacer su exposición, el señor Senador Posadas Monte- 
ro dijo que la Ley está por escrito y habló sobre todo de las 
características del mercado de capitales. Creo que hoy esta- 
mos viviendo una situación de extraordinario nivel de tiqui- 
dez internacional, como no ocurriría en el pasado. 


Podemos decir que en las décadas del 50 y el 60 hubo 
escasez de liquidez internacional y que ésta, en última instan- 
cia, provenía de los dólares norteamericanos que quedaban 
fuera del mercado de los Estados Unidos. Por lo tanto, la 
expansión de la liquidez se debía, fundamentalmente, al défi- 
cit de la balanza de pagos de ese país. Había muchas limita- 
ciones para acceder al mercado de capitales, sobre todo para 
el mundo subdesarrollado. 


En la mitad de la década del 60, “Guerra Fría” mediante, 
los países socialistas se negaron a depositar en los Estados 
Unidos las reservas en dólares que tenían y lo hicieron en el 
mercado de Londres. Otros países los imitaron y ahí comenzó 
a generarse el euromercado, en el que comenzaron a partici- 
par los bancos norteamericanos. Diría que entre 1965 y 1975 
prácticamente se multiplicaron por diez los bancos con su- 
cursales en el exterior y el número de éstas. En los Estados 
Unidos, existían condiciones que los obligaban a irse al euro- 
mercado. Ellas estaban dadas por las limitaciones de crédito 
hacia el exterior que tenían los bancos norteamericanos desde 
los Estados Unidos. Fuera de dicho país no tenían encaje ni 
topes en la tasa de interés, o sea que podían cobrar lo que 
quisieran y colocar en ese mercado financiero internacional 
lo que desearan. 


A principios de los 70, señor Presidente, se crearon los 
centros financieros internacionales que tenían como caracte- 
rística ser verdaderos paraísos fiscales en el Caribe y en el 
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Sudeste asiático. En ese momento, comenzó un gran creci- 
miento de la liquidez internacional por medio de operaciones 
inter e intrabancarias, que se daban en el ámbito estrictamen- 
te financiero, porque estaban muy por encima de las necesi- 
dades del comercio internacional y de las de inversión directa 
fuera del país de origen. 


A partir del aumento de precios del petróleo en el año 
1973, se dio también el reciclaje de los petrodólares. Los 
países exportadores de petróleo recibieron un fuerte ingreso 
de divisas, No estaban en condiciones de importar bienes a 
través de esos incrementos que habían tenido y comenzaron a 
efectuar colocaciones en el euromercado. Eso llevó a una expan- 
sión de los movimientos de capitales en el campo internacional. 


En este período ocurrió en el Uruguay la liberalización de 
carácter financiero, mucho antes que la de tipo comercial. En 
1974 logramos la libertad irrestricta en el movimiento de 
capitales. No quisiera que nos enfrasquemos en este tema, 
pero simplemente deseo señalar que tiene que llegar el mo- 
mento en el Uruguay de que evaluemos lo que se menciona 
en la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley, al hacer 
referencia más que a la plaza financiera a la bancaria. Pienso 
que vale la pena encontrar todos los elementos positivos de los 
acontecimientos que se han dado, pero también los negativos. 


A partir de 1978 hubo una política económica basada en 
el enfoque monetario de la balanza de pagos, en que los 
distintos instrumentos jugaban para asegurar la entrada de 
capitales. Esta última era la variable clave. 


En el año 1982 existió una fuga de capitales, práctica- 
mente de un año de exportaciones. Asimismo, en ese año el 
endeudamiento externo se duplicó con respecto al de 1980. 
En dos años la deuda externa bruta de Uruguay se duplicó y 
esto también tiene que ver con las características de la plaza 
bancaria o la financiera. Es, en ese momento, que el país 
sufrió las consecuencias de las ventas y compras de Carteras 
-compras a cargo de la banca central y ventas a cargo de la 
banca privada- que alcanzaron al 12% del Producto en dos 
años. Diría que, todavía la sociedad uruguaya lo está pagando 
con el déficit parafiscal del Banco Central. 


En ese entonces se dio, también, la caída de lo que se 
llamó después banca gestionada, cuyos costos los cubrió en 
aquella instancia, fundamentalmente, el fortalecimiento del 
Baneo de la República Oriental del Uruguay. Gracias a la 
existencia y presencia de esta Institución se salvaron, en bue- 
na medida, estos bancos privados nacionales, que luego se 
denaminaron bancos gestionados. 


Por lo tanto, creo que vale la pena que evaluemos estos 
hechos porque puede haber elementos positivos que se pue- 
den aceptar pero, también, hubo elementos negativos que 
todavía los estamos pagando. 


Lo más importante es que hoy, informática mediante, pue- 
den transferirse de mañana fondos a Europa, traerlos de tarde 
a América Latina y enviarlos de noche a Tokio. Tenemos, 
asimismo, uh movimiento brutal de capitales que, insisto, 
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tiene muy poco que ver con las necesidades del comercio y de la 
inversión directa extranjera -que requerirían de un movimiento 
de capitales más genuino- que, sin duda, alguna, está afectando 
algunas plazas financieras tanto en el campo internacional como 
en el latinoamericano. En ese sentido, probablemente la proble- 
mática que sufrió México a fines del año pasado, tiene mucho 
que ver con esto, aunque debemos reconocer que hubo errores 
en la política económica y en la forma en que llevó adelante una 
devaluación, pero la existencia de estos capitales “golondrinas” 
en un tamaño extraordinariamente elevado generó un problema 
que se venía gestando no sólo por motivos económicos, sino 
también por elementos políticos. 


SEÑOR BATLLE. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR COURIEL. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR BATLLE. - Considero que la historia que nos 
está haciendo el señor Senador Couriel es muy interesante, 
como todas las que nos hace a propósito del acontecer econó- 
mico y financiero de los últimos años dado su conocimiento 
e ilustración en estos temas. Sin embargo, pienso que no 
tiene nada que ver con el Mercado de Valores porque, inclu- 
sive, todas las situaciones que han ocurrido, así como la del 
endeudamiento, no tienen nada que ver con los capitales “go- 
londrina”. Es más; en la década del ochenta no existía este 
tipo de capitales y el efecto “Tequila” sucedió hace poco 
tiempo. Por este motivo, insisto en que es una historia que no 
tiene nada que ver con el Mercado de Valores, tiene muy 
poca relación con este Proyecto de Ley y, por otra parte, ya 
la hemos escuchado en otras ocasiones. 


No pretendo con esto decirle al señor Senador Couriel 
cómo tiene que hacer su discurso y qué tiene que decir o no, 
pero pienso que sí en silencio consintiéramos todo lo que está 
expresando como si fuera una aceptación de que esto está 
relacionado con el tema dei Mercado de Valores, estaríamos 
induciendo a la confusión. Como muy bien ha señalado el 
señor Senador, hemos trabajado junto a él durante meses, 
analizando este Proyecto de Ley y durante ese lapso jamás 
tuvimos en cuenta estos elementos porque son de naturaleza 
totalmente distinta. Por el contrario, estimo que esta iniciati- 
va contribuye a ordenar un pequeño mercado que existe hasta 
ahora sin ninguna clase de control. En todo caso, los efectos 
negativos de los capitales que se van y de los que ingresan se 
verán más ordenados y protegidos mediante estas normas, ya 
que tiende a dar más intervención al Banco Central para que 
pueda actuar y que esta no sea un área a cargo de la Bolsa de 
Comercio. En definitiva, se trata de superar la situación ac- 
tual en la que no existe un Mercado de Valores reglamenta- 
do, lo que da lugar a que vengan desde el exterior emisiones 
que se colocan y después no se pueden cobrar. 


De manera que este Proyecto de Ley contribuye a todo lo 
contrario de lo que parecería podría surgir de las palabras del 
señor Senador Couriel, Pido disculpas al señor Senador, pero 
quería decir esto porque pienso que estamos en dos territorios 
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distintos, es decir, todo lo que ha ocurrido en el pasado aquí 
y en el exterior, tema que no tiene nada que ver con lo que 
estamos tratando. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Couriel. 


SEÑOR COURIEL. - Agradezco al señor Senador Batlle 
su intervención. 


No obstante, debo decir que si existe un fenómeno de 
globalización financiera y estamos analizando el Mercado de 
Valores, la relación está ligada y es muy nítida. 


Por otra parte, todavía no Hegué a las consecuencias de 
este Proyecto de Ley, de manera que, no sé con qué objeto el 
señor Senador Batlle se adelanta a lo que voy a exponer. 


Asimismo, estamos en un mundo en el que, ¿quién sabe 
lo que puede decir o no? Personalmente no soy Abogado, 
pero puedo decir con toda franqueza que en el ámbito del 
Poder Legislativo escucho a estos profesionales hacer una 
especie de filigrana sobre cualquier tema y siempre parece 
que tiene relación con el tema. En cambio, en un asunto nada 
más ni nada menos que como el de Mercado de Capitales, 
sobre el que estamos contando elementos de experiencia, al 
señor Senador Batlle se le antoja que no tiene nada que ver. 


SEÑOR BATLLE. - No es un antojo, señor Senador, sino 
una convicción. 


SEÑOR COURIEL. - Sí, señor Senador, se le antoja, como 
es una convicción, se le antoja. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tratemos de no dialogar, seño- 
res Senadores. 


Puede continuar el señor Senador Courtel. 


SEÑOR COURIEL. - Haciendo un esfuerzo sigo con mi 
exposición, entonces, que tiene exactamente el mismo víncu- 
lo que la que hizo el señor Senador Posadas Montero en la 
otra sesión. 


Decía, señor Presidente, que hoy existe una brutal liqui- 
dez en el mercado financiero internacional, y de esto se habló 
en la Comisión. No sé si el señor Senador Batlle estaba pre- 
sente O no pero, reitero, de esto se habló. 


SEÑOR BATLLE. - He estado siempre y bastante más 
que el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL. - En un momento determinado se ha- 
bló de este tema y voy a hacer referencia a las características 
de si es conveniente o no la regionalización o la internacio- 
nalización del Mercado de Capitales con respecto a Montevi- 
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deo, para no referirme al Uruguay. El vínculo es extremada- 
mente estrecho y, en verdad, probablemente tenga tanto que 
ver que, tal vez, en la exposición sobre el artículo 45 com- 
probemos que ello es así. Esto es parte de lo que está ocu- 
rriendo en los circuitos financieros internacionales, entonces, 
me pregunto, ¿por qué los vamos a dejar de lado cuando, 
además de presionarnos en el pasado con la liberalización 
financiera, también hoy está ocurriendo lo mismo para que 
desde el punto de vista jurídico sean las leyes y tribunales del 
exterior los que determinen las controversias que puedan dar- 
se por títulos emitidos en el país? Sin duda que esto tiene 
mucho que ver con el Proyecto de Ley que nos ocupa. 


Decía, señor Presidente, que debido a que existe una bru- 
tal cantidad de movimientos de capitales que en estos mo- 
mentos están buscando espacios, es imperioso -al respecto se 
está dando una discusión a nivel mundial- encontrar un cami- 
no de regulación para esta situación. En un trabajo reciente 
de French Davies y Griffith publicado por la CEPAL, se 
habla de la necesidad del análisis de este tema y de cómo 
está siendo discutido en distintos países. Por ejemplo, Chile y 
Brasil no aceptan la libertad irrestricta de movimientos de 
capitales, concretamente, sabemos que a determinados plazos 
Chile no los está dejando entrar a través del instrumento del 
encaje. De manera que, desde este punto de vista, sin duda, 
mientras se puedan seguir afectando las principales divisas, 
el tema va a estar en discusión. Entonces, es positivo que 
tengamos Mercado de Capitales, pero que sea un buen Mer- 
cado de Capitales. Al mismo tiempo, debemos saber también 
lo que está ocurriendo en el mundo y las complicaciones que 
algunos centros financieros internacionales empiezan a tener 
sobre este tema. 


A este respecto, en la exposición del señor Senador Posa- 
das Montero, aparecía el tema del mercado de valores como 
un instrumento de ahorro e inversión. En los hechos se expli- 
citaba que uno de los problemas por el cual no hay inversión 
productiva en el país es que no hay Mercado de Capitales. Si 
lo hubiera habido, seguramente, el país no estaría en la situa- 
ción de estancamiento que lo viene caracterizando en los 
últimos tiempos. 


Diría que el Uruguay ha tenido una buena capacidad de 
captar recursos, pero también afirmaría que en América Lati- 
na, desde 1950 a 1980, con mercados de capitales extremada- 
mente livianos o sin ellos, hubo un crecimiento brutal. 
Asimismo, podría decir que en el país, en la década del se- 
tenta, entraron capitales y hubo inversión, sobre todo, inver- 
sión pública. Y uno de los objetivos que busca este Proyecto 
de Ley está constituido por mecanismos tendientes a que la 
inversión privada pueda dinamizarse, multiplicarse, acelerar- 
se, crecer realmente. 


Durante la década del ochenta diría que también el Uru- 
guay captó capitales, pero no de los bancos privados interna- 
cionales que se retiraron de América Latina a partir de 1982. 
El país tuvo la posibilidad de emitir, en su pequeño mercado 
financiero, títulos públicos, Bonos del Tesoro y Letras de 
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Tesorería, lo que en aquel momento facilitó la tarea de obte- 
ner las divisas necesarias para hacer efectivo el pago de los 
servicios de la deuda externa. 


A su vez, la capacidad de crecimiento de los últimos años 
a partir de 1990 tiene que ver, en buena medida, con la 
entrada de capitales. ¡Ojalá que esa entrada de capitales hu- 
biera ido a la inversión productiva mucho más de lo que lo 
fue! Lamentablemente, en el país se estimularon en gran for- 
ma niveles de consumo y de importación. Sin embargo, la 
capacidad de captar recursos no ha sido mala; es más, ha sido 
buena en los años setenta, ochenta y noventa. En realidad, el 
centro del problema es la dificultad de la inversión producti- 
va. Bienvenidos sean el mercado de capitales, el mercado de 
valores y la mejora en el ahorro, pero a mi entender, el tema 
radica en que en el país existan oportunidades rentables de 
inversión, y ello no depende del ahorro, porque el país tuvo y 
sigue teniendo capacidad de captar recursos. Creo que esto, 
en el fondo, tiene mucho que ver con las características de la 
política económica, tanto del pasado como del presente. 


Es muy difícil que haya inversión productiva en el Uru- 
guay para un sector exportador que, en este momento, se 
queja fuertemente -creo que con razón- del atraso cambiario. 
Es muy difícil, señor Presidente, que pueda haber inversión 
productiva con tasas de interés activas en moneda nacional 
como las que ofrecen el Banco de la República Oriental del 
Uruguay y los bancos privados. Diría que si alguien quiere 
invertir en el mercado interno y hay una política de restric- 
ción de la demanda interna, vía gasto público -tanto corriente 
como inversión pública- y vía rebaja salarial, es muy difícil 
que lo haga, aunque haya todos los ahorros habidos y por 
haber; y es casi imposible que alguien diga que va a invertir 
para exportar porque tiene competitividad, con esta limita- 
ción que el país padece hoy en materia de atraso cambiario, 
que dificulta las inversiones productivas. 


De manera que, reitero, bienvenidos sean el mercado de 
valores, el mercado de capitales y la mejora en los ahorros; 
pero este no es el elemento clave ni central para que haya 
inversión productiva, que es lo que realmente le hace falta al 
país. La política económica incide mucho en el hecho de que 
haya oportunidades rentables de inversión en el país que le 
permitan un crecimiento autosostenido y un mejoramiento en 
los niveles del empleo que hoy están afectados. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Perdón por la interrupción, se- 
ñor Senador, pero hay murmullos en la Sala y en la Barra. La 
Presidencia ruega a los señores Senadores y asistentes guar- 
dar silencio de forma de poder seguir escuchando la exposi- 
ción del señor Senador. 


Muchas gracias. 
Puede continuar el señor Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL. - Señor Presidente: en esencia, hemos 
trabajado y hemos compartido este Proyecto de Ley. Tene- 
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mos una salvedad a propósito del artículo 45, pero luego de 
lo expuesto por los señores Senadores Mallo, Korzeniak y 
Sarthou, creo que no hacen falta más intervenciones. Consi- 
deramos muy positivo que se mejoren los niveles de ahorro 
en el país, pero a su vez pensamos que ese no es el elemento 
clave para que haya inversión productiva. 


Por otra parte, se dio una discusión que no carece de 
importancia sobre algo que vale la pena analizar en el futuro. 
Me refiero a la caracterización o no de los demandantes y 
ofertantes en este mercado de capitales, en cuanto a la regio- 
nalización o a la internacionalización. En la Comisión tam- 
bién se plantearon algunos otros temas de esta Índole, pero 
sin duda, había requerimientos del MERCOSUR que nos exi- 
gían este Proyecto de Ley. 


Creo que, en alguna medida, esta iniciativa se adelanta a 
lu que es la realidad del Uruguay: un mercado fundamental- 
mente de títulos públicos. Algunas instituciones plantearon 
elementos de promoción y de fomento del mercado de valo- 
res, pero no presentaron propuestas; por lo menos, no tuve 
contacto con ellas. También se dio alguna discusión sobre los 
controles del Banco Central del Uruguay, y en base a un 
diálogo que mantuvimos, me dio la impresión de que si esta 
institución tiene hoy la obligación de controlar bancos y se- 
guros, éstos necesariamente están ligados al mercado de va- 


lores. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Mociono para que se prorrogue el 
término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada por el señor Senador Gargano. 


(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL. - Agradezco a los señores Senadores 
que me permitan seguir con mi exposición sobre el mercado 
de valores, que está estrechamente ligado a otros temas, tal 
como hacemos el esfuerzo de demostrar. 


Se nos decía por parte dei Banco Central del Uruguay que 
en este momento están ligados el mercado de valores con el 
de seguros y con los contralores de bancos, que se vuelve 
indispensable su participación en el control de este mercado 
de valores mediante alguna forma de regulación. También 
por ese motivo acompañamos este Proyecto de Ley, como 
hemos hecho lo propio con mecanismos de autorregulación 
por las propias bolsas de valores. 
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Hubo dos artículos más en torno a los cuales se planteó 
una discusión en el ámbito de la Comisión. Uno de ellos era 
el anterior artículo 49 -actual artículo 46 del Proyecto de 
Ley- por el cual se permitía a los Bancos la compra de accio- 
nes, obligaciones y otros títulos. Creo que la Comisión arribó 
a una conclusión positiva y muy valiosa, que acompañamos, 
en el sentido de que los bancos no deberían volver a lo que 
hacían antes de 1965, que podían comprar acciones. En el 
Uruguay, luego de la caída del Banco Transatlántico, se quitó 
esta posibilidad a los bancos privados. Actualmente, en el 
ámbito financiero internacional los bancos tienen derecho a 
comprar acciones fuera del país; eso no se discute, 


Sin embargo, es en este punto donde se vuelve indispen- 
sable -no imitar o decir que estamos alejados del mundo 
internacional- adecuar y adaptar explícitamente las situacio- 
nes locales y nacionales a la problemática nacional y no 
necesariamente a lo que viene del campo internacional. Si no 
hubiéramos tenido bancos gestionados y empresas producti- 
vas en la misma situación cabe preguntarse si alguno de los 
bancos hubiera podido comprar acciones en el pasado. 


Desde ese punto de vista nos parece que fue una solución 
positiva, y nosotros acompañamos la posibilidad de que los 
bancos pudiesen comprar obligaciones negociables pero no 
acciones u otros títulos. 


SEÑOR MALLO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR COURIEL. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR MALLO. - Pienso que frente a la afirmación de 
que los fondos que tos bancos pueden invertir en obligacio- 
nes negociables, al parecer no ofrecen peligros, podemos ci- 
tar un ejemplo. 


En uno de los mercados más grandes y controlados del 
mundo, el de Estados Unidos, las empresas que emiten obli- 
gaciones negociables deben ser calificadas por organizacio- 
nes privadas como “Standard” y “Poon” o “Moody”s” que 
renuevan periódicamente las calificaciones de riesgo. 


La nota máxima es “AAA” que equivale a sobresaliente. 
Á su vez, las pequeñas empresas no emiten obligaciones por- 
que cuando lo hacen esas obligaciones son denominadas “fa- 
llen angels”, es decir, ángeles caídos, y nadie las quiere. Sin 
embargo, un joven egresado de la Universidad de Wharton en 
Pennsylvania realizó un profundo estudio y llegó a la conclu- 
sión de que los “ángeles caídos” daban muchos más dividen- 
dos que los bonos de las grandes empresas. Á partir de ese 
momento empezó a construir un movimiento para comprar 
ese tipo de obligaciones que él denominaba “bonos basura”, 
logrando movilizar un capital de U$S 3.000:000.000. 
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En consecuencia, el mercado de los bonos también es 
bastante complejo y no se puede afirmar que hay bonos segu- 
ros y otros inseguros. Por ejemplo, tengo entendido que el 
Banco Extrader de Buenos Aires tenía bonos del Gobierno 
mexicano, y así le fue. 


Volviendo al caso de Estados Unidos cabe señalar que la 
experiencia tuvo tal magnitud que quienes siguieron sus con- 
sejos llegaron a obtener rendimientos del 50% y 100% anual 
en dólares. No obstante, no le bastó con esa utilidad y quiso 
jugar a lo que en Estados Unidos llaman el “take over”, es 
decir apoderarse de las grandes empresas con ese enorme 
volumen de capital, causando tal conmoción en el mercado 
de valores de ese país que la Disney y la Phillips Petroleum 
llegaron a temblar. Nadie lo podía parar; ni la Comisión de 
Valores ni el Fiscal de Nueva York. Esto lo tuvieron que 
parar con una medida similar a la que le aplicaron a Al 
Capone, es decir, con una ley ajena al mercado de valores 
sobre la mafia, la Racketeen Influence and Corrupt Organiza- 
tions”. Porque los contralores del mercado de valores, en 
materia de bonos, no tuvieron resultado. 


Con lo dicho no me estoy oponiendo a esta iniciativa; 
simplemente señalo que estas cosas no son tan simples ni van 
a correr sobre rieles. Digo que al tiempo la ardua sentencia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Couriel. 


SEÑOR BATLLE. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR COURIEL. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR BATLLE. - En los mercados nada es simple; 
todo es complejo, como también lo es en todo el mundo 
financiero, económico y comercial. En cualquier actividad 
las cosas son complejas. Esta es la razón por la cual la 
Comisión decidió no prescindir de la presencia del Banco 
Central en el control de todo este mecanismo que se instaura 
a través del Mercado de Valores. Además, entendimos que 
como el país recién comenzaba una experiencia -tenemos que 
ver cómo se desarrolla la misma- era conveniente proceder 
así, pese a que no ha sido nuestra intención transformar al 
Banco Central en una institución que tenga todo a su cargo y 
ocupe todos los territorios en esta materia para transformarse 
en un superbanco. 


Pensamos que limitar este mercado que aún no existe a 
una Comisión de Valores aumentaba la posibilidad de la exis- 
tencia de este tipo de riesgo. 


Por todo esto, la Comisión que trabajó intensamente sobre 
este tema -sintiendo muchos de nosotros que era posible que 
en el futuro, una vez demostrada la capacidad de funciona- 
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miento de este sistema, se pudieran brindar modificaciones 
para liberalizar aún más el mercado- creímos conveniente 
que el Banco Central! interviniera para tener un control mayor 
y defender de esta forma al país frente a incursiones negati- 
vas que alguien pudiera hacer en el mercado, tal como ha 
ocurrido en otros países. 


Naturalmente, las leyes se hacen para establecer normas y 
para que sean cumplidas. No obstante, siempre hay personas 
que no las cumplen y, por esa razón, existen delitos que se 
cometen y que son castigados. El hecho de que eventualmen- 
te no haya delincuentes de esta naturaleza no determina que 
dejemos de hacer leyes. 


En este caso, lo que se establece es un conjunto de nor- 
mas que permiten establecer un mercado donde el Banco 
Central va a tener una participación importante y a contribuir 
en su formación, defendiendo la economía del país de even- 
tuales alteraciones por los mecanismos conocidos, así como 
de otros que se podrían inventar. Por ejemplo, hace poco 
tiempo Baring Brothers, después de una gestión buena, mala 
y regular a lo largo de dos siglos, terminó en manos de un 
joven de menos de 30 años que la liquidó en una serie de 
operaciones efectuadas en la Bolsa de Tokio y en otros luga- 
res. 


En definitiva, esta es la razón por la cual no estuvimos a 
favor de que este instituto o el Mercado de Valores fuera 
manejado simplemente por una comisión, sino que preferi- 
mos que interviniera el Banco Central en forma importante. 
Esto, al margen de otras medidas que el Banco siempre pue- 
de tomar respecto a ese tipo de capitales, a los cuales hizo 
referencia el señor Senador Couriel, por ejemplo, encajes y 
demás elementos. De todas maneras, estos factores pasan por 
fuera del Mercado de Valores, nunca van a ingresar a él y son 
medidas que esta institución pudo haber tomado antes sí era 
necesario, independientemente de este tema que es diferente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Couriel. 


SEÑOR COURIEL. - Creo que las expresiones del señor 
Senador Mallo ilustran también al Plenario y al conocimiento 
de los señores Senadores sobre lo que significa un mercado 
financiero y, en determinado ámbito, la emisión no sólo de 
acciones sino de obligaciones negociables. 


En realidad, los mercados financieros son extremadamen- 
te complicados. No hay ninguna duda de ello, todos los días 
se están inventando títulos. Sin duda, existen calificaciones 
para los mismos, por ejemplo, AAA, “bonos basura”, etcétera. 


También es cierto lo que señala el señor Senador Batlle 
en el sentido de que precisamente por eso hicimos el esfuerzo 
de que el Banco Central pudiese regular la compra de obliga- 
ciones por parte de la banca privada -concretamente, así lo 
expresa el artículo 46- y controlar, a través de la inscripción, 
la propia emisión de títulos, entre ellos, las obligaciones. 
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Por otro lado, también es cierto que nosotros votamos esta 
iniciativa y esperamos realmente que el Banco Central esté 
en condiciones y tenga la capacidad de poder regular porque, 
en los hechos, en la práctica, pese a tener funcionarios de 
excelente nivel, hay muchas cosas que esta Institución no ha 
hecho ni ha regulado adecuadamente, 


De manera que lo que hacemos cuando votamos este Pro- 
yecto de Ley es el esfuerzo de imaginar un cambio sustantivo 
en el Banco Central del Uruguay, en su capacidad de regular 
y controlar la plaza bancaria y este Mercado de Capitales. 


SEÑOR MALLO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR COURIEL. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Soy partidario de una Comisión de 
Valores -inclusive, bajo la jerarquía del Poder Ejecutivo- pero 
con autonomía e independencia técnica, porque el Banco Cen- 
tral es un organismo que representa un costo muy grande. Por 
su parte, el señor Miembro Informante expresó que no estaba 
en condiciones de brindarlo, aunque quien habla pasará a 
informarlo. 


Dentro del déficit parafiscal -estimado en alrededor de 
U$S 50:000.000 al 31 de julio, lo que proyectado a los doce 
meses sería aproximadamente U$S 90:000.000 en el año- el 
costo operativo del Banco Central, entendiendo por tal la 
suma de erogaciones entre las cuales la autoridad monetaria 
incurre para solventar su funcionamiento -sueldos, gastos e 
inversiones- al 31 de julio, ascendió a casi U$S 30:000.000, o 
sea, el 56,52% del total. Como los señores Senadores podrán 
observar, se trata de un costo operativo sumamente pesado. 


Reitero que una comisión de valores bajo la jerarquía del 
Poder Ejecutivo -esa idea no me asusta- con autonomía técni- 
ca, podría, inclusive, asumir una función -la presencia del 
señor Senador Machiñena no me va a inducir a ninguna otra 
referencia- y por lo menos realizar Operaciones hasta ahora 
muy discutibles de colocación de valores o de venta de accio- 
nes de entidades de intermediación financiera. Podría ser si- 
milar a lo que sucede en Argentina, donde existe una Comisión 
con representación de segmentos privados que coloca los va- 
lores cuando el Estado decide vender una entidad o parte de 
ella. AMÍ tuvo mucho éxito la actuación del señor Redrado, 
ya que se colocaron de una manera sumamente transparente 
las acciones totales o parciales de entidades de propiedad 
pública. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Couriel. 


SEÑOR COURIEL. - Estábamos diciendo que, a nuestro 
entender, los artículos 45 y 46 fueron importantes. 
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Sin duda, nosotros acompañamos, no la compra de accio- 
nes, pero sí la posibilidad de compra de obligaciones nego- 
ciables bajo la regulación del Banco Central del Uruguay. 
Esperamos, realmente, que esta Institución tenga un grado de 
funcionamiento -tiene empleados capacitados para hacerlo- 
que le permita cumplir con mucho mayor eficacia sus tareas. 


En la Legislatura pasada participamos en varias interpela- 
ciones que se hicieron a propósito de la compra y venta del 
Banco Comercial, y en dichas oportunidades el funciona- 
miento del Banco Central dejó mucho que desear -ahora tu- 
vieron lugar nuevos acontecimientos en los que ocurrió lo 
mismo- pero a pesar de ello creemos que es una institución 
apta para cumplir mucho mejor sus funciones que en el pasa- 
do. Por estas razones acompañamos esta disposición. 


El actual artículo 45 presenta la salvedad de mi firma. 
Comencé explicitando que dada la erudición y fundamenta- 
ción que efectivizaron en Sala los señores Senadores Mallo, 
Sarthou y Korzeniak creía que ello era más que suficiente 
para explicar la salvedad que hicimos a propósito de este 
artículo. Debo decir con toda franqueza que escuchamos los 
argumentos que aquí se han dado y que aunque no somos 
Juristas ni Abogados estamos contentos de haber mantenido 
esta salvedad luego de la discusión que hubo en Sala. 


Por último, señor Presidente, quiero señalar que a mi jui- 
cio es importante que exista un mercado de valores y uno de 
capitales. En el mundo está funcionando una globalización 
financiera y tenemos que saber con todo detalle cómo funcio- 
na para que el Uruguay no vuelva a endeudarse como ocurrió 
a principio de la década del '80. Recuerden los señores Sena- 
dores que el Banco Central del Uruguay le solicitó al Banco 
Hipotecario del Uruguay que tomara préstamos a corto plazo, 
a los efectos de tener divisas y defender el tipo de cambio. 
Asimismo, el Banco Central del Uruguay pidió a UTE, a 
través de las erogaciones de Palmar que saliera a dar présta- 
mos de corto plazo para vivienda y energía. 


No puede haber duda de que en la historia de estos países 
el tema de la globalización financiera es absolutamente cen- 
tral en el mercado de valores, en el mercado de capitales y en 
el financiero. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar si $e pasa a la discusión particular. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI - Sintéticamente queremos señalar que 
por cuatro motivos hemos votado favorablemente este Pro- 
yecto de Ley. 
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El primero de etlos es que se trata de una buena herra- 
mienta que el país estaba necesitando hace mucho tiempo. 


La segunda razón tiene que ver con uno de los motivos de 
esta necesidad y es que el Uruguay precisa, más que nunca 
en la actualidad, estimular su mercado de capitales que ha 
estado y está muy restringido. Como se sabe, se trata de un 
mercado muy articulado a las transacciones en valores públi- 
cos y en muy poca proporción vinculado a obligaciones que 
tengan que ver directamente con la inversión productiva. 


En la medida en que el estímulo exige reglas de juego 
claras que hoy no existen, entendemos que este Proyecto las 
está proporcionando, y por eso lo votamos. 


Destaco en particular que con las normas de este Proyecto 
se va a beneficiar particularmente el pequeño y mediano aho- 
rrista que hoy carece totalmente de protección y de garantías 
en el país. 


El tercer motivo está relacionado con otro elemento men- 
cionado en la discusión general -que compartimos- y es que 
el Uruguay -también hoy más que nunca- necesita, en el 
marco de una economía globalizada -especialmente en la re- 
gión- controlar estas operaciones. En la actualidad, el país no 
dispone de mecanismos o instrumentos de control. En ese 
sentido, quiero decir -porque ha habido más de una Opinión 
en el debate público- que teniendo en cuenta la realidad na- 
cional está perfectamente bien elegida la institución donde se 
concentran esos controles. Concretamente, me estoy refirien- 
do al Banco Central del Uruguay. 


La cuarta razón dentro de la modestia de nuestros cono- 
cimientos- tiene que ver con que consideramos que la Comi- 
sión de Hacienda del Senado trabajó muy bien; dedicamos 
muchas horas, esfuerzo y tolerancia para entender también 
los argumentos de quienes pensaban distinto. Se trató de una 
tarea de meses que ocupó muchas sesiones de la Comisión y 
muchas horas de trabajo. Por lo tanto, nos queda la tranquili- 
dad de estar votando un Proyecto de Ley que contiene mucho 
esfuerzo. 


Culmino señalando que tengo la sensación de que la san- 
ción de esta iniciativa va a ocupar uno de los lugares impor- 
tantes en la presente Legislatura, porque se refiere a una 
materia en la que hasta ahora no habíamos trabajado y por 
tratarse de un proyecto complejo que requirió mucho trabajo 
de parte de todos. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Por supuesto que hubiera sido mi 
deseo intervenir en la discusión general fundamentando por 
qué hemos dado nuestro voto a favor de este Proyecto de 
Ley, pero participo de la actitud y opinión del señor Senador 
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Astori en el sentido de facilitar la sanción de la que creo es 
una de las leyes más importantes que vamos a votar en esta 
Legislatura. Me sumo a todos sus puntos de vista y conside- 
raciones; hago míos también los argumentos que en su mo- 
mento planteó el señor Senador Posadas Montero, que ha 
sido -tal como lo señaló el señor Senador Korzeniak- quien 
con mayor conocimiento que nosotros en este tema, ha traba- 
jado en él con dedicación y se ha expresado con toda claridad 
como Miembro Informante. 


Na quisiera dejar de señalar algo sobre lo cual no se habló 
aquí, pero que considero que es muy importante. En esta 
norma se modifican disposiciones de la Ley de Sociedades 
Comerciales, Obligaciones y Debentures, que era una solu- 
ción artificiosa que se había planteado inicialmente por parte 
del Banco Central, resolviendo problemas que hacían, en buena 
medida, impracticable la posibilidad de que funcionara un 
mercado financiero creciente, fluido y conveniente. 


No tengo ninguna duda de que esto va a posibilitar un 
mercado financiero muy abierto y provechoso para el país, 
donde las inversiones ya se están viendo y produciendo en 
áreas que se han dado a publicidad recientemente y que afec- 
tan en forma favorable la ocupación y el trabajo. Por esto 
creo que se trata, tal como los señaló el señor Senador Astori, 
de una herramienta muy provechosa que va a dar oportunida- 
des buenas no solamente a la inversión productiva, al trabajo 
en el país y a la ocupación, sino que posibilitará que la gente 
tenga donde colocar sus pequeños ahorros con más rentabili- 
dad que lo que una tendencia natural a la baja de la tasa de 
interés y la inflación determinan, en lo que hace a la coloca- 
ción del ahorro privado en la plaza financiera nacional, ac- 
tualmente al alcance de los inversores. 


Quisiera terminar estas palabras formulando una moción 
de orden, si es que reglamentariamente puedo hacerlo. Toda 
la discusión que se ha dado por parte de opositores y partida- 
rios de este Proyecto de Ley, se ha centrado alrededor del 
artículo 45. Por lo tanto, formulo moción en el sentido de que 
se vote por Capítulo y que cada Legislador, cuando entienda 
que hay un artículo que debe desprenderse y votarse aparte, 
así lo plantee; de esa forma, podríamos considerar más rápi- 
damente este Proyecto de Ley en particular. 


SEÑOR MALLO. - Pido ta palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Comparto la oportunidad y la conve- 
niencia de legislar sobre el punto. Además, reconociendo el 
ánimo plausible de jos que han tenido la iniciativa y el traba- 
jo de realizar y elaborar este Proyecto de Ley, me parece 
justo que haciendo los destindes correspondientes, demos la 
oportunidad de que se apruebe la Ley. La experiencia dirá; 
ojalá que me equivoque y que la mayoría tenga razón. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR GARGANO. - He seguido la discusión de este 
Proyecto de Ley con mucha atención y, como aquí se ha 
dicho, se ha centrado más que en la conveniencia de la crea- 
ción del sistema, en algunos aspectos concretos como el artí- 
culo 45 ó 46. Quiero decir que tengo la misma visión pesimista 
-si puedo llamarla así- que el señor Senador Mallo acerca de 
la creación de este sistema. Me parece que el proceso de 
inversiones en el Uruguay tiene garantías formidables y que 
si no se ha realizado hasta ahora, y la gente prefiere el siste- 
ma de los valores públicos para colocar sus ahorros, o a veces 
tasas de interés muy bajas acudiendo a depositar sus ahorros 
en el sistema financiero público, es porque en el país no 
existen planes o desarrollos destinados a propiciar la inver- 
sión productiva con la seguridad de que las empresas que los 
lleven adelante den garantías suficientes al ahorrista. Aquí 
está la médula de la cuestión: podemos brindar un espacio 
jurídico formidable pero, en definitiva, creo que es la política 
general que lleva adelante la Administración la que propicia 
o no que este tipo de cosas prosperen. 


Hasta ahora, el comportamiento de la gente es un indica- 
dor de que los pocos ahorros que tiene los invierte en institu- 
ciones seguras que le dan la garantía de que no van a ser 
dilapidados. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Formulo moción en el sentido de que 
el Cuerpo considere el Proyecto de Ley por Capítulos, y 
cuando los señores Senadores lo consideren necesario y lo 
soliciten, se vote artículo por artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción de 
orden presentada por el señor Senador Batlle. 


(Se vota:) 


-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) LEY CRISTAL 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase una moción de orden lle- 
gada a la Mesa. 


(Se lee:) 


“Montevideo 10 de octubre de 1995. Moción. Se- 
ñor Presidente de la Cámara de Senadores: mociona- 
mos para solicitar que el Proyecto de Ley para asegurar 
la transparencia de la función pública, combatir y san- 
cionar la corrupción, Ley Cristal, sancionada por la 
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Cámara de Representantes, sea incluido como primer 
punto del orden del día de la sesión ordinaria de la 
Cámara de Senadores del próximo martes 17 de octu- 
bre. (Firman Jos señores Senadores:) Marina Arismen- 
di, Danilo Astori, Alberto Cid, Sergio Chiesa, Susana 
Dalmás, Jorge Gandini, Reinaldo Gargano, Luis Hie- 
rro López, Dante Irurtia, Jorge Machiñena, Luis 
Eduardo Mallo, Rafael Michelini, Luis Bernardo 
Pozzolo, Wilson Sanabria, Helios Sarthou y Orlan- 
do Virgili”. 


SEÑOR MILLOR. - Solicito a la Mesa que se agregue mi 
firma en la moción de orden presentada. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Así se hará. 
SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - No tengo inconveniente en que se 
trate una ley sobre esta materia con la urgencia que el Cuerpo 
reclame y entienda conveniente. Pero me parece que una 
norma de esta naturaleza, que no es diferente a otras disposi- 
ciones que creo están vigentes, por lo menos tiene que pasar 
por la Comisión. Entiendo que, salvo que se trate de una cosa 
dramáticamente urgente y muy sencilla, todas las leyes deben 
pasar por las Comisiones para que allí se estudien y, luego, 
se traigan a ta mayor brevedad posible al Plenario. 


Lamentablemente, no voy a acompañar esta moción, por- 
que considero que no es un procedimiento adecuado que por 
el hecho de que una ley parezca reflejar una aspiración colec- 
tiva de la ciudadanía en el sentido de que el sistema político 
y el de la vida nacional actúen con la transparencia debida, 
tengamos que votarla mañana para lograr no sé qué cosa en 
cuanto a los objetivos que persigue. Por lo tanto, considero 
que debemos estudiar el Proyecto, y si es tan bueno como 
presume ser, ya que de antemano cuenta con el voto favora- 
ble de todos los señores Legisladores que preconizan que se 
trate en forma inmediata, será sancionado rápidamente. Pero 
no alteremos el funcionamiento natural que debe tener el 
Cuerpo en lo que tiene que ver con la consideración de todas 


las leyes. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para referirme a la 
moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Tal vez sea el menos indicado para 
hacer uso de la palabra en este momento, porque tuve que 
solicitar la amabilidad del Cuerpo para poder incluir ahora 
mi firma en la moción, ya que durante toda la tarde estuve 
participando de una reunión de Bancada del Partido Colorado 
con los Directores de UTE y dei Banco Hipotecario. 
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Deseo aclarar, en primer lugar, que considero que el razo- 
namiento del señor Senador Batlle es impecable. Asimismo, 
quiero indicar que siempre hemos defendido la potestad de 
que los temas sean estudiados en las Comisiones pero, sobre 
todo, la potestad de los Senadores -en especial, de quienes no 
las integramos- de contar con los antecedentes que nos per- 
mitan ¡lustrarnos al respecto. 


Según se me ha explicado, esta moción es un intento de 
exitar, de alguna forma, a la Comisión para que trate este 
asunto. Reitero que el razonamiento del señor Senador Batlle 
me parece impecable y lo comparto. Sin embargo, en este 
caso no se trata, al menos por parte de quien habla -nunca lo 
hemos hecho y creo que en el pasado hemos dado pruebas de 
lo que voy a decir- de sentirse influenciado por la tribuna. 
Nunca hemos votado o tratado un tema con urgencia, ni he- 
mos emitido una opinión en función de lo que diga la tribu- 
na. Inclusive, muchas veces ésta ha estado mayoritariamente 
en contra de nuestros dichos y los hemos mantenido. Pero 
también tenemos derecho a establecer determinadas herra- 
mientas que permitan salvaguardar el sistema. Aclaro que no 
voy a hacer un discurso en cuanto al tema etéreo de la co- 
rrupción. Pero si hay algo evidente, el único cordón umbili- 
cal -y basta leer cualquier libro de historia de América Latina 
para comprobarlo- de todos los movimientos que alguna vez 
han atentado contra la democracia y a veces han conseguido 
eclipsarla -más allá del signo que tengan, sin importar el 
origen doctrinario ni su procedencia- es una frase que siem- 
pre aparece: la lucha contra la corrupción. Entonces, proba- 
blemente la sociedad uruguaya se alarme por cosas que tildo 
con el adjetivo “menores” frente a lo que sucede en naciones 
milenarias; sin ánimo de ofender a nuestros hermanos italia- 
nos, observo que las noticias de corrupción que llegan desde 
Ttalia conmueven fuera de ese país, pero no dentro de él 
porque, tal vez, le pasó lo peor que le puede ocurrir a una 
nación: acostumbrarse a la corrupción. Afortunadamente, en 
Uruguay eso no sucede. 


Por lo tanto, creo que tenemos el derecho, no de trabajar 
al grito de la tribuna, pero sí según el dictado de nuestra 
conciencia, a fin de crear los anticuerpos que impidan que un 
día suceda en Uruguay lo que ocurre en naciones milenarias 
y también en aquellas que son tan jóvenes como la nuestra, 
muy cercanas a nuestras fronteras, 


Reitero que me afilio al razonamiento del señor Senador 
Batile, pero creo que este tema merece, tal vez como ningún 
otro, un tratamiento prioritario por parte del Senado. Estimo 
que le estaremos dando un mensaje muy claro a la población 
en el sentido de que, aunque discrepemos con ardor en todos 
los temas, estaremos unidos en la defensa de ese derecho a 
disentir, que es necesario defender todos los días y que mu- 
chas veces se pierde cuando no hay dignidad entre los actores 
públicos que discrepan de cara a la opinión pública. 


SEÑOR MICHELINI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 
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SEÑOR MICHELINI. - Creo que los integrantes del Cuer- 
po que concurrimos asiduamente a las Comisiones y observa- 
mos que éstas no tratan aquellos proyectos que, a nuestro 
juicio, deben analizarse -y que no aparecen en el orden del 
día, a pesar de la importancia política que le otorgan los 
partidos- tenemos derecho a plantear el tema en el seno del 
Cuerpo. Aclaro que he ido prácticamente a todas las sesiones 
durante los últimos dos meses de la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación. Además, me consta que la mayoría es 
proclive a estudiar y a aprobar rápidamente el Proyecto. Sin 
embargo, reitero que no figura en el orden del día y la Comi- 
sión no encuentra una manera de discutirlo; además, última- 
mente no se lo ha incluido en las propuestas de trabajo. 


En consecuencia, en el ámbito que me corresponde, opto 
por plantear este tema para que se discuta; si no es el 17, será 
el 18 o algún día de la semana siguiente. No propongo que el 
Senado vote sobre tablas un Proyecto de Ley de esta trascen- 
dencia. Lo que queremos varios de los señores Senadores que 
hemos planteado esta moción, es que se tome conciencia de 
que va pasando el tiempo y se acerca el momento de comen- 
zar a tratar el Presupuesto; mientras tanto, la Comisión no 
informa al Cuerpo. Entonces, creo que, como muchos, tengo 
el derecho de exponer ante el Senado lo que está sucediendo 
y de solicitar que se incluya el tratamiento de este asunto en 
el orden del día. De esta manera, obligamos a que la Comi- 
sión eleve un informe y, si ésta no lo hace -si, de alguna 
forma, no toma en cuenta la voluntad del Senado- discutamos 
el Proyecto y lo aprobemos. Aclaro que estoy en condiciones 
de votario, pero hay otros señores Senadores que quizás no lo 
estén. Demos, entonces, un plazo de una semana o diez días 
para que, luego de ellos, podamos votarlo, ya sea a favor o en 
contra, según entienda cada uno que debe proceder de acuer- 
do con su leal saber y entender. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Con todo respeto por 
Jos señores Senadores que han firmado la moción, deseo indi- 
car que este es un tema demasiado serio como para que reci- 
ba este tipo de tratamiento. Quien habla -que no es un 
Legislador con mucha antigiiedad- no conoce un precedente 
en este sentido y le parece que sería la primera vez que se 
procediera de esa manera. 


Se trata de un Proyecto de Ley -ignoro si todos los seño- 
res Senadores que firmaron la moción han tenido el tiempo 
suficiente para estudiarlo- no sólo serio en cuanto a su mate- 
ria, sino también bastante complejo y, en mi opinión, tiene 
algunos errores jurídicos gruesos, motivo adicional para no 
zambullirse en él con esta premura. Me parece que si existe 
una preocupación que puede ser legítima con respecto a lo 
que pueda significar esto como señal, me permito subrayar 
que, en todo caso, dicha señal será doblemente negativa: por 
un lado, estaremos indicando que no nos interesa el conteni- 
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do y, por otro, daríamos a entender que en el país existe una 
situación de catástrofe interna que requiere que nada menos 
que el Senado de la República salga a las corridas a votar un 
Proyecto de esta naturaleza, como si Uruguay estuviera sumi- 
do en la más absoluta decadencia. Francamente, creo que no 
es así. Me parece que el Senado no contribuiría, en este caso, 
a dar una señal ajustada a la realidad. Muy por el contrario: 
estaría subrayando lo que, a mi juicio, es una distorsión de lo 
que es, efectivamente, la realidad del país. En ese sentido, 
también es un hecho negativo. 


Por otra parte -lo recordarán los señores Senadores que 
integran la Comisión de Constitución y Legislación- hay un 
pedido, que nos llegó por varias vías, del Tribunal de Cuen- 
tas, en el sentido de que se escuche su opinión con respecto a 
ese Proyecto porque, entre otras cosas, contiene normas que 
considera de dudosa juridicidad y prácticamente imposibles 
de aplicar. 


Con respecto a la inquietud manifestada por el señor Se- 
nador Michelini -sin entrar a considerar su asiduidad o no a 
las sesiones de la Comisión- deseo indicar que las Comisio- 
nes no tienen un orden del día y, en nuestro caso, la Comi- 
sión de Constitución y Legislación tiene una agenda muy 
nutrida, y viene trabajando a satisfacción, más allá de la 
opinión de algún señor Senador en cuanto a su ritmo. Mi 
posición personal sobre el tema es bastante conocida. A pedi- 
do de algunos señores Senadores -entre los que no me en- 
cuentro- en este momento, se está considerando el asunto 
relativo a la Comisión Administrativa y, a solicitud de 
otros -entre los que no figuro, como tampoco lo hacen inte- 
grantes del Partido Colorado- se está analizando un proyecto 
sobre violencia doméstica, ya que se juzgó que era priorita- 
rio. En ambos casos, la iniciativa provino de señores Senado- 
res del Frente Amplio que integran la Comisión. 


Por lo tanto, considero que debemos ponernos de acuerdo 
sobre cuáles son las prerrogativas, puesto que tenemos que 
analizar una docena de proyectos positivos, realmente con 
contenido y de enorme trascendencia para el país. Franca- 
mente, pienso que, de procederse tal como se propone, sería 
un muy mal precedente, una pésima señal y no se estaría 
actuando con la seriedad que merece el tema. 


En virtud de lo expuesto, deseo indicar que soy contrario 
a esta moción, 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Deseo consultar a los señores Sena- 
dores que han planteado esta moción acerca de si pueden 
modificarla en el sentido de establecer que el Senado exhorte 
a la Comisión de Constitución y Legislación para que trate 
este tema a la mayor brevedad. Parece que esta sería la forma 
de conseguir una votación unánime. De lo contrario, estaría- 
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mos haciendo algo no solamente sin precedentes, sino que 
nos generaría a partir de ahora una situación de relaciona- 
miento interno muy desagradable, puesto que cada vez que 
un grupo de señores Senadores entendamos que hay un asun- 
to que debe ser tratado porque consideramos que es muy 
importante, podríamos plantear una queja al Cuerpo para que 
lo tratara en forma urgente y sin discusión. Son temas en los 
que podemos estar de acuerdo aunque no conozcamos el tex- 
to, pero queremos conocerlo o, por lo menos, aspiramos a 
que venga al Plenario un proyecto informado. 


Solicito a los miembros informantes que cambien la mo- 
ción para que la podamos votar por unanimidad, exhortando 
a la Comisión de Constitución y Legislación a que en el 
lapso de esta Legislatura haga el esfuerzo para elevar con 
informe la iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Señores Senadores: la moción 
de orden en consideración corresponde a las cubiertas por el 
literal A del artículo 68 del Reglamento dei Senado. Es decir 
que admiten discusión, pero una sola intervención de cada 
orador, en la cual no puede haber alusiones personales o 
políticas. Precisamente, el Reglamento busca que Ja discu- 
sión sea ágil. 


La Mesa iba a formular a los señores mocionantes la mis- 
ma sugerencia que el señor Senador Batlle. Quedaría enton- 
ces planteada y, si algunos de los señores mocionantes desea 
referirse al tema, el Cuerpo podría seguir adelante en el aná- 
lisis de los demás asuntos que integran el orden del día de la 
sesión de hoy. 


Reconociendo que estamos haciendo una excepción al Re- 
glamento, cedemos la palabra al señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI. - Señor Presidente: se ha hecho una 
exhortación. Nuestra voluntad ha sido que la Comisión discu- 
tiera este tema y, frente a la situación cerrada que se presen- 
tó, hemos venido al Cuerpo. 


No tengo inconveniente en que se cambie la fecha y se 
trate en los primeros días de noviembre, pero si el Senado 
quiere tratar este tema, debe dar a la Comisión un plazo 
razonable para que lo estudie. Creo sí, que el mismo amerita 
que el Cuerpo fije una fecha -repito, lo más razonable posi- 
ble- para que en algún momento figure en el orden del día. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para ocuparme de 
la moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: deseo hacer dos 
puntualizaciones. En primer lugar, que precedentes en mate- 
ria de tratamiento de proyectos de ley importantes sin que la 
Comisión los haya considerado, hay decenas, por no decir 
centenares. Cuando hay opinión o acuerdos políticos confor- 
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mados, se votan hasta Rendiciones de Cuentas en diez minu- 
tos e, incluso, algunas leyes más trascendentes. 


Creo que este es un Proyecto de Ley muy importante y 
habría deseado que la Comisión ya lo hubiera traído informa- 
do. Como existe una solicitud, me parece correcto conceder 
un plazo de quince días o un mes para que venga a Sala, pero 
quiero que su sanción se produzca este mismo año, sobre 
todo teniendo en cuenta que ya existe pronunciamiento por 
parte de la Cámara de Representantes. Todos los lemas tene- 
mos opinión formada, lo conocemos y contamos con decenas 
de artículos periodísticos y debates, propiciados -además- por 
una situación muy especial que vivió el país en los últimos 
meses en torno a este tema. Propongo, pues, que se cambie la 
fecha y se trate este año. 


Quiero recordar que próximamente entrará a considera- 
ción del Senado el Presupuesto Nacional -de acuerdo con lo 
que me informó el señor Presidente, estará ingresando el día 
24 de este mes- y recibirá atención preferente durante cua- 
renta y cinco días. 


Insisto una vez más en que se fije otra fecha para este 
mismo año a fin de abordar el tratamiento del terna que nos 
ocupa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa sugiere que en los 
próximos minutos los mocionantes busquen una justa redac- 
ción en el sentido indicado. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para referirme al 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: recogiendo las 
palabras del señor Senador Michelini, así como lo que enten- 
dí expresó el señor Senador Batlle en cuanto a que su propó- 
sito no era que la sanción del Proyecto de Ley se produjera 
dentro de esta Legislatura sino, más concretamente, este mis- 
mo año, voy a hacer una proposición. 


Tomando esas ideas, pienso que podríamos incluir el asunto 
en el orden del día de la primera sesión ordinaria del mes 
entrante. Tal vez esa sería una fecha relativamente próxima y 
daría tiempo a la Comisión para que estudie el tema. 


Quiero aprovechar el uso de la palabra para tratar de evi- 
tar que en el futuro se repitan este tipo de proposiciones, que 
levantan cierta resistencia entre algunos señores Senadores. 


Voy a recordar que en la Legislatura correspondiente a 
los años 1985-1990, existió en el Senado una Comisión de 
Orden del Día, integrada por un representante de cada sector. 
Me parece que ella debe haber sido eliminada -ya que hoy no 
existe- cuando se modificó el Reglamento. Sugeriría que se 
soticite a la Comisión de Asuntos Internos el estudio de la 
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creación de dicha Comisión para que, junto con el Presidente 
det Cuerpo, organice aquellos asuntos que se pretende sean 
tratados en determinado período. 


Concretamente, formulo moción en el sentido de que la 
Comisión de Asuntos Internos examine la reincorporación de 
esta disposición al Reglamento del Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa tendrá en cuenta la 
sugerencia del señor Senador Pereyra. La Comisión existe, 
pero no ha sido integrada; por lo tanto, entiendo que debe ser 
objeto de discusión en la próxima reunión de coordinadores, 
a efectos de tomar la vía más expedita en la materia. 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POZZOLO. - Simplemente quiero expresar mi 
coincidencia con la propuesta formulada por el señor Senador 
Pereyra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa consulta rápidamente 
a los mocionantes si estarían de acuerdo en aceptar la pro- 
puesta introducida por el señor Senador Pereyra, en el sentido 
de que el tema sea incluido en el orden del día de la primera 
sesión ordinaria del mes de noviembre, con informe, con lo 
cual estaríamos invitando a la Comisión a que proceda al 
estudio de este tema. Si así fuera, votaríamos la moción. 


SEÑOR MICHELINI. - Estoy de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Siendo así, se va a votar la 
inclusión del tema en la forma indicada. 


(Se vota:) 
-28 en 28. Afirmativa, UNANIMIDAD. 
SEÑOR MACHIÑENA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. > 


SEÑOR MACHIÑENA. - Con respecto a este Proyecto de 
Ley -que debemos destacar que fue prácticamente aprobado 
por unanimidad- hago mías las palabras del señor Senador 
Millor en el sentido de que nadie puede desconocer que el 
ejemplo de Italia está muy distante de lo que aquí sucede. Sin 
embargo, ello no significa que no sea esta una Ley funda- 
mental, porque ho se puede ignorar -reitero- que en la opi- 
nión pública existe indiscutible y muy lamentablemente una 
imagen muy negativa en todo lo relacionado a este tema. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: he dado mi voto 
afirmativo a esta solución que se planteó, transfiriendo para 
la primera sesión ordinaria de noviembre la consideración, 
con informe, de este Proyecto de Ley. 


No me aparto de que puede existir mucho interés en el 
país en el sentido de que haya un Proyecto de Ley de esta 
naturaleza. En tiempos en que fui Representante Nacional, 
regía una disposición -que creo está tan vigente como desco- 
nocida por todos nosotros- a través de la cual -recuerdo- bajo 
sobre cerrado le entregué al Presidente de la Cámara de Re- 
presentantes un estado de mi situación patrimonial. Eso lo 
hice, repito, en oportunidad de ser Legislador. Por tal motivo, 
no tengo ningún inconveniente en considerar un Proyecto de 
Ley de esta naturaleza y llevarlo adelante. 


De todas formas, entiendo que las buenas o malas con- 
ductas de las personas que actúan en la vida pública o priva- 
da están en su interior, más allá de que puede ser conveniente 
que existan las leyes a fin de reglamentar las actividades de 
cada uno. Insisto, portarse bien o mal no es una cuestión de 
leyes sino de personas. 


(Apoyados) 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Quiero señalar que hemos apoyado 
la propuesta -personalmente, la he firmado- porque nos pare- 
ce que es un tema que importa. No obstante ello, la cristalini- 
dad no se centra exclusivamente en este punto, Nos preocupan 
algunos temas que se han tratado, como el del Banco Pan de 
Azúcar o el del Banco de Seguros. Reitero, la temática es 
mucho más amplia y le damos a esto un determinado alcan- 
ce. 


Por otro lado, debemos decir que compartimos la posición 
del señor Senador Pereyra. Queremos aclarar que, a nuestro 
juicio, es imprescindible que haya una cierta previsión de 
igualdad en los temas que van a ser incluidos en el orden del 
día. Hemos presentado proyectos de importancia social, como 
el vinculado con el trabajo, las fábricas cerradas y la protec- 
ción de la libertad sindical. Todas esas iniciativas están dur- 
miendo en las Comisiones. Queda claro, entonces, que hay 
otros temas que están pendientes y a los que les cuesta mu- 
cho llegar a ser tratados por la Comisión. 


Advierto que este planteamiento también lo haremos en el 
seno de la Comisión y, repito, a nuestro juicio estos temas 
deben ser considerados con cierto carácter de igualdad. Por 
esa razón nos importa que el orden del día se elabore coordi- 
nadamente -tal como se hacía en la Cámara de Representan- 
tes- tarea que tal vez pueda llevar a cabo la mencionada 
Comisión. 


188-C.S, 


SEÑOR PRESIDENTE. - A título informativo, la Presi- 
dencia señala que el orden del día de las Comisiones lo fijan 
ellas mismas. En lo que tiene que ver con el del Plenario, 
podría discutirse a nivel de los coordinadores si es que se 
puede integrar esa Comisión. 


SEÑORA ARISMENDI. - Pido la palabra para fundar el 


voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI. - Comparto la intención de la 
moción en cuanto a que el tema se trate, no sólo atendiendo 
al contenido del proyecto, sino también a otro criterio de 
menor jerarquía, que es el de que en aquellos proyectos que 
han sido tratados y aprobados en una de las Cámaras -en este 
caso la Cámara de Representantes- debería avanzarse consi- 
derándolos en la otra Cámara. 


No me iría tranquila sin decir con mucha honestidad -de 
la misma forma con que critico muy duramente cuando estoy 
convencida de algo- que en lo que tiene que ver con un 
proyecto que nos ocupa e interesa, relativo a la defensoría de 
la víctima de la violencia sexual y doméstica, hemos encon- 
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“ARTICULO 1”. - La oferta pública de valores y 
sus respectivos mercados e intermediarios, compren- 
diendo a vía de ejemplo, bolsas de valores, corredores 
de bolsa y agentes de valores, así como los emisores 
de instrumentos de oferta pública, quedarán sometidos 
a las disposiciones de esta Ley, a los reglamentos y a 
las normas generales e instrucciones particulares que 
dicte el Banco Central del Uruguay para su ejecución. 


Las emisiones que realicen los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados industriales y comerciales, 
así como la Corporación Nacional para el Desarrollo 
se ajustarán a la presente Ley, no siendo ésta aplicable 
a los valores emitidos por el Estado y los Gobiernos 
Departamentales”.) 

-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10 de Octubre de 1995 


En consideración el Capítulo IL, Oferta Pública de Valo- 
res, que comprende los artículos 2” a 6”. 


trado, tanto en los integrantes de la Comisión como en su 
Presidente, una actitud de apertura al tema y a incluirlo en el 
orden del día. Reitero, no me sentiría contenta conmigo mis- 
ma si no señalara este dato de la realidad. (El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 


es el siguiente: 


10) MERCADO DE VALORES Y OBLIGACIONES NE- 
GOCIABLES 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la discusión del Pro- 
yecto de Ley sobre mercado de valores y obligaciones nego- 
ciables. 


Advierto que son las 19 horas y 44 minutos y, por tratarse 
de una sesión ordinaria, deberá levantarse a las 20. De todas 


maneras, creo que tenemos tiempo suficiente para comenzar 
la consideración particular del proyecto. 


En discusión particular. 


Léase el Título 1, Mercado de Valores, Capítulo 1, Ambito 
de Aplicación, que comprende el artículo 1”. 


SEÑOR ASTORI. - Mociono para que se suprima la lec- 
tura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 2”. (Definiciones y alcance). - Se en- 
tiende por oferta pública de valores la invitación diri- 
gida al público en general o a ciertos sectores O a 
grupos específicos de éste, a efectos de adquirir dichos 
valores. 


Las emisiones privadas quedan excluidas de las dis- 
posiciones del presente Título. Se considerarán tales 
las emisiones de valores en las que se deje expresa 
constancia de su carácter privado, se coloquen en for- 
ma directa a personas físicas o jurídicas determinadas, 
sea o no a través de intermediarios de valores y no se 
coticen en bolsa ni se haga publicidad para su cotiza- 
ción. Quien realice emisiones privadas será responsa- 
ble de aclarar expresamente que dichas emisiones no 
han sido registradas por el Banco Central del Uruguay. 


ARTICULO 3”. (Registro de Valores). - Sólo podrá 
hacerse oferta pública de valores cuando éstos y su 
emisor hayan sido inscriptos en el Registro de Valores 
que a esos efectos llevará el Banco Central del Uru- 


guay. 


ARTICULO 4”. (Inscripción en el Registro de Va- 
lores). - La solicitud de inscripción de valores de ofer- 
ta pública en el Registro de Valores podrá ser 
presentada por la entidad emisora o por una bolsa de 
valores. 


10 de Octubre de 1995 


En caso de presentación de valores por la entidad 
emisora, corresponderá al Banco Central del Uruguay 
decidir en cuanto a su inscripción. El trámite para 
autorizar la inscripción de los valores no podrá exce- 
der los treinta días corridos contados desde la fecha en 
que la solicitud fuera presentada. El plazo podrá sus- 
penderse si fuera necesario demandar información adi- 
cional, reanudándose cuando se haya presentado la 
misma. Vencido dicho plazo sin que haya mediado 
pronunciamiento del Banco Central del Uruguay el va- 
lor se considerará inscripto en el Registro de Valores y 
autorizado para la oferta pública. 


La inscripción podrá igualmente ser presentada por 
una bolsa de valores, la que deberá haberla autorizado 
previamente, de acuerdo con las disposiciones conte- 
nidas en sus propios reglamentos. En estos casos, el 
plazo con que cuenta el Banco Central del Uruguay 
para decidir será de diez días corridos, vencido el cual 
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razón de su cargo o posición, e ignorada por el merca- 
do, para Obtener ventajas con la negociación de valo- 
res, serán pasibles de las sanciones a que refiere el 
artículo 24 de la presente Ley, sin perjuicio de las 
acciones por daño a que ello diere lugar. 


Serán pasibles de iguales sanciones y darán dere- 
cho a accionar civilmente por daños y perjuicios, los 
emisores o intermediarios que divulguen información 
falsa o tendenciosa sobre valores o emisiones con la 
finalidad de beneficiase de ello, sin perjuicio de lo 
dispuesto por la legislación penal”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


C.S.-189 


sin que aquél se hubiera pronunciado, procederá la 


z : , : En consideración el Capítulo II, Valores, que comprende 
incorporación del valor al registro mencionado. 


los artículos 7% a 12. 


Tanto la reglamentación que dicte el Banco Cen- 


á (El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
tral del Uruguay para lós valores presentados directa- 


es el siguiente: 


mente por la emisora para su inscripción, como los 
reglamentos que dicten las bolsas para los valores pre- 
sentados ante las suyas, podrán prever requisitos dife- 
renciales en atención al tipo de valor, de oferta, de 
inversor al cual va dirigida y de emisor de que se trate, 
asegurando por parte del emisor la debida información 
respecto de la característica de la emisión y del régi- 
men al cual se encuentra sujeta. 


Será responsabilidad de la bolsa de valores respec- 
tiva que el valor inscripto cumpla con los requeri- 
mientos establecidos en los reglamentos de la propia 
bolsa de valores autorizados por el Banco Central del 
Uruguay. 


ARTICULO $”. (Divulgación de información). - Los 
emisores de valores objeto de oferta pública divulga- 
rán en forma veraz, suficiente y oportuna, toda infor- 
mación esencial respecto de sí mismos, de los valores 
ofrecidos y de la oferta. 


Se entiende por información esencial aquella que 
una persona diligente consideraría relevante para sus 
decisiones sobre inversión. 


El Banco Central del Uruguay establecerá, dentro 
de las normas vigentes en materia de confidencialidad, 
el contenido de la información y los requisitos para su 
divulgación, con la finalidad de que los potenciales 
inversores dispongan de los elementos adecuados a los 
efectos de su decisión. 


ARTICULO €”. (Información reservada y confiden- 
cial). - Los emisores o intermediarios que hagan uso 
de información reservada o privilegiada, obtenida en 


“ARTICULO 7” (Definición). - Se entenderá por 
valores, a los efectos de esta Ley, los bienes o dere- 
chos transferibles, incorporados o no a un documento, 
que cumplan con los requisitos que establezcan las 
normas vigentes. Se incluyen en este concepto las ac- 
ciones, obligaciones negociables, futuros, opciones, 
cuotas de fondos de inversión, títulos valores y, en 
general, todo derecho de crédito o inversión. 


Los valores de oferta pública, así como los valores 
de oferta privada emitidos en serie, podrán represen- 
tarse por medio de títulos o registrarse mediante ano- 
taciones en cuenta, denominándose en este caso valores 
escriturales, 


Los valores escriturales podrán operar como fungi- 
bles de acuerdo con las condiciones que la reglamenta- 
ción determine o las que faculte pactar a los interesados. 


ARTICULO $” (Valores escriturales). - La repre- 
sentación de valores por medio de anotaciones en cuenta 
requerirá el otorgamiento de un documento de emisión 
en el que constarán las características, los términos y 
las condiciones que corresponderán a los valores. El 
documento de emisión o copia certificada del mismo 
deberá depositarse ante la entidad que lleve el registro 
de valores escriturales, en las formas y condiciones 
que establezca la reglamentación. 


La entidad que lleve el registro de valores escritu- 
rales debe otorgar al suscriptor de dichos valores com- 
probante de la apertura de su cuenta y de todo 
movimiento que se inscriba en ella. Asimismo el titu- 
lar tendrá derecho a que se le entregue constancia del 
saldo y el estado de su cuenta. 
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ARTICULO 9” (Titularidad y registro de valores 
escriturales). - Se presumirá titular legítimo aquel que 
resulte de los asientos del registro contable. 


El registro de valores escriturales será atribuido a 
una única entidad por emisión. Esta podrá ser, a vía de 
ejemplo, una entidad de intermediación financiera, una 
bolsa o una caja de valores sin perjuicio del registro 
que el emisor pueda llevar por imposición legal o re- 
glamentaria. 


ARTICULO 10 (Transmisión de valores escritura- 
les). - La transmisión de tos valores escriturales tendrá 
lugar por transferencia contable. La inscripción en el 
registro de valores escriturales de la transmisión a fa- 
vor del adquirente producirá los mismos efectos que la 
tradición de los títulos. 


La transmisión será oponible a terceros desde el 
momento en que se haya practicado la inscripción. 


La entidad emisora sólo podrá oponer, frente al 
adquirente de buena fe de valores escriturales, las excep- 
ciones que hubiere podido esgrimir en el caso de que los 
valores estuvieren representados por medio de títulos y 
aquellas que derivan del documento de emisión. 


ARTICULO ll. Las constancias que emite el re- 
gistro, sea de la emisión, sea del saldo en cuenta, cons- 
tituirán título suficiente para reclamar el cobro ejecutivo 
del precio o la propiedad del valor, respectivamente, 
en casos de incumplimiento. 


ARTICULO 12 (Derechos Reales). - La constitu- 
ción de derechos reales u otra clase de gravámenes 


sobre valores escriturales deberá inscribirse en la cuenta 
correspondiente. 


Sin perjuicio de lo anterior, el derecho real será 
oponible a terceros desde el momento de su inscrip- 
ción en el registro correspondiente.””) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-26 en 28. Afirmativya. 


En consideración el Capítulo IV, Bolsa de Valores, que 
comprende los artículos 13 a 15. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
es el siguiente: 


ARTICULO 13. (Definición). - Las bolsas de valo- 
res son entidades que tienen por objeto proveer a sus 
miembros los medios necesarios para que puedan rea- 
lizar eficazmente las transacciones de valores median- 
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te mecanismos de subasta pública, y para que puedan 
efectuar las demás actividades de intermediación de 
valores que procedan de acuerdo con la ley. 


Las bolsas de valores deberán adoptar preceptiva- 
mente la forma jurídica de asociación civil o de socie- 
dad anónima por acciones nominativas. 


ARTICULO 14. (Autorización y registro). - Las 
bulsas de valores requerirán autorización del Banco 
Central del Uruguay para funcionar, debiendo regis- 
trarse ante el mismo, acreditando haber cumplido con 
los requisitos exigidos legal y reglamentariamente. 


La autorización referida en el inciso anterior no 
será exigida a la Bolsa de Valores de Montevideo y a 
la Bolsa Electrónica de Valores del Uruguay, bastando 
el registro en estos casos. 


ARTICULO 15. (Autorregulación de las bolsas). - 
Las bolsas de valores deberán dictar las normas nece- 
sarias para regular las operaciones bursátiles en todos 
sus aspectos y la actividad de los corredores de bolsa, 
estableciendo la información que los mismos deben 
brindar, y vigilando el estricto cumplimiento de las 
citadas normas, de manera de asegurar la existencia de 
un mercado competitivo, ordenado y transparente. 


La autorregulación señalada, es sin perjuicio de la 
facultad del Banco Central del Uruguay de controlar el 
funcionamiento de las bolsas de valores, y de impartir 
las normas generales e instrucciones particulares que 
estime necesarias para cumplir con los objetivos esta- 
blecidos en el inciso anterior.””) 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Quisiera solicitar a los miembros 
informantes una aclaración sobre el artículo 13, que establece 
que las Bolsas de Valores deberán adoptar preceptivamente 
la forma de asociación civil o de sociedad anónima por ac- 
ciones nominativas. Comprendo la situación de las socieda- 
des anónimas por acciones nominativas, pero la asociación 
civil no tiene ánimo de lucro. Concretamente, quisiera saber 
si está aceptada esta idea, es decir, si se prevé que no tenga 
ánimo de lucro. Aparentemente, no estaría claro, O no se 
establece, quiénes serían los asociados de las Bolsas de Valo- 
res. Presumiblemente, serían emisores o intermediarios. 


Por lo tanto, solicitaría que se me aclarara este aspecto y 
el alcance de esta calificación de asociación civil, que se 


supone es sin ánimo de lucro. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


10 de Octubre de 1995 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante, 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Con respecto a la se- 
gunda interrogante que plantea el señor Senador Sarthou, debo 
decir que los integrantes de las Bolsas de Valores están defi- 
nidos más adelante, en el artículo 17, y son los corredores, no 
los emisores. De todas formas, llamémosles intermediarios 
para no entrar en aspectos muy técnicos. 


En cuanto a la admisibilidad de la figura de la asociación 
civil, cabe destacar que no es incompatible. Mientras escu- 
chaba la argumentación del señor Senador Sarthou pensaba 
si, por ejemplo, en este momento la Cámara Mercantil no es 
una asociación civil. El ánimo de lucro que obviamente es de 
la esencia de las operaciones, no necesariamente es de la 
organización que permite efectuarlas. Evidentemente, el co- 
rredor sí es una persona que tiene ánimo de lucro, pero el 
teatro donde actúa no necesariamente lo debe tener. La Bolsa 
de Valores forma parte de la Cámara de Comercio, que sí es 
una sociedad anónima, pero por motivos más bien históricos. 


Básicamente, la Bolsa de Valores da las condiciones para 
que actúen los distintos agentes de acuerdo con determinadas 
normas. Lo que interesa, llamémosle ai orden público o al 
buen funcionamiento, no es la existencia o inexistencia de 
lucro, sino las normas a las cuales deban someterse, y esas 
son las mismas, tenga un tipo u otro de personería jurídica. 
Por to tanto, en cuanto al bien a tutelar, diría que es indife- 
rente y dependerá de la voluntad de aquellos que vayan a 
constituir una Bolsa de Valores el determinar cuál es el cami- 
no que prefieren. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el Capítulo V, que abarca los artícu- 
los 16 a 19. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
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Los intermediarios que no actúen como miembros 
de una bolsa de valores se denominarán agentes de 
valores y requerirán la autorización del Banco Central 
del Uruguay para funcionar, de acuerdo con las nor- 
mas reglamentarias que éste determine, 


Las normas referentes a las bolsas de valores serán 
aplicables, en lo pertinente, a las entidades que agru- 
pan a los agentes de valores. 


ARTICULO 18. (Responsabilidad y prueba). - Los 
intermediarios de valores deben verificar la identidad 
y la capacidad legal de las personas que contraten por 
su intermedio y la autenticidad de los valores que ne- 
gocien. 


Los intermediarios de valores quedan personalmente 
obligados a pagar el precio de la compra o a hacer la 
entrega de los valores vendidos según las condiciones 
pactadas. 


Los comprobantes, las minutas o las constancias 
que entreguen a sus clientes y las que se dieren recí- 
procamente, en los casos en que dos o más intermedia- 
rios concurran a la celebración de un negocio por 
encargo de diversas personas, hacen prueba en contra 
del intermediario de valores que las emite. 


ARTICULO 19. (Inaplicabilidad de la Ley N” 16.497, 
de 24 de junio de 1994, y de los artículos 89 a 113 
del Código de Comercio). - No serán aplicables a 
los intermediarios de valores las disposiciones de la 
Ley N” 16.497, de 24 de junio de 1994, y del Capítulo 
I (de los Corredores, artículos 89 a 113 inclusive) del 
Título Ili del Libro Primero del Código de Comer- 
cio.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


C.S.-191 


En consideración el Capítulo VI, que abarca los artícu- 
los 20 a 22. 


es el siguiente: 


“ARTICULO 16. (Concepto). - Se consideran in- 
termediarios de valores aquellas personas físicas o ju- 
rídicas que realizan en forma profesional y habitual 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
es el siguiente: 


operaciones de corretaje, de comisión u otras tendien- 
tes a poner en contacto a oferentes y demandantes de 
valores objeto de oferta pública. 


ARTICULO 17. (Fipos de intermediarios y régi- 
men jurídico). - Los intermediarios que actúan como 
miembros de una bolsa de valores se denominan corre- 
dores de bolsa. Para ser corredor de bolsa se requerirá 
cumplir con los requisitos que establezca la reglamen- 
tación de la respectiva bolsa de valores. 


“ARTICULO 20. (Fines). - Corresponde al Banco 
Central del Uruguay velar por la transparencia, la com- 
petitividad y la autorregulación de los mercados de 
valores de oferta pública, así como por la adecuada 
información a los inversionistas. 


ARTICULO 21. (Regulación y fiscalización). - A 
los fines previstos por esta Ley, el Banco Central del 
Uruguay dictará las normas a las cuales deberán ajus- 
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tarse los mercados y las personas físicas o jurídicas 
que intervengan en la oferta pública de valores y fisca- 
lizará su cumplimiento. 


Asimismo, el Banco Central del Uruguay podrá re- 
glamentar y fiscalizar actividad de las entidades que 
se dediquen a calificar riesgos. 


ARTICULO 22. (Atribuciones). - Para el ejercicio 
de las competencias previstas en la presente Ley, el 
Banco Central del Uruguay tendrá las siguientes atri- 
buciones: 


a) dictar normas tendientes a fomentar y preservar 
un mercado de valores competitivo, ordenado y 
transparente; 


b) llevar el registro de valores autorizados para 
oferta pública; 


c) requerir a las personas mencionadas en el ar- 
tículo 21, de la presente Ley, que brinden in- 
formación con la periodicidad y bajo las formas 
que el Banco juzgue necesarias, así como la 
exhibición de registros y documentos; 


d) aplicar las sanciones previstas en el artículo 24 
de la presente Ley; 


e) participar en organismos internacionales en la 
materia de su competencia y celebrar convenios 
con dichos organismos, así como con entidades 
reguladoras de mercados de valores en otros paí- 
ses, con sujeción a las normas legales aplicables.”) 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Por las razones que expuse en la dis- 
cusión general y que no han sido refutadas, no voy a votar 
este Capítulo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-24 en 27. Afirmativa. 


En consideración el Capítulo VII, que abarca los artículos 
23 a 25. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
es el siguiente: 


“ARTICULO 23. (Autorregulación disciplinaria de 
las bolsas de valores). - Las bolsas de valores estable- 
cerán el régimen disciplinario a adoptar con sus corre- 
dores y con los emisores que coticen en ellas. Podrán 
ser aplicables las siguientes medidas, que deberán fun- 
darse en todos los casos: 


a) observación; 

b) apercibimiento; 

c) suspensión de los corredores de bolsa; 

d) eliminación del registro de corredores de bolsa; 
e) suspensión de la autorización para cotizar; 

FP) cancelación de la autorización para cotizar. 


Una vez aplicada la medida correspondiente, la res- 
pectiva bolsa dará cuenta al Banco Central del Uru- 
guay de sus razones y fundamentos, solicitando la 
suspensión o la cancelación del registro del valor, cuan- 
do correspondiere. 


ARTICULO 24. (Facultades sancionatorias del 
BCU). - En casos de transgresiones a las normas que 
no fueren pasibles de sanción bajo lo dispuesto en el 
artículo 23, de la presente Ley, o que siéndolo no 
hubieren dado lugar a su aplicación, o cuya sanción se 
estime insuficiente por la gravedad de la falta, el Ban- 
co Central del Uruguay podrá imponer las sanciones 
que se establecen a continuación. 


A cualquiera de las personas físicas o jurídicas in- 
tervinientes en la oferta pública de valores (emisores, 
bolsas, intermediarios, instituciones registrantes, cus- 
todios y calificadores): 

1) observación; 


2) apercibimiento; 


Sin perjuicio de lo anterior, el Banco Central del 
Uruguay podrá imponer: 


a) a los emisores: 
1) suspensión o cancelación de la emisión; 


2) suspensión o cancelación de la habilitación 
para realizar oferta pública; 


b) a las bolsas, intermediarios, instituciones regis- 
trantes, custodios y calificadores: 


1) multa de hasta 60.000 UR (sesenta mil uni- 
dades reajustables); 
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2) suspensión o cancelación de sus actividades. 


Sólo podrá aplicarse acumulativamente a una mis- 
ma persona y por un mismo caso, las sanciones previs- 
tas en el literal b) precedente. 


No será aplicable lo dispuesto en el artículo 20 del 
Decreto-Ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982, 
con la redacción dada por la Ley N” 16.327, de 11 de 
noviembre de 1992, sin perjuicio de las facultades del 
Banco Central del Uruguay a solicitar, en lo pertinen- 
te, medidas judiciales. 


ARTICULO 25 (Debido proceso). - Las sanciones a 
recaer en aplicación de lo dispuesto en los artículos 23 y 
24 de la presente Ley, se determinarán para las distintas 
actividades, en función de la gravedad de la falta. 


El procedimiento para la aplicación de sanciones 
deberá observar necesariamente y en todos los casos, 
las garantías del debido proceso, dándose vista de las 
respectivas actuaciones y posibilitándose un pleno ejer- 
cicio del derecho de defensa con articulación de des- 
cargos por parte del o los afectados por la medida.”) 


SEÑOR MALLO. - Simplemente, quiero dejar constancia 
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cooperativas, podrán emitir obligaciones negociables 
conforme a las disposiciones de la presente Ley. 


También podrán hacerlo, para financiar proyectos 
de inversión, los Entes Autónomos y los Servicios Des- 
centralizados del dominio industrial y comercial del 
Estado, así como las personas públicas no estatales 
previa autorización del Poder Ejecutivo, con informe 
del Banco Central del Uruguay. Asimismo, quedan 
comprendidas en esta autorización las asociaciones ci- 
viles, mediante resolución de su asamblea social, en 
las condiciones que determine el Banco Central del 
Uruguay. 


ARTICULO 27 (Obligaciones negociables y deben- 
tures). - Deróganse los artículos 435 a 446; 448 a 455; 
458 a 463 y 465 a 473 de la Ley N” 16.060, de 4 de 
setiembre de 1989.) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-26 en 27. Afirmativa. 
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En consideración el Capítulo Il, que abarca tos artícu- 
los 28 a 30. 


de que tampoco voy a votar este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. (El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 


es el siguiente: 


(Se vota:) 
-24 en 27. Afirmativa. 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Aclaro que hemos votado afirmati- 
vamente porque entendemos que aquí el aspecto sancionato- 
rio se refiere a faltas administrativas. Si se entendiera en el 
sentido de una calificación penal, de acuerdo con los plan- 
teos del señor Senador Mallo, no lo hubiéramos votado. Sin 
embargo, creemos que este aspecto sancionatorio tiene que 
ver con sanciones en el orden administrativo y por ello lo 
hemos votado. 


SEÑOR BATLLE. - Además, esas sanciones se pueden 
recurrir. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el Capítulo I 
del Título II, que abarca los artículos 26 y 27. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
es el siguiente: 


“ARTICULO 26 (Entidades comprendidas). - Las 
sociedades comerciales, nacionales o extranjeras, y las 


“ARTÍCULO 28 (Clases de obligaciones). - Podrá 
emitirse diversas clases de obligaciones negociables 
con derechos diferentes. Dentro de cada clase se otor- 
garán los mismos derechos. 


La emisión podrá dividirse en series. No podrá emi- 
tirse nuevas series de la misma clase, mientras las 
anteriores no estén totalmente suscritas o no se hubie- 
re cancelado el saldo no colocado. 


ARTICULO 29 (Forma de las obligaciones). - Las 
obligaciones negociables podrán ser representadas en 
títulos al portador o nominativos, endosables o no. Los 
cupones podrán ser al portador, y deberán contener la 
numeración del título al cual pertenecen. También se 
podrá emitir obligaciones negociables escriturales, de 
conformidad con lo dispuesto en el Capítulo II del 
Título 1 de esta Ley. 


ARTICULO 30 (Obligaciones convertibles). - Las 
sociedades por acciones podrán emitir obligaciones ne- 
gociables convertibles en acciones de la emisora, de 
acuerdo con las condiciones establecidas en el título 
valor o en el contrato de emisión, y con las disposicio- 
nes legales vigentes.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) -26 en 27. Afirmativa. 


En consideración el Capítulo FV, que abarca los artícu- 
los 34 a 37. 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el Capítulo HI, que abarca los artícu- 


los 31 a 33. (El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 


es el siguiente: 
(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 


es el siguiente: “ARTICULO 34 (Derecho de preferencia). - Los 


“ARTICULO 31 (Títulos). - Los títulos, si los hu- 
biere, o las condiciones de la emisión deben contener: 


a) la denominación del título; 


b) el nombre y el domicilio del emisor, así como 
el lugar de pago, si no fuera el mismo que el 
domicilio; 


c) el número de serie y de orden de cada título, así 
como el valor nominal que representa; 


d) el monto y la moneda de la emisión; 
e) el plazo; 
f la naturaleza de la garantía, si la hubiere; 


g) las condiciones y la oportunidad en que se efec- 
tuará la conversión en acciones si la hubiere; 


h) las condiciones de amortización; 


i) el interés y la forma de reajuste o actualización 
del valor del capital, si correspondiere. 


Cuando se trate de obligaciones escriturales, los 
datos indicados en el literal b) precedente, así como el 
nombre del suscriptor, deberán transcribirse en los com- 
probantes de apertura y constancias de saldo. 


ARTICULO 32 (Certificados globales). - Los emi- 
sores podrán emitir certificados globales de sus obli- 
gaciones negociables, cumpliendo con los requisitos 
del artículo anterior, para su inscripción en regímenes 
de depósito colectivo. Estos certificados se considera- 
rán definitivos, negociables y divisibles. 


ARTICULO 33 (Efecto jurídico de la suscripción o 
adquisición de obligaciones negociables). - La suscrip- 
ción o la adquisición de obligaciones negociables, im- 
portará la aceptación y la ratificación de todas las 
estipulaciones, las normas y las condiciones de la emi- 
sión, y del contrato del fiduciario si lo hubiere.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


accionistas que tengan los derechos de preferencia y 
de acrecer en la suscripción de nuevas acciones, po- 
drán ejercerlos en la suscripción de obligaciones nego- 
ciables convertibles, 


Se aplicará, en Jo pertinente, lo dispuesto en los 
artículos 326 a 330 de la Ley N* 16.060, de 4 de 
setiembre de 1989. 


ARTICULO 35 (Aumento de capital). - La resolu- 
ción sobre la emisión de obligaciones negociables con- 
vertibles debe incluir, asimismo, la decisión de 
aumentar el capital social en la cantidad necesaria para 
atender las eventuales solicitudes de conversión. 


ARTICULO 36 (Cambio de calidad jurídica). - El 
tenedor que ejerza la opción de conversión será consi- 
derado accionista desde que la sociedad sea notificada 
de su decisión. Esta deberá entregar las acciones que 
le correspondan o certificados provisorios de las mis- 
mas dentro de los treinta días de verificada la opción. 


ARTICULO 37 (Derecho de acrecer). - Cuando la 
sociedad celebre un convenio de colocación en firme 
de obligaciones negociables convertibles en acciones 
con un agente intermediario, para su posterior distri- 
bución entre el público, la asamblea extraordinaria de 
accionistas puede suprimir el derecho de acrecer, y 
reducir a no menos de quince (15) días el plazo para 
ejercer la preferencia.”) 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Simplemente, deseo, 
dejar una constancia sobre un tema que conocen los miem- 
bros de la Comisión, pero no necesariamente los restantes 
integrantes del Cuerpo. 


En el funcionamiento de los mecanismos de las obligacio- 
nes negociables convertibles en acciones, es esencial que exista 
un tratamiento tributario que las haga posibles. Hoy en día, el 
impuesto al capital de las sociedades anónimas, tal como está 
estructurado actualmente, haría ese funcionamiento imposi- 
ble en la práctica. Por ese motivo, la Comisión hizo llegar al 
Poder Ejecutivo su inquietud: éste se mostró de acuerdo y 
resolvió incluir, en la Ley de Presupuesto, una modificación 
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a la tributación al capital de las Sociedades Anónimas, para 
ajustarse a este Proyecto de Ley. Señalo esto ahora, a efectos 
de que to tengan presente los señores Senadores en la instan- 
cia del Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el Capítulo V, que comprende sólo el 
artículo 38. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
es el siguiente: 


“ARTICULO 38 (Fiduciario). - La emisora podrá, 
en cualquier momento, celebrar con una institución 
financiera o con una bolsa de valores u otras entidades 
especializadas autorizadas a tales efectos por el Banco 
Central del Uruguay, un convenio por el que éstas 
tomen a su cargo la representación de los tenedores 
durante la vigencia de la emisión y hasta su cancela- 
ción total. 


Será de aplicación en lo pertinente, lo dispuesto 
por los artículos 456, 457 y 464 de la Ley N” 16.060, 
de 4 de setiembre de 1989.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


En consideración el Capítulo VI, que abarca los artícu- 
los 39 a 43. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
es el siguiente: 


“ARTICULO 39 (Garantías admitidas). - Pueden 
emitirse obligaciones negociables con cualquier tipo 
de garantía real o personal, cumpliendo con los requi- 
sitos formales que para cada tipo exija la ley y con las 
estipulaciones contenidas en este Capítulo. 


Las garantías se otorgarán antes de la fecha de 
emisión de las obligaciones, o simultáneamente con 
dicha emisión. 


En ausencia de fiduciario, las garantías podrán cons- 
tituirse válidamente en favor de los futuros tenedores 
con la firma del emisor y con la del otorgante si fuere 


un tercero. 
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Para su inscripción en los Registros Públicos co- 
rrespondientes, las garantías reales solamente indivi- 
dualizarán al emisor y a las obligaciones negociables a 
ser garantizadas, con indicación de su monto, fecha de 
vencimiento y demás condiciones que indique la re- 
glamentación, sin necesidad de identificar a los tene- 
dores. 


En los casos de oferta pública y previo a la inscrip- 
ción de la emisión, se deberá depositar en el Banco 
Central del Uruguay o ante quien éste determine, co- 
pia auténtica del documento constitutivo de la garan- 
tía, en el que conste fehacientemente su inscripción en 
el Registro Público correspondiente, si fuere el caso. 
Tratándose de oferta privada, lo anterior podrá cum- 
plirse ante cualquier entidad financiera de plaza. Los 
depositarios sólo entregarán el referido documento para 
su cancelación o al Juzgado competente en caso de 
acción judicial. 


No será de aplicación lo dispuesto por el artículo 
7” de la Ley N” 10.976, de 4 de diciembre de 1947, 
en la redacción dada por el artículo 200, de la Ley 
N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968, 


Si la garantía consistiera en prenda con desplaza- 
miento, la entrega de la cosa prendada se hará al fidu- 
ciario o a un depositario designado por el emisor, quien 
actuará en representación de los tenedores y será res- 
ponsable ante éstos conforme a derecho, 


ARTICULO 40 (Prenda sin desplazamiento). - Los 
valores podrán ser garantizados con cualquier tipo de 
prenda sin desplazamiento de las previstas en nuestro 
ordenamiento jurídico, sin ser aplicables las limitacio- 
nes que se refieren a la calidad del acreedor. 


ARTICULO 41 (Transferencia y cancelación de ga- 
rantías). - Los derechos emergentes de las garantías, 
sean reales o personales, se transferirán de pleno dere- 
cho por la sola transmisión de la obligación negocia- 
ble o de los cupones correspondientes, no siendo 
necesario realizar inscripción alguna. 


En la cancelación de garantías, cuando no concurra 
un fiduciario o no se obtuviere la conformidad unáni- 
me de los tenedores, la emisora deberá acreditar ante 
el Banco Central del Uruguay el pago o el rescate total 
de las obligaciones negociables, o la consignación de 
los importes ante el mismo Banco, sin requerirse pre- 
via oblación. El Banco Central del Uruguay emitirá 
una constancia de cancelación de la emisión para su 
presentación ante el Registro correspondiente para que 
proceda a la cancelación de tas garantías o ante el 
depositario para la restitución de la cosa. 


La consignación de los importes de las obligacio- 
nes por oferta privada deberá realizarse judicialmente. 


C.S.-195 


196-C.S. 


ARTICULO 42 (Acción ejecutiva). - Los títulos 
representativos de las obligaciones negociables otor- 
gan acción ejecutiva a sus tenedores para reclamar el 
capital y los intereses, así como para ejecutar las ga- 
rantías otorgadas. 


ARTICULO 43 (Prohibición a la emisora). - La 
emisora no podrá distribuir utilidades si se encontrare 
en mora en el pago de intereses o amortizaciones de 
las obligaciones negociables que hubiera emitido.”) 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Simplemente, quiero 
dejar una brevísima constancia. El artículo 39 contiene una 
innovación importante en el Derecho, sobre todo en el aspec- 
to notarial, tema que fue estudiado en profundidad en el ám- 
bito de la Comisión y que tiene la envergadura suficiente 
como para hacer una referencia expresa. Concretamente, de- 
seo aludir a la posibilidad de otorgar garantías reales en for- 
ma unilateral. Creemos que se trata de una solución novedosa 
y Sumamente positiva, que permite la emisión de obligacio- 
nes con ese tipo de respaldo. De lo contrario, sería imposible 
hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase una moción de orden llegada a la Mesa. 

(Se lee:) 

“Mociónamos para que se prorrogue la hora hasta la fina- 
lización de la votación del Proyecto en consideración. Firma 
el señor Senador Heber.” 

-Si no se hace uso de la palabra, se va votar. 

(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el Capítulo Unico del Título III, que 
abarca los artículos 44 a 51. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
es el siguiente: 


“ARTICULO 44. - Las entidades cuya actividad es 
la de prestar servicios de liquidación, compensación, 
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depósito y custodia de valores objeto de oferta públi- 
ca, requerirán autorización del Banco Central del Uru- 
guay, en la forma que determine la reglamentación. 


ARTICULO 45. - En la emisión de valores, sean o 
no objeto de oferta pública, la entidad emisora podrá 
establecer libremente la ley y jurisdicción aplicables a 
aquéllos, cumpliendo con lo establecido en la presente 
ley para su registro, si correspondiere. 


Ello no obstará al derecho de los tenedores a elegir 
en todo caso la jurisdicción del domicilio del emisor. 


Practicada la elección de jurisdicción, en uno u otro 
sentido, a través de la comparecencia ante los tribunales 
correspondientes, no podrá ser luego modificada. 


ARTICULO 46 (Inversión en valores). - Las em- 
presas comprendidas en el artículo 1” del Decreto- 
Ley N” 15,322, de 17 de setiembre de 1982, con las 
modificaciones introducidas por la Ley N* 16.327, de 
11 de noviembre de 1992, que realicen actividades de 
intermediación financiera, podrán efectuar inversiones 
en obligaciones negociables objeto de oferta pública. 


El Banco Central del Uruguay podrá limitar y con- 
trolar dichas inversiones en las condiciones que deter- 
mine la reglamentación. 


ARTICULO 47 (Caducidad del plazo por disolu- 
ción de la Sociedad). - Cuando la sociedad emisora de 
obligaciones se disuelva antes de que venza el plazo 
convenido para su pago, aquéllas serán exigibles des- 
de el día en que se haya resuelto o producido la diso- 
lución. 


ARTICULO 43 (Normas supletorias). - A las obli- 
gaciones o debentures se les aplicará, supletoriamente, 
las disposiciones sobre acciones y títulos valores en lo 
compatible. 


ARTICULO 49 (Prohibición de recibir obligacio- 
nes en garantía). - En ningún caso, la sociedad podrá 
recibir sus obligaciones en garantía. 


ARTICULO 50 (Derogación). - Derógase el artícu- 
lo 26 del Decreto-Ley N” 15.322, de 17 de setiembre 
de 1982, con las modificaciones introducidas por la 
Ley N* 16.327, de 11 de noviembre de 1992, y asimis- 
mo, los artículos 121 y 122 del Decreto-Ley N” 14.701, 
de 12 de setiembre de 1977 y las demás normas que se 
opongan a la presente Ley. 


ARTÍCULO 51 (Regularización). - Las personas y 
las entidades mencionadas en los artículos 13 y 16 de 
la presente Ley, que estén en funcionamiento a la fe- 
cha de su promulgación, dispondrán de un plazo de 
180 (ciento ochenta) días contados a partir de dicha 
fecha, para adecuarse a estas normas.') 
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SEÑOR GARGANO. - Solicito que se desglose y se vote 
por separado el artículo 45. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar todo el Capítulo 
Unico, con excepción del artículo 45, 


(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 45. 

SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - En realidad, la discusión general de 
este Proyecto de Ley, tal como varios señores Senadores ob- 
servaron Oportunamente, se convirtió, casi en forma exclusi- 
va, en una discusión sobre el artículo 45. No participamos de 
ese debate, porque quisimos escuchar, con atención, todos los 
argumentos expuestos por los señores Senadores. 


Sin embargo, ahora, en la discusión particular, cuando a 
nuestro juicio corresponde hacer referencia con cierta profun- 
didad a este tema, debemos señalar que votamos a favor de 
este artículo en la Comisión de Hacienda y volveremos a 
hacerlo en el Plenario. A continuación, luego de haber escu- 
chado todos los argumentos -que respeto profundamente- so- 
bre todo los discrepantes del señor Senador Mallo, voy a 
exponer las razones que me han llevado a actuar de esa ma- 
nera. 


En mi opinión, en esta discusión faltó un elemento impor- 
tante, que es el que tiene que ver con la historia de este 
artículo y que se debe tener en cuenta, porque en el proyecto 
original tenía una redacción absolutamente diferente y no 
sólo un número distinto. Por supuesto, el número es lo de 
menos, lo que importa es el contenido. 


Esa historia tiene que ver con los acuerdos logrados y la 
definición alcanzada. 


Entonces, si se me permite, quisiera comenzar por recor- 
dar el texto original, que decía -luego de un “nomen juris” 
que reza “Ley y jurisdicción aplicables”-: “En la emisión de 
valores, sean o no objeto de oferta pública en el Uruguay, la 
entidad emisora podrá establecer libremente en el contrato de 
emisión la Ley y jurisdicciones aplicables a los mismos, cum- 
pliendo con lo establecido en esta Ley para su registro, si 
correspondiere”. 


El texto que estamos considerando en este momento es 
absolutamente diferente a la propuesta anterior y demuestra 
un esfuerzo por encontrar una salida que contemple los análi- 
sis críticos que se vertieron, desde el principio, en la Comi- 
sión. Digo esto porque en su seno hubo desacuerdos y 
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discordias sobre esta propuesta. Por lo tanto, reitero, se hizo 
un esfuerzo por encontrar una salida que contemplara las 
inquietudes de quienes discrepábamos con la iniciativa origi- 
nal. 


La simple lectura del artículo 45 nos revela que la formu- 
lación actual es sustancialmente distinta, ya que a su inciso 
primero -en el que se establece la libertad de la entidad emi- 
sora para elegir Ley y jurisdicción aplicables, cumpliendo 
con lo establecido en la Ley- se agrega un segundo inciso, 
que dice lo siguiente: “Ello no obstará” -con lo que esto 
último queda en primer término- “al derecho de los tenedores 
a elegir en todo caso” -y subrayo la expresión “en todo caso”- 
“la jurisdicción del domicilio del emisor”. Asimismo, en un 
inciso tercero, se indica: “Practicada la elección de jurisdic- 
ción, en uno u otro sentido” -son todos posibles- “a través de 
la comparecencia ante los tribunales correspondientes, no po- 
drá ser luego modificada”. 


En el análisis particular que hicimos de este artículo en 
nuestra Bancada, estudiamos esta propuesta alternativa que 
se elaboró luego de muchas sesiones de trabajo en la Comi- 
sión. En consecuencia, surgió una crítica que trasladamos al 
seno de la misma y que tiene que ver con el concepto de 
orden público y con la voluntad de las partes. 


La verdad es que este problema -que fue contestado es- 
cuetamente en Comisión por el señor Miembro Informante- 
se convirtió, a nuestro juicio, en una piedra angular del deba- 
te llevado a cabo en este Pleno. Debo confesar -lo voy a decir 
de una vez y para siempre- que en la pobreza de mis conoci- 
mientos y argumentos jurídicos, me bastó aquel razonamien- 
to escueto. No sé si ello será porque no entiendo nada de 
Derecho o porque la convicción del argumento que expuso el 
señor Miembro Informante me ganó en forma muy rápida. 
Por esa razón fue que voté el artículo. 


En el contexto de la misma pobreza de mis conocimientos 
jurídicos, debo decir que en el debate sobre este tema, se 
plantearon aspectos laterales y pasó desapercibido lo que, en 
mi muy humilde opinión, son los argumentos centrales, es 
decir, los artículos 2401 y 2403 del Apéndice del Título Final 
del Código Civil. Quiero expresar con sinceridad, que este 
argumento es absolutamente sólido y creo que vale la pena 
repasar los textos correspondientes, analizándolos en conjun- 
to, ya que van de ese modo. 


El artículo 2401, dice: “Son competentes para conocer en 
los juicios a que dan lugar las relaciones jurídicas internacio- 
nales, los Jueces del Estado a cuya Ley corresponde el cono- 
cimiento de tales relaciones. Tratándose de acciones personales 
patrimoniales, éstas también pueden ser ejercidas, a opción 
del demandante, ante los Jueces del país del domicilio del 
demandado”. 


Por su parte, el artículo 2403, expresa: “Las reglas de 
competencia legislativa y judicial determinadas en este Títu- 
lo, no pueden ser modificadas por ta voluntad de las partes”. 
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Me detengo en la lectura de esta norma para recordar que 
las reglas establecidas en este Título -como dice el artícu- 
lo 2403- tienen que ver con el artículo 2401, que también 
es de este Título. Continúo con la lectura del artículo 2403: 
“Esta” -esto es, la voluntad de las partes- “sólo podrá actuar 
dentro del margen que le confiera la Ley competente”. Preci- 
samente, la Ley competente es la que estamos considerando, 
cuyo contenido, en el artículo 45 -reitero- cambió sustancial- 
mente con respecto a la versión original. Me refiero a la que, a 
mi juicio, con justicia, había gestado discordias y discrepancias. 


Por esa razón fue que en el transcurso de la sesión, el 
señor Miembro Informante, expuso, con más detalles que en 
la Comisión, que en ese ámbito habfamos votado favorable- 
mente este artículo, reconociendo dos hechos. Por un lado, 
expresó que se había producido un progreso evidente, con 
respecto a la versión original, para tratar de tener en cuenta 
todas las inquietudes críticas y, por otro, que en este tema 
polémico, la otra posición merece absoluto respeto, como no 
podía ser de otra manera. 


Adelanto que voy a mantener ese voto -y permítaseme 
que hable en primera persona del singular- a conciencia, por- 
que los argumentos que, con más detalle, se han vertido en 
Sala, ratifican la convicción que tuvimos en el seno de la 
Comisión. Además, lo haremos teniendo en cuenta un argu- 
mento, al que se hizo referencia en Sala en el transcurso del 
debate, vinculado con el hecho de que la internacionalización 
de las relaciones en este ámbito, aconseja que el país moder- 
nice su legislación. Precisamente, esta es una modernización 
de la legislación del país al respecto, sobre todo en el marco 
de la región en que estamos insertos, sin violar, a nuestro 
juicio, ninguno de los principios sobre cuya base se asienta, 
en especial, ese Apéndice del Título Final del Código Civil, 
en el que figuran los artículos 2401 y 2403, a los que di 
lectura hace un momento. 


Vayan estas palabras a modo de fundamento de voto ade- 
lantado. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para referirme al 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: a nuestro enten- 
der, el planteamiento que acaba de hacer el señor Senador 
Astori no toma en cuenta la diferencia entre las relaciones 
jurídicas internacionales y las internas, a las que hice referen- 
cia oportunamente. 


Las relaciones jurídicas internacionales tienen determina- 
das características. El itinerario del contrato se produce en 
distintos momentos y en sociedades diferentes, como ocurre, 
por ejemplo, cuando se celebra un contrato en el Uruguay y 
se ejecuta en la Argentina. Quiere decir que como los mo- 
mentos de esa relación jurídica se dan en distintas socieda- 
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des, es necesario resolver qué jurisdicción regula, pues se 
trata de distintos sistemas jurídicos. El Derecho Internacional 
ha discutido mucho si se trataba de la Ley del domicilio o de 
origen de la persona, pero aquí hablamos de las relaciones 
internacionales para las cuales hay normas específicas. Para 
las relaciones que se dan exclusivamente en el ámbito territo- 
rial del país, hay una soberanía que no es renunciable pues la 
Ley no da facultades para ello y está establecida en el artícu- 
lo 233. En el territorio del país, las relaciones contractuales 
se regulan por la Ley nacional y son de cuenta de la jurisdic- 
ción del Poder Judicial, como lo establece el artículo 233. 
Por ello hay que tener claro que no es posible para una rela- 
ción nacional que la Ley pueda facultar para aplicar las nor- 
mas de Estados Unidos, de la India o de la Argentina. Eso no 
se puede hacer porque los Jueces competentes para las rela- 
ciones producidas en nuestro país son los uruguayos. Enton- 
ces, si se realiza un contrato que se ejecuta en nuestro país, 
sólo pueden intervenir nuestros Jueces. La jurisdicción es 
irrenunciable y la Ley no la puede negociar porque está fuera 
del comercio de los hombres, pues pertenece a la soberanía 
del país. De modo que no se puede decir que se aplica cual- 
quier Ley porque el Poder Judicial tiene potestad jurídica 
territorial en el país. 


Con respecto a la relación jurídica internacional, quiero 
decir que es la misma a que hace referencia el artículo 2401, 
porque el Apéndice del Código Civil regula relaciones de 
Derecho Internacional y no del Derecho Interno. Inclusive, 
esto es incompleto porque hay un tratado de Derecho Interna- 
cional de los 89 y 40 que tiene soluciones propias para las 
relaciones con los países latinoamericanos que firmaron di- 
cho tratado. Reitero que el Apéndice es sólo para las relacio- 
nes jurídicas de aquellos países que no han tenido tratados 
celebrados con nosotros. Por lo tanto, esto es incompleto, aun 
para las relaciones internacionales porque las mismas esta- 
blecen expresamente qué Ley debe regir. Cuando en este 
artículo 2401 se dice “Ley competente”, no se refiere a esta, 
sino a la Ley competente para el Derecho Internacional por 
aplicación de la Ley del lugar o del domicilio. No se alude a 
esta norma que dice que se faculta para aplicar, con autono- 
mía de la voluntad, cualquier legislación, sino a la Ley com- 
petente de acuerdo con la legislación internacional. 


(Ocupa la Presidencia el Cr. Danilo Astori) 


-Queríamos dejar establecido esto porque el artículo 45 
no dice que sólo regula las relaciones internacionales; por el 
contrario, ho expresa nada y por lo tanto, regula todas las 
relaciones jurídicas dentro del país. Por ello, si el tomador 
está en el Uruguay, si ambos -el tomador y el emisor- están 
domiciliados en nuestro país y se opera en el marco de esta 
Nación, no se puede aplicar el artículo 2401 ni el otro que 
mencioné, porque se trata de una relación interna y aquí el 
Poder Judicial tiene plena jurisdicción. Hay un derecho natu- 
ral que tiene cualquier ciudadano en el sentido de que lo que 
suceda en el territorio de su país sea juzgado por su Poder 
Judicial. Por eso creemos que esto es inadecuado porque el 
Apéndice se refiere a relaciones internacionales y ni siquiera 
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tas comprende a todas, ya que toma en cuenta a un campo 
residual, cuando no están comprendidas en los Tratados de 
Montevideo del 89 y de 1940. Por lo tanto, como estimamos 
que este artículo 45 es inconstitucional, no lo vamos a votar. 


SEÑORA ARISMENDI - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori). - Tiene la 
palabra la señora Senadora. 


SEÑORA ARISMENDI. - A modo de fundamento de voto, 
debo decir que no vamos a acompañar este artículo por la 
misma razón que acompañamos el conjunto del Proyecto de 
Ley. Partimos de la base de que quienes no tenemos un do- 
minio en los temas profundos que están contenidos en este 
Proyecto de Ley -en lo personal, no lo tengo, tanto en los 
planos político, jurídico y económico- confiamos en el traba- 
jo minucioso y serio realizado por los compañeros de Banca- 
da que dominan esta cuestión. Entonces, partiendo del estudio 
realizado y del debate del cual emanó nuestro pensamiento, 
acompañé con una serie de dudas el proyecto en su conjunto. 
Asimismo, por esa misma razón y basándome en las funda- 
mentaciones de mis compañeros de Bancada -una lectura su- 
perficial, e incluso dedicada de mi parte no podría sustituir 
esos conocimientos- voy a votar negativamente este artículo. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori). - Tiene la 
palabra el señor Senador, 


SEÑOR MALLO. - Debo decir que no voy a entrar en el 
problema constitucional que se ha planteado en todos los 
países de América y especialmente en los del MERCOSUR. 
Por ejemplo, la Argentina lo tomó en cuenta en la reforma de 
-su Constitución a fin de compatibilizar las normas regionales 
o comunitarias con su propia Carta Magna. Concretamente, 
debo decir que eso se ha debido al esfuerzo de un profesor al 
que respeto y estimo profundamente, que es el actual Minis- 
tro del Interior, Doctor Didier Opertti. El ha aconsejado la 
necesidad de una coordinación de las legislaciones regionales 
en cuanto a la disciplina de los negocios jurídicos internacio- 
nales. Es decir que no se resuelve por un acto unilateral como 
el de esta Ley, sino por una negociación global. Por ello se 
realizaron los CIDIP en 1975 en Panamá, en 1979 y en 1989 
en Montevideo, en 1984 en La Paz y en 1994, en México, 
aunque no todos los convenios en ellos acordados, han sido 
aprobados por los países que integran el MERCOSUR. 


Respeto y considero la interpretación que hizo el señor 
Senador Astori, pero debo decir que no la comparto. Incluso, 
advierto una corriente que aflora en distintas circunstancias, 
tal vez sin premeditación. Voy a hacer mención a una ley que 
ambas Cámaras votaron, que fue vetada por el Poder Ejecuti- 
vo y que tiene importancia para nuestro país, así como una 
relación con este problema. Me refiero al numeral cuarto del 
artículo 539 del Código General del Proceso que dice que 
sólo tienen eficacia en el territorio de la República las sen- 
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tencias extranjeras cuando hayan sido dictadas por un Juez 
que se considere competente, de acuerdo con su Derecho y 
no con el nuestro. Debo aclarar que a esa disposición se le ha 
señalado una enorme gravedad y trascendencia. En Estados 
Unidos, particularmente en el Estado de California. Con rela- 
ción a la competencia de sus Tribunales, la legislación consa- 
gra una competencia denominada “Long Arm Statutes”; basta 
la menor vinculación con ese país para que sus Tribunales se 
consideren con competencia para juzgar cualquier asunto, En- 
tonces, si la disposición del Código General del Proceso hu- 
biera estado en vigencia hace unos años, le hubjera costado a 
nuestro país cientos de millones de dólares. Cuando se cons- 
truyeron las Rutas 3, 5 y 8 el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas requirió la opinión de una Consultora ameri- 
Cana. 


Pues bien, esa consultora demandó, en el Estado de Cali- 
fornia, al Uruguay por cientos de millones de dólares. Enton- 
ces, si la disposición del Código General del Proceso, que 
obedece casualmente -o no casualmente, porque no tengo por 
qué entrar en intenciones- a la misma corriente que lleva hoy 
a este artículo, hubiera sido aplicable, el Uruguay habría te- 
nido que pagar, porque esa sentencia de la Corte del Estado 
de California hubiese sido aplicable aquí. Sin embargo, como 
la disposición no estaba vigente, nuestro país se desentendió 
absolutamente del texto, en virtud de que la sentencia ho era 
efectiva en el Uruguay. Si esa situación se reprodujera hoy, 
la sentencia sí sería efectiva y, repito, hubiésemos tenido que 
pagar esas cantidades. 


Es a eso que me quiero referir y es por ello que con tanta 
cautela -no quisiera molestar a nadie con la expresión- y diría 
que con tanta desconfianza trato estos problemas que tienen 
que ver con las inversiones extranjeras, la jurisdicción y la 
Ley aplicables en los contratos internacionales. 


Por lo expuesto, y porque es acorde con la tradición de mi 
Partido, ratifico mi voto absolutamente negativo. Se recorda- 
rá que cuando se llamó a licitación para esas carreteras, se 
quiso imponer la cláusula de que en la concesión de obra 
pública, las controversias serían juzgadas por tribunales arbi- 
trales internacionales, o de lo contrario las obras no se ha- 
rían. El Gobierno nacionalista rechazó esa pretensión; y las 
obras igual se realizaron. Por ejemplo, en el Brasil, en donde 
a los problemas relativos a las bolsas de valores se les aplica 
la Ley del cumplimiento de la obligación -y no la que las 
partes convengan- ello no obstaculiza para que haya habido 
una enorme inversión extranjera. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: podría haberme 
ahorrado esta intervención, porque comparto en su totalidad 
las objeciones que a este artículo formularon los señores Se- 
nadores Korzeniak, Sarthou y Mallo. Sin embargo, quiero 
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decir que efectivamente la línea que se sigue aquí, como lo 
indica el Miembro Informante en el apartado respectivo, mo- 
difica lo que ha sido un principio rector de nuestras normas 
de Derecho Internacional Privado. Dice el informe que tradi- 
cionalmente el Uruguay ha mantenido la posición de que la 
legislación y jurisdicción aplicable son materia de orden pú- 
blico, excluida la voluntad de las partes. Finalmente se esta- 
blece que se llegó a una fórmula que permite la libertad de 
elección para el emisor, preservando a la vez el derecho del 
tenedor a ejercerla, escogiendo la jurisdicción doméstica. Asi- 
mismo, el Miembro Informante en mayoría hace referencia a 
los tratados de protección de inversiones que la Bancada del 
Frente Amplio ha votado en este Capítulo de la prórroga de 
jurisdicción, tradicionalmente en contra, por los argumentos 
que fueron expuestos hoy aquí por los señores Senadores 
Korzeniak y Sarthou. 


Me parece que lo que hay que hacer es una lectura co- 
mentada de los artículos; a veces, no hay mejor cosa que leer 
la Ley y comentarla en voz alta, a los efectos de entenderla. 
Lo que se está habilitando en el artículo 45 es que en la 
emisión de valores, sean objeto o no de oferta pública, la 
entidad emisora -puede ser un laboratorio extranjero, una em- 
presa que elabore productos textiles o de consumo de alimen- 
tos, o de bebidas- está facultada para establecer libremente la 
Ley, es decir, la norma jurídica que va a regir ese contrato y 
la jurisdicción aplicable, esto es, el país. Así, puede emitir 
obligaciones una empresa radicada en el Uruguay y dirá que 
la Ley aplicable, por ejemplo, será la de los Estados Unidos, 
de Francia o de Alemania, y la jurisdicción, la alemana, la 
francesa o la norteamericana. Esto es lo que señala la Ley y, 
a mi juicio, se llama aplicar a actos jurídicos que se realizan 
en el territorio nacional, normas jurídicas y jurisdicción que 
no tienen vigencia en él. Esa es la lectura comentada que hay 
que hacer de esta disposición. 


Es cierto que hay toda una corriente de opinión que tien- 
de, en función de la globalización de la economía, de la 
mundialización de fenómenos de transacción financieros y 
demás, a aceptar esto; pero digo que esa corriente de opinión 
es la que normalmente viene impuesta desde los centros fi- 
nancieros del mundo que promueven este tipo de acciones, y 
que sólo en estas condiciones realizan las inversiones que 
desean llevar adelante. 


(Ocupa la Presidencia el Lic. Fernández Faingold) 


-También el inciso segundo da -por si no fuere suficiente- 
la posibilidad de que ello no va a obstar al derecho del tene- 
dor a elegir en todo caso la jurisdicción del domicilio del 
emisor. Por si acaso la Ley que se fije en el documento y la 
jurisdicción no le convinieran -a lo mejor, por una modifica- 
ción circunstancial- puede optar por la del país o por el domi- 
cilio del emisor. Me parece que esto es, lisa y llanamente, la 
prórroga de jurisdicción. Estamos cambiando de opinión; na- 
turalmente que la mayoría del país, expresada en el voto 
popular, puede hacerlo. No obstante, nosotros creemos que 
esto no es conveniente para el Uruguay y que no se trata sólo 
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de un problema de tradición sino, también, a nuestro juicio, 
de una manera de concebir el funcionamiento del país dentro 
de la economía y de las relaciones con otras naciones del 
mundo y, fundamentalmente, con las empresas inversoras que 
vengan de otros lugares. 


Por todo lo expuesto es que vamos a votar en contra de 
esta disposición. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: dado que los se- 
ñores Senadores han definido sus posturas en torno a este 
artículo, muy brevemente, vamos a dar a conocer la nuestra. 


Cuando en Sala se planteó la posibilidad de encarar el 
estudio de este Proyecto de Ley, nosotros solicitamos un tiem- 
po prudencial para analizarlo debidamente, en virtud de la 
materia delicada de que trata y, también, de que no estamos 
representados en la Comisión que consideró el tema. En aquel 
momento, accedimos a la insinuación del señor Senador Bat- 
lle en el sentido de proceder a realizar la discusión general de 
inmediato ya que, como es obvio, iba a ayudar a la compren- 
sión del problema. Debo decir que los asesoramientos a que 
recurrimos nos demostraron que el Proyecto de Ley era con- 
veniente, oportuno y que estábamos frente a un trabajo seria- 
mente encarado, positivo, salvo en lo que hace a la disposición 
contenida, precisamente, en el artículo 45 que el Senado está 
a punto de votar. No voy a incursionar en él, porque he 
escuchado con suma atención a quienes me precedieron en el 
uso de la palabra y, dentro de mis modestas posibilidades 
considero profundamente acertado el estudio que ha realiza- 
do del contenido de esta norma el señor Senador Mallo. Co- 
incido plenamente con sus conclusiones, respaldadas en 
opiniones jurídicas de enorme peso. 


Luego de haber acompañado las restantes disposiciones 
de este Proyecto de Ley, ahora voy a votar negativamente 
este artículo 45. 


Era cuanto deseaba manifestar a manera de fundamento 
adelantado de voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde pasar a votar el 
artículo 45. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
45. 


(Se vota:) 
-16 en 25. Afirmativa. 


SEÑOR COURIEL. - Pido la palabra para fundar el voto. 


10 de Octubre de 1995 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL. - Señor Presidente: ya expresamos en 
la discusión general que estábamos en contra de este artículo 
45. Existe un problema, diría, de conveniencia. Este Proyecto 
de Ley que se está votando dice, concretamente, que el que 
emite determina la Ley y la jurisdicción. Por ejemplo, puedo 
decir Ley y jurisdicción en Bahamas, pero el tenedor tiene 
derecho a determinar la jurisdicción del emisor, es decir, 
Uruguay. Honestamente, me rechina que los Tribunales uru- 
guayos se tengan que basar en la Ley de Bahamas para defi- 
nir una controversia de esta naturaleza. 


Existe, además, otro argumento. No todo lo que pasa en el 


mundo es bueno. En el mundo suceden cosas muy buenas y” 


muy malas. Si en el mundo hay modernización, también hay 
guerra, xenofobia; hay de todo, señor Presidente. Etiquetar 
no es bueno, y este artículo no es de modernización. Este 
artículo es de colonialismo. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Queda aprobado el Proyecto de 
Ley que se comunicará a la Cámara de Representantes. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-201 


(No se publica el texto del Proyecto de Ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


11) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 20 y 32 minutos presidiendo el 
Licenciado Fernández Faingold y estando presentes los se- 
ñores Senadores Arismendi, Astori, Cid, Couriel, Chiesa, 
Dalmás, Gandini, Heber, Hierro López, Olascoaga, Pe- 
reyra, Posadas Montero, Pozzolo, Sanabria, Sarthou, Se- 
govía y Virgili). 
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